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1. ¿Qué es la Misión?

Es una iniciativa del Departamento Nacional de Planeación para definir lineamientos 
de política pública en materia de desarrollo rural y agropecuario. La Misión no 
se limita a elaborar estudios técnicos, también hace propuestas concretas con 
viabilidad presupuestal y los arreglos institucionales específicos para su desarrollo 
a mediano y largo plazo.

2. ¿Por qué una Misión?

Porque el comportamiento de la economía durante los últimos años no se ha visto 
reflejado, en la misma medida, en las condiciones de vida de los pobladores 
rurales y en el desempeño de las actividades agropecuarias.

Porque en los últimos 20 años lo rural se ha circunscrito casi exclusivamente a 
lo agropecuario, dejando de lado la integralidad y multisectorialidad necesarias 
para alcanzar un desarrollo rural más comprehensivo.

Porque el ámbito rural ha sido el escenario de buena parte de los problemas del 
país: pobreza, conflicto, desigualdad, despojo, informalidad, entre otros.

Porque recientemente no se ha llevado una reflexión profunda sobre lo rural y los 
instrumentos necesarios para lograr una superación efectiva de sus problemas 
estructurales.

Porque existe un consenso nacional de que es indispensable avanzar en el desarrollo 
rural y que es un requisito para lograr la paz en el campo.

3. ¿Cuáles son los objetivos de la Misión?

• Repensar el campo colombiano y el papel que desempeña en el desarrollo 
del país.

• Trazar una hoja de ruta para el desarrollo del campo colombiano durante los 
próximos 20 años.

• Construir instrumentos que permitan cerrar las brechas existentes entre lo 
urbano y lo rural, tanto en política pública como en condiciones de vida de sus 
habitantes.

• Lograr que la sostenibilidad de la agricultura se base en el mejoramiento de 
la competitividad.
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4. ¿Por qué se habla de una nueva política de desarrollo rural y 		
     agropecuario?

Lo nuevo que ofrece esta Misión es el planteamiento de una visión integral del campo 
colombiano donde lo productivo y competitivo van de la mano del bienestar de los 
pobladores rurales, sobre la base de intervenciones multisectoriales, conjuntas y en 
articulación entre la Nación y los entre territoriales, mediante políticas con enfoque 
diferencial y territorial; pero, sobre todo, superando las propuestas a corto plazo.

5. ¿Cuál es el panorama general del campo colombiano?

• La presencia de diferencias importantes en la igualdad de oportunidades 
entre la población urbana y la rural, se traduce en que los pobladores de las 
zonas rurales presenten menores oportunidades de desarrollarse plenamente; 
y, como consecuencia, disminuyen sus posibilidades de mejorar su condición 
socioeconómica de generación en generación.

• Las enormes brechas en bienestar y pobreza entre la población rural y la 
urbana se encuentran en bienes y servicios sociales del Estado, como inasistencia 
escolar, logros educativos, trabajo infantil y rezago escolar, lo que implica una 
creciente brecha en los ingresos de las familias rurales.

• Los principales problemas relacionados con la tierra se refieren a la alta 
concentración de la propiedad, la informalidad en las relaciones con el territorio 
y los diversos conflictos de uso del suelo.

• Los hogares rurales tienen menos posibilidades de generar ingresos y de 
contar con sostenibilidad económica a mediano y largo plazo. Por ejemplo, 
más del 60% de los hogares rurales no accede a ningún activo productivo –sea 
este tierra, asistencia técnica, crédito, riego, etc.–, y solo un 5% dispone de 
capacidad para acumularlos.

• Otro factor que no permite aprovechar el potencial agropecuario es el rezago 
existente en materia de competitividad y productividad en el sector. A pesar 
de ser el tercer generador de empleo en el país, presenta tasas de crecimiento 
inferiores al promedio nacional y los ingresos derivados de esas actividades son 
los más bajos en comparación con las demás actividades económicas.

• Existe una capacidad institucional baja para agenciar el desarrollo rural y 
agropecuario, especialmente en el nivel territorial. Los instrumentos de política 
sectorial no llegan a donde deben ir y del modo como tienen que hacerlo; 
además, los territorios disponen pocos recursos y capacidad para contribuir 
con el desarrollo rural integral. 
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6. Qué plantea la Misión frente a este panorama?

La Misión abordará muchas temáticas agrupadas en cinco grandes ejes temáticos:

1. Rol de lo rural en el desarrollo del país: es necesario tener claras las 
bases conceptuales de los problemas más sensibles de la realidad del campo 
colombiano, y entender qué significa desarrollo rural y agropecuario para el 
país y, así, poder determinar el alcance de estas políticas.

2. Desarrollo rural para el cierre de brechas sociales: contempla la necesidad 
de dar mayor igualdad de oportunidades a los habitantes rurales, reconociendo 
que en este aspecto reside el principal rezago en términos de políticas públicas, 
dado que la inversión social ha presentado tradicionalmente un sesgo urbano 
que se refleja en los indicadores de pobreza. 

3. Provisión de bienes púbicos para el campo: el tercer eje se orienta a la 
dotación eficiente de bienes públicos que son la base tanto para avanzar en 
el cierre de brechas sociales como en el desarrollo de actividades productivas 
sostenibles.

4. Desarrollo agropecuario sostenible y competitivo: si bien la actividad 
agropecuaria es la principal actividad económica en el campo, fuente de 
empleo y de ingresos, presenta rezagos en términos de su productividad y 
competitividad, que ameritan instrumentos de política específicos que permitan 
superarlos a corto plazo. 

5. Arreglo institucional moderno y eficiente: para lograr todo lo anterior se 
requiere generar propuestas basadas en intervenciones multisectoriales. No 
se trata solo del presupuesto del sector sino de la asignación de recursos en 
todos los sectores que deben intervenir en el campo. Así mismo, es importante 
fortalecer la información disponible para y sobre el campo colombiano, tanto 
en estadística como para la toma de decisiones.

7. ¿Cuándo podremos ver los primeros resultados de las acciones 	       	
     propuestas por la Misión?

El DNP desarrollará la Misión durante el 2014, sin embargo, espera que los 
primeros resultados puedan ser consignados en el próximo Plan Nacional de 
Desarrollo, que es un punto de partida, pues la Misión trasciende el próximo 
cuatrienio y busca convertirse en una política de Estado.
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8. ¿Cuál es la relación entre la Misión y el Gran Pacto por el Agro?

El Pacto Nacional por el Agro y el Desarrollo Rural orienta su trabajo en dos frentes. 
El primero está destinado a generar insumos para elaborar los lineamientos de 
política para el sector agropecuario y rural, a partir de la participación directa 
de los actores rurales en los Consejos Desarrollo Rural tanto municipales como 
departamentales y nacional. En este punto se busca identificar factores que 
permitan aumentar la competitividad del sector agropecuario.

El segundo componente del Pacto se relaciona con el apoyo a proyectos 
agropecuarios que apunten al mejoramiento de la competitividad de la producción 
agropecuaria y el desarrollo rural en los departamentos y municipios del país.

Entre los objetivos de la Misión Rural se incluye elaborar lineamientos de política 
para el campo colombiano teniendo en cuenta los insumos que genere el Pacto, 
con un horizonte más amplio, ya que plantea propuestas para los próximos 20 
años.



 

 

 

 

 

 

 

SALDAR LA DEUDA HISTÓRICA CON EL CAMPO 

Marco conceptual de la Misión para la Transformación del Campo * 

 

 

  

                                                 
* Este documento recoge los resultados de las discusiones de dos versiones previas por parte de los miembros del 
Consejo Directivo, pero es responsabilidad del Director y del equipo técnico de la Misión. 
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I. MARCO CONCEPTUAL 

1. El área rural colombiana ha sido uno de los ejes indiscutibles del desarrollo económico del 

país. Al mismo tiempo, sin embargo, su atraso relativo en materia económica y social 

muestra los sesgos urbanos que ha tenido nuestro desarrollo. El campo ha sido, además, el 

escenario principal del largo conflicto armado. El objetivo central de la Misión para la 

Transformación del Campo será, por lo tanto, proponer políticas de Estado para que el país 

salde su deuda histórica con el campo como elemento esencial para construir la paz. Esta 

tarea debe entenderse, además, dentro de la concepción de nuestra Carta Política, que define 

a Colombia como un Estado social de derecho. El objetivo es, por lo tanto, garantizar 

oportunidades económicas y derechos económicos, sociales y culturales a nuestros habitantes 

rurales para que tengan la opción de vivir la vida digna que quieren y valoran.1 

2. La Misión parte de tres ideas fuerza, que pueden entenderse también como los principios 

básicos que deben regir las políticas de desarrollo rural: 

 La necesidad de fomentar un enfoque territorial participativo, que reconoce una ruralidad 

diferenciada y a los habitantes rurales como gestores y actores de su propio desarrollo. 

 La concepción del desarrollo como un proceso integral, que busca la inclusión, tanto 

social como productiva, de todos los habitantes rurales. Esta visión implica la necesidad 

de superar la visión asistencialista de las políticas rurales y considerar a los habitantes 

rurales tanto como agentes de desarrollo productivo como sujetos de derechos y, por 

ende, como plenos ciudadanos. 

 La necesidad de promover un desarrollo rural competitivo y ambientalmente sostenible 

basado, ante todo, en la provisión adecuada de bienes públicos que faciliten el desarrollo 

tanto de actividades agropecuarias como no agropecuarias. 

3. El enfoque territorial participativo adopta la concepción de nueva ruralidad, que supera la 

dicotomía rural-urbana y mira más a las relaciones, sinergias y complementariedades que 

permiten aumentar la competitividad y cerrar las brechas de exclusión de la población rural. 

Este enfoque busca, además, atender la diversidad socio-económica, cultural y ecológica de 
                                                 
1 Seguimos aquí el concepto de Amartya Sen de desarrollo como la expansión de libertades y capacidades para que 
la población pueda llevar a cabo la vida que valoran y tienen razones para valorar. 
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los distintos territorios con enfoques específicos a las condiciones de cada uno de ellos. Aún 

más, parte de promover las iniciativas de las organizaciones locales y las redes de 

cooperación entre agentes públicos y privados, contribuyendo de esa manera a construir 

tejidos sociales más densos, es decir, a construir sociedad. 

4. El desarrollo como un proceso integral responde al concepto de desarrollo sostenible en su 

sentido amplio, que abarca sus dimensiones económicas, sociales y ambientales. En tal 

sentido, busca promover, ante todo, que los habitantes del campo tengan una vida digna, que 

garantice tanto sus derechos económicos, sociales, culturales y ambientales, como sus 

derechos civiles y políticos, y muy especialmente su seguridad personal y su libertad para 

asociarse y participar sin miedo en las decisiones de su comunidad y de la vida nacional. 

Dadas las enormes desigualdades que caracterizan al país, esta visión implica la necesidad de 

colocar la equidad en el centro de las políticas de desarrollo del campo y, por ende, reducir 

las enormes desigualdades entre los habitantes urbanos y rurales, entre hombres y mujeres, 

entre los propios habitantes rurales y entre las distintas regiones de Colombia. Esto implica 

tener políticas de Estado que favorezcan a los más pobres y el desarrollo progresivo de una 

clase media rural, dentro de un enfoque en el cual los habitantes rurales son los actores 

básicos de su propio desarrollo, tanto humano como productivo. Acorde con el enfoque 

territorial, implica también que se deben formular políticas que reconozcan la diversidad de 

condiciones sociales, económicas, ambientales y culturales que caracterizan nuestro mundo 

rural.    

5. En materia económica, es necesario garantizar un desarrollo que permita el progreso de 

pequeñas, medianas y grandes empresas, incluyendo cooperativas y otras formas de 

asociación de productores. Las políticas para apoyar el desarrollo productivo deben estar 

dirigidas a la provisión de bienes públicos (en particular, programas de innovación, ciencia y 

tecnología, infraestructura adecuada y protección jurídica) y una política económica 

apropiada (en especial en materia de política cambiaria, crediticia y de comercio exterior). 

Debe superar, por lo tanto, la tendencia a superar las dificultades del campo a través de 

subsidios temporales o asistenciales que no corrigen los problemas estructurales que enfrenta 

el campo y, por ende, no tienen efectos de larga duración.  
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Estas políticas deben garantizar, en primer término, un sector agropecuario competitivo, que 

responda a la vocación del país de ser una de las despensas del mundo. Sin embargo, la 

estrategia productiva debe reconocer que si bien históricamente la zona rural era definida 

como aquella en la que se realizaban actividades primarias, en particular las agropecuarias, 

debe trascender la óptica de ligar la producción de manufacturas y servicios estrictamente a 

espacios urbanos. Hoy en día, las actividades productivas, si bien mantienen cierta relación 

urbano-rural, han trascendido estas barreras para pensar en las sinergias entre los sectores 

primarios, secundarios y terciarios y en relocalizar muchas actividades a espacios que antes 

se consideraban como exclusivamente de vocación primaria. 

El desarrollo económico debe garantizar, a su vez, la protección del medio ambiente, en 

particular del agua, los suelos y la biodiversidad como elementos constitutivos y 

fundamentales para el desarrollo de actividades rurales. Además, por razones de equidad 

intergeneracional, el ritmo de extracción de los recursos naturales no renovables debe 

garantizar el bienestar no solamente de la generación actual, sino de las futuras. 

6. La visión expresada en estas tres ideas fuerzas reconoce que lo rural es estratégico para el 

desarrollo, no subsidiario y no solamente por razones económicas sino también por la 

necesidad de superar los factores históricos del conflicto y construir la paz. Esta paz parte de 

entender el campo como un espacio donde caben y pueden convivir armoniosamente los 

grandes, los medianos y los pequeños agricultores en conjunto con actores de otras 

actividades económicas. Para ello el Estado debe garantizar la seguridad física y la seguridad 

jurídica de todos, reparar a aquellos que se vieron afectados por el conflicto y apoyar 

preferencialmente a los pequeños y la población más vulnerable, al tiempo que provee bienes 

públicos que beneficien al conjunto de actores rurales. Todos los colombianos debemos 

entender que materializar esta visión empieza por saldar la deuda histórica con el campo. 

7. La Misión ha propuesto unas categorías de ruralidad. Estas categorías respetan las divisiones 

político-administrativas, parten del sistema de ciudades y utilizan la densidad, el tamaño de 

las cabeceras y la distribución entre la cabecera y el área dispersa como criterios básicos de 
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Ciudades y aglomeraciones

Intermedio

Rural

Rural disperso

12 grandes ciudades + sus aglomeraciones 

Cabeceras de más de 25 mil + cabeceras 
más pequeñas con densidades altas

Cabeceras pequeñas con densidades 
intermedias (10 y 100 hab/km2)

Cabeceras pequeñas y densidades muy bajas 
(< 10 hab/km2)

clasificación.2 De acuerdo con esta clasificación, la vida rural sigue teniendo un peso muy 

elevado: cerca del 60% de los municipios que tiene Colombia deben considerarse como 

rurales y existe, además, una población rural dispersa en el resto de municipios, con lo cual la 

población rural representa poco más de 30% de la población del país. Además, muchas de 

nuestras ciudades intermedias e incluso grandes siguen teniendo una relación muy estrecha 

con las actividades agropecuarias. La “ruralidad” debe entenderse, así, como un continuo, 

que de hecho no desaparece aún en nuestras grandes urbes.  

 

 
Número de municipios según categorías de ruralidad* 

 

*En la primera categoría se incluyen además las 12 aglomeraciones urbanas definidas por el sistema de ciudades. 

                                                 
2 Se viene trabajando en una definición de categorías de ruralidad más amplia donde se incorporen mejor criterios de 
distancia a las ciudades y aglomeraciones al igual que usos del suelo. 
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La excesiva concentración de la tierra ha sido fuente constante de conflictos, muchos de ellos 

asociados a la expansión de la frontera agraria. Debido a las características geográficas del 

país, esta frontera y los conflictos asociados a ella se han dado en muchas partes del territorio 

nacional. El largo conflicto interno con organizaciones guerrilleras se ha agudizado en 

décadas más recientes por la expansión del paramilitarismo y su fuerte presencia en la vida 

política en varias regiones, así como por el narcotráfico, que ha financiado y creado nuevas 

formas de violencia. La persistencia del conflicto armado ha dejado hondas heridas que la 

sociedad colombiana debe superar, lo que no será posible sin una política de desarrollo rural 

extremadamente ambiciosa. Así lo establece, por lo demás, el punto 1 de los acuerdos de La 

Habana.  

Debido a la historia y geografías heterogéneas de nuestro mundo rural, y a las desigualdades 

que han caracterizado el desarrollo regional del país, el mundo rural abarca desde zonas 

relativamente desarrolladas y con una fuerte articulación con ciudades grandes e intermedias 

hasta otras extremadamente pobres, generalmente en las regiones más apartadas del país. 

Abarca también desde zonas (mayoritarias en términos de territorio) donde predomina la gran 

propiedad hasta otras donde se asientan pequeños productores e incluso minifundistas. Entre 

las primeras hay además algunas donde existe una agricultura empresarial bien desarrollada 

hasta otras, dominantemente ganaderas, donde las formas de producción siguen siendo en 

muchos casos tradicionales. El uso ineficiente del suelo se cruza en varias zonas del país con 

una gran informalidad en materia de propiedad de la tierra. 

En cualquier caso, el atraso relativo del campo se hace evidente en las cifras agregadas, 

especialmente en materia de pobreza extrema y multidimensional.3 Las mayores carencias en 

este último caso se dan en materia educativa (analfabetismo, bajo logro educativo y alto 

rezago escolar), acceso a agua y saneamiento y menores oportunidades laborales (altísima 

informalidad, que en el índice de pobreza multidimensional realmente mide el bajo acceso al 

sistema de pensiones).  

                                                 
3 Debido a la disponibilidad de la información, para el diagnóstico social se utiliza principalmente la división 
estadística tradicional que clasifica las cabeceras municipales como el área urbana y a la población dispersa 
(generalmente denominada “resto” en la información estadística) como el área rural. 
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conectado a pozo séptico la cobertura en saneamiento básico aumenta a 76%, y presenta un 

aumento considerable, al pasar de 51% en 1997 a 76% en 2012.  

Respecto a la dimensión de salud, si bien ya no hay brechas significativas en afiliación en 

seguridad social en salud entre la zona rural y urbana, existen grandes diferencias en acceso, 

uso y calidad de los servicios entre cabeceras y población dispersa y al interior de las 

categorías de ruralidad. Las principales razones por las cuales los habitantes rurales tienen un 

acceso más limitado son la distancia a los centros de salud, los altos costos asociados a ello y 

que la oferta no responde a la emergente composición demográfica de los hogares rurales 

(participaciones relativamente altas de jóvenes y adultos mayores y menor proporción de 

adultos en edades productivas). 

La pobreza por ingresos es mayor para los productores campesinos que para los asalariados 

del campo, lo que refleja el muy limitado acceso de los primeros a activos productivos 

(tierra, crédito, tecnología, riego). El activo productivo al cual tienen más acceso dichos 

productores es la tierra (el 36% de los hogares rurales), aunque generalmente en cantidades 

insuficientes para alcanzar un nivel de vida adecuado. El acceso a otros recursos productivos 

es relativamente bajo. 

Aún muchos asalariados del campo carecen de los mecanismos de protección social que 

favorecen a sus congéneres urbanos. Este hecho y, aún más, el predominio de prácticas 

informales de trabajo, implica que algunos mecanismos de protección social (el sistema 

pensional) casi no existen en las zonas rurales y otros tienen un desarrollo precario (acceso a 

los servicios de las Cajas de Compensación) o están caracterizados por serios problemas de 

calidad (educación y salud). Aunque su contribución al ingreso de los habitantes rurales es 

todavía pequeña, algo se ha logrado compensar con los nuevos beneficios del sistema de 

promoción social, en especial con los subsidios condicionados, gracias a la política de 

ampliar la cobertura y montos en zonas rurales que empezó a ejecutarse en 2012. Sin 

embargo, los avances en los componentes universales (seguridad social integral, acceso a 

activos y manejo de riesgos por ejemplo) son todavía muy precarios debido al vínculo de la 

protección social en Colombia con el empleo formal. 
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Aun así, en todos los indicadores de pobreza ha habido un avance importante en los últimos 

diez años. De hecho, en pobreza multidimensional y pobreza extrema el avance ha sido más 

marcado en términos absolutos (puntos de reducción de la pobreza) en la zona rural que en la 

urbana. A pesar de las mejoras, las brechas relativas se han ampliado, y son muy elevadas: la 

pobreza monetaria extrema era más del triple en las zonas rurales que en las urbanas en 2013 

y la pobreza multidimensional 2,5 veces más alta. Otro elemento relacionado es el escaso 

alcance de la clase media. Siguiendo la metodología de la Misión de movilidad social, para el 

2013 solo el 7,3% de la población rural podía considerarse como de clase media, una quinta 

parte de dicha proporción en las zonas urbanas (36,4%). Mas del 90% de la población rural 

es así pobre o vulnerable, es decir con alta probabilidad de caer en pobreza. Más aún, en 

contra de lo que acontece en la zona urbana, donde la caída en pobreza entre 2002 y 2013 

estuvo acompañada de un aumento de la clase media de la misma proporción, en la zona 

rural la caída en pobreza se ha visto acompañada es de un aumento en las familias 

vulnerables. 

Sobresale, además, el hecho de que la reducción de pobreza en las zonas rurales ha sido 

jalonada por el indicador multidimensional más que por el de ingresos. En efecto, entre 2003 

y 2013 la pobreza multidimensional se redujo 31 puntos porcentuales mientras que la de 

ingreso disminuyó en 14. Más aún, en el caso de esta última, la reducción reciente (en el año 

2013) no se percibió en el ingreso de los ocupados sino en otras fuentes de ingresos, aquellos 

asociados a la política social (transferencias institucionales). En otras palabras, la política 

social en su sentido amplio (educación, salud, viviendas, transferencias condicionadas, etc.) 

ha hecho mucho más para mejorar la situación de la población rural que la mejoría en las 

oportunidades económicas, que han sido muy limitadas para los habitantes pobres del campo.  
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Fuente: DANE, Encuesta Nacional de Hogares 2002-2005 y Gran Encuesta Integrada de Hogares 2008-2013. 
 

 
Fuente: DANE, Encuestas de Calidad de Vida 1997-2013. 

Los primeros cruces que ha hecho la Misión entre las variables sociales y las diferentes 

categorías de municipios en función de la ruralidad muestran que los avances son mucho 

mayores en los núcleos poblacionales que en la población dispersa. En efecto, aparte del 

hecho de que la pobreza multidimensional es muy superior en las zonas rurales, existe una 

diferencia notoria entre dicha pobreza en las cabeceras municipales en relación con la 

población dispersa. La diferencia es de 20 a 30 puntos porcentuales y se mantiene en todos 

los grados de ruralidad. Más aún, la brecha entre cabecera y población dispersa es incluso 

más alta en las principales aglomeraciones urbanas del país.  
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acuerdo con la medida específica utilizada), como por lo demás es cierto en el grueso de los 

países de América Latina. Esta situación se ha mantenido a pesar de los sucesivos esfuerzos 

de reforma agraria (1936, 1961, 1968 y 1994). 

9. La zona rural colombiana sigue estando insuficientemente diversificada. Hay, por supuesto, 

una creciente actividad minera (que es una actividad estrictamente rural), servicios de 

diferente naturaleza que se prestan desde los núcleos poblados y en algunas zonas se ha 

desarrollado un importante turismo rural, aunque los mineros artesanales y operadores 

turísticos muchas veces están en peores condiciones que los pequeños agricultores. Algunas 

actividades rurales están, en cualquier caso, subdesarrolladas, en particular la pesca y la 

acuicultura. Por esto, la suerte de las zonas rurales ha estado muy ligada a la del sector 

agropecuario. La minería ha entrado en conflictos con las actividades agropecuarias en 

muchas zonas del país, en especial por el uso del agua, pero también del suelo y de la mano 

de obra. Mientras las dos primeras deben considerarse como estrictamente negativas, la 

última es positiva, ya que jalona los ingresos de los habitantes rurales, aunque reduce la 

competitividad de la producción agropecuaria.  

El sector agropecuario muestra en el último cuarto de siglo un comportamiento 

decepcionante, de hecho uno de los más decepcionantes de América Latina. Su participación 

en el PIB ha colapsado y curiosamente lo ha hecho con particular rapidez durante los sub-

períodos de relativamente buen desempeño económico general, 1990-97 y 2003-13, 

indicando que se ha roto la correlación entre las fases de crecimiento del sector agropecuario 

y de la economía en general que eran típicas antes de la apertura económica. Aún en el 

período de mayor crecimiento económico reciente del país, los años 2003-07, la expansión 

del sector fue apenas la mitad del que experimentó el PIB y muy inferior a los ritmos de 

crecimiento que prevalecieron antes de 1980. 



13 

 

 

 
Fuente: DANE, Cuentas Nacionales 

La caída en la participación del PIB a precios corrientes ha sido mucho más marcada a largo 

plazo. En efecto, dicha participación se ha reducido a una cuarta parte de lo que era a fines de 

los años 1970, en vez de la mitad cuando se estima en precios constantes. Esto refleja una 

reducción en el precio relativo de la producción agropecuaria medida a través de los 

deflactores del PIB. En efecto, a largo plazo, el precio relativo del valor agregado sectorial (o 

sea, el PIB) se ha reducido aproximadamente a la mitad. Las reducciones más marcadas se 

dieron entre 1977 y 1984, entre 1991 y 1996, y entre 2011 y 2013.5  

Las dos primeras pueden verse en parte como el reflejo de las caídas pronunciadas de los 

precios internacionales de productos agropecuarios que tuvo lugar a partir de 1978 en los 

productos tropicales y con un rezago en los no tropicales, y que se prolongó hasta comienzos 

del siglo XXI. Los precios reales de los productos agropecuarios se recuperaron a nivel 

                                                 
5 Esta tendencia no se capta plenamente en los índices de precios al consumidor (IPC) o al productor (IPP) y refleja 
mucho más, por lo tanto, el aumento en los precios relativos de los servicios, que solo se miden muy parcialmente en 
esos indicadores.  
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internacional en 2005-08 y se han mantenido relativamente altos, aunque con un nuevo 

descenso, especialmente en los de clima tropical, a partir de 2012. Para algunos productos, la 

caída de los años 1990 fue también un efecto de la apertura económica, ya que algunos 

renglones agropecuarios (especialmente cereales y oleaginosas) se encontraban entre los más 

protegidos antes de la apertura y fueron, por lo tanto, muy afectados por esta última. Las dos 

caídas más recientes también tienen como determinante la fuerte revaluación del peso que ha 

tenido lugar durante esos años. La revaluación más reciente ha sido mucho más prolongada, 

pero se vio compensada hasta 2011, en términos de sus efectos sobre el sector, por la 

recuperación de los precios internacionales. 

El efecto acumulado es muy marcado. Así, entre 1990 y 2013 la reducción de los precios 

relativos según cuentas nacionales fue del 1,7% anual; para mantener la rentabilidad relativa 

del sector hubiese sido necesario, por lo tanto, aumentar al menos a ese ritmo la 

productividad relativa del sector, lo que ciertamente no ha sucedido. Por el contrario, la 

productividad del sector se ha estancado o ha aumentado muy lentamente y a menor ritmo de 

las tendencias que prevalecieron antes de la apertura económica. 

Estas tendencias reflejan los serios problemas de competitividad que han caracterizado al 

sector en medio de la apertura económica, que se han visto acentuados por los bajos precios 

internacionales de productos agrícolas (especialmente de productos tropicales) en varios 

períodos y por la sobrevaluación que ha caracterizado los períodos de auge.  

10. La apertura afectó seriamente los cultivos de cereales y oleaginosas de ciclo corto, generando 

una reducción de las áreas sembradas en la década de 1990 y una expansión paralela del área 

destinada a la ganadería. Las áreas sembradas se recuperaron a partir de 2003, gracias a la 

expansión de algunos renglones (palma africana, azúcar, frutales y hortalizas), aunque a 

niveles apenas similares a los de comienzos de los años 1990. A ello se agrega el constante 

dinamismo de algunos renglones pecuarios, notablemente de la avicultura (que, sin embargo, 

en la práctica es una actividad que se puede catalogar incluso como industrial). 

Por su parte, los bajos precios internacionales que han afectado a los productos tropicales han 

afectado a otros cultivos, notablemente al café. Solo por breves períodos se ha revertido 

parcial y temporalmente la fuerte caída de precios que se experimentó después del colapso 
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del pacto de cuotas en 1989, una tendencia que ha sido agudizada por la entrada de nuevos 

productores de bajos costos, notablemente Vietnam, así como por la expansión de la 

caficultura en Brasil en zonas de bajo costo. De hecho, la contracción que ha experimentado 

el sector cafetero a lo largo de las dos últimas décadas es el principal determinante del 

frustrante crecimiento del sector, pero el lento dinamismo de otros productos agrícolas, así 

como del sector pecuario, de solo 2,2% anual desde 1990 en ambos casos, es igualmente 

frustrante. 

 
Fuente: DANE, Cuentas Nacionales.  

En materia cambiaria, la presión generada por los flujos de capital, y en épocas más recientes 

por los altos ingresos de origen petrolero y minero, han sido la fuente de la fuerte revaluación 

que ha caracterizado en particular los años 1991-97 y 2007-13, es decir los períodos de 

menor dinamismo del sector agropecuario. Por lo demás, la contribución de la revaluación no 

ha sido solo la de reducir el dinamismo de la producción, sino también la de disminuir la 

rentabilidad, al presionar hacia abajo los precios relativos de los productos del sector. 

Dos de los principales reflejos de esta situación son, por una parte, el lento crecimiento y la 

escasísima diversificación de las exportaciones agropecuarias en el último cuarto de siglo y 

el deterioro agudo del balance comercial del sector agropecuario desde mediados de la 

década pasada. En materia exportadora, el crecimiento del valor de las exportaciones entre 

1991-93 y 2011-13 ha sido del 4,7% anual con un puñado de productos dinámicos: palma 

africana, ganado y carne (muy afectado en años recientes, sin embargo, por el cierre de las 

exportaciones a Venezuela) y algunos alimentos procesados. Las flores y el azúcar han 

aumentado su participación, pero más por precios que por volúmenes. Tanto en el caso de la 

palma como del azúcar, las exportaciones se han reorientado en parte a la producción de 

biocombustibles para el mercado interno. 

1990-1997 1997-2003 2003-2007 2007-2013 1990-2013
Café -2.5% 2.3% 1.6% -2.3% -0.5%
Otros agrícolas 2.3% 2.1% 2.2% 2.1% 2.2%
Pecuarios 2.0% 1.6% 4.2% 1.9% 2.2%
Silvicultura y pesca -3.0% 10.1% 3.2% 0.7% 2.4%
Total agropecuario 1.2% 2.2% 3.0% 1.5% 1.9%
Total PIB 4.1% 1.0% 5.9% 4.0% 3.5%

Crecimiento de los principales subsectores agropecuarios
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Fuente: Banco de la República con base en datos del DANE. 

Por su parte, la tendencia al deterioro de la balanza comercial agropecuaria e incluso la 

desaparición del superávit tradicional de dicho sector en algunos años recientes, son hechos 

notorios, y reflejan la mezcla del frustrante crecimiento de las exportaciones y el incremento 

de las importaciones facilitada por la apertura económica. Los análisis del DNP sobre los 

efectos de los TLCs muestran el mismo resultado: su casi nula contribución al aumento y 

diversificación de la canasta exportadora de productos agropecuarios y, por el contrario, 

crecimiento y diversificación de las importaciones de dichos productos. 

 
Fuente: FEDESARROLLO. 

1991-93 2011-13 Valores Tons.

Café 47.3% 32.6% 2.8% -2.9%
Frutos 16.2% 13.1% 3.6% 1.2%
Flores 12.7% 19.2% 6.9% 2.7%
Azúcar y confitería 5.1% 11.4% 9.0% 2.6%
Tabaco 1.8% 0.7% -0.2% -3.0%
Cacao 0.7% 1.2% 7.9% 3.0%
Aceites 0.2% 4.4% 23.6% 19.9%
Ganado y carne 1.9% 4.7% 9.7% 5.7%
Pescados 5.9% 2.3% -0.1% -1.0%
Alim. procesados 4.2% 7.6% 7.9% 5.3%
Otros 4.1% 2.8% 2.8% -1.2%
Total 100.0% 100.0% 4.7%  
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11. El espacio rural colombiano contiene enormes riquezas naturales, incluidos buenos recursos 

hídricos, bosques nativos todavía extensos y mega-diversidad. Sin embargo, en el territorio 

más densamente ocupado, una gran parte de la actividad agrícola se realiza en terrenos de 

ladera, ya que somos relativamente menos ricos en estas zonas que algunos otros países 

latinoamericanos en términos de tierras planas con vocación agrícola. Sin embargo, el uso del 

suelo no corresponde siempre con su vocación y, en particular, hay todavía muchos terrenos 

planos con vocación agrícola que se utilizan para ganadería extensiva, en tanto que la 

agricultura familiar con vocación agrícola se tiende a localizar en las laderas, en condiciones 

que presentan desafíos para su desarrollo y sostenibilidad económica y ambiental. Hay, 

además, un conflicto creciente en el uso del agua y la tierra con actividades mineras y serios 

problemas asociados a la ocupación de humedales e insuficiente regulación de corrientes que 

genera problemas de inundaciones en épocas de lluvias. La erosión de la capa vegetal es 

también un serio problema, sin que exista ninguna política para prevenirlo. Y hay efectos del 

cambio climático que ya comienzan a afectar con severidad a muchas zonas rurales del país. 

Una de las consecuencias de la baja inversión histórica en ciencia y tecnología es que el país 

no ha podido encontrar soluciones innovadoras a estos problemas. 

12. La evolución de las instituciones e instrumentos de la política rural y agropecuaria explican 

en parte los resultados económicos y sociales observados, tanto positivos como negativos. En 

materia social, la mayor participación de los departamentos y municipios en las rentas 

nacionales, gracias al proceso de descentralización que adoptó el país a partir de la 

Constitución de 1991, se ha reflejado en un aumento en el gasto social en los pequeños 

núcleos urbanos y, en menor medida, en las zonas rurales. Estos beneficios han sido más 

moderados de lo esperado por problemas asociados a la capacidad de gestión local, al 

clientelismo que predomina a nivel local y a la desviación de recursos hacia usos irregulares. 

Por ejemplo, si bien el aumento en cobertura en educación primaria financiado por las 

transferencias del sistema general de participaciones es un efecto positivo de la 

descentralización, todavía no se alcanza el 100% de cobertura neta en primaria en la zona 

rural dispersa y la cobertura en secundaría y media son todavía bajas (55 y 25%, 

respectivamente). La brecha entre estas y las coberturas netas en zona urbana son altas y se 

amplían con el nivel educativo y es aún mayor en términos de calidad. A estos aportes de la 

descentralización se han agregado los efectos positivos de algunos programas de carácter 
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nacional, entre ellos el de régimen subsidiado en salud y los subsidios condicionados 

orientados a las zonas rurales más atrasadas.  

Podría decirse, sin embargo, que en tres dimensiones de la política de desarrollo rural el 

proceso de descentralización fracasó o no ha rendido plenamente sus frutos. La primera es en 

vías terciarias, donde no se materializó la expectativa de que los mayores recursos 

departamentales y municipales se traducirían en desarrollo más acelerado de estas vías, 

compensando la retracción de la nación en este campo y la liquidación de la institución 

encargada de ello (Caminos Vecinales). Esto se ha visto compensado en parte por el aumento 

del gasto nacional en vías terciarias en años recientes. La segunda es en materia de asistencia 

técnica, donde se han dado avances en algunos períodos pero se ha modificado a lo largo del 

tiempo el papel de los distintos agentes involucrados (UMATAs, Centros Provinciales, 

EPSAGROs y las propias entidades gremiales) sin que el país haya desarrollado un sistema 

institucional estable. La tercera es en materia de vivienda, ya que la vivienda de interés social 

(VIS) continúa dependiendo principalmente de recursos del orden nacional y el déficit 

cualitativo y cuantitativo a nivel rural aumentó entre 1993 y 2005 en cerca de 200.000 

viviendas. Una parte de la explicación reside en que los entes locales no cumplieron su papel 

de generar recursos propios y el sistema general de participaciones limita los recursos de 

origen nacional que se pueden invertir en estas actividades. 

En materia presupuestal, el deterioro fue marcado a partir de 1998. De presupuestos 

equivalentes al 4,7% del PIB sectorial en 1990-97, el gasto del sector se redujo a entre 1 y 

2% por varios años y solo en 2012 se retornó a niveles de gasto similares a los de comienzos 

y mediados de los años 1990. Esto estuvo acompañado por un cambio en la composición del 

gasto, caracterizado por el aumento en los subsidios directos a costa de las inversiones en 

desarrollo rural, y además por bajos niveles de ejecución. 
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Fuente: Estimaciones de la Misión con base en datos del DNP. 

El deterioro del Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural (MADR) y de sus instituciones 

adscritas es igualmente preocupante y no se ha logrado revertir, pese a los avances logrados 

durante la Administración Santos. El país heredó de los años cincuenta a setenta del siglo 

pasado una red institucional de apoyo al sector que, aunque con deficiencias, le servía 

relativamente bien. El desmantelamiento de esa red ha tenido efectos devastadores. Después 

de una crisis profunda, CORPOICA está en proceso de recuperación. Al lado de las 

funciones para las que fue creada, y que cumple bien, a FINAGRO se le ha venido 

recargando con la ejecución de múltiples proyectos que no corresponden a sus funciones de 

banco de inversión. El Banco Agrario ha ampliado el crédito a pequeños productores, pero 

abandonó la función de fomentar el ahorro rural y de captar recursos para el fomento del 

sector, por lo cual se ha hecho aún más dependiente que en el pasado del redescuento en 

FINAGRO. El ICA no tiene hoy la credibilidad técnica con la que contó históricamente. Se 

reconoce ampliamente que la consolidación de cuatro instituciones con tradiciones 

totalmente diferentes en una sola, el INCODER, terminó por deteriorar cada una de sus 

partes. El sistema de subsidios directos dio como resultado el gran fracaso de “Agro Ingreso 

Seguro” y una serie de subsidios decretados bajo la presión de los paros que no responden a 

criterios de largo plazo de asignación de recursos públicos.  
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Desde una perspectiva positiva se debe reconocer la puesta en marcha de buenas iniciativas 

de desarrollo campesino (agricultura familiar) bajo el liderazgo de la sociedad civil, el apoyo 

de la cooperación internacional y algunas iniciativas recientes del MADR, entre ellas las que 

desarrollan el Pacto Agrario. En una situación intermedia se encuentra la institucionalidad 

privada. La Federación de Cafeteros sigue teniendo fortalezas (su investigación y asistencia 

técnica, su red de cooperativas, la gestión y publicidad en los mercados internacionales), pero 

no ha adecuado plenamente sus estructuras decisorias a los fuertes cambios en la geografía 

cafetera. Varios gremios privados funcionan relativamente bien, pero una de las principales 

innovaciones de los años 1990, la extensión de la parafiscalidad para desarrollo tecnológico, 

asistencia técnica y sanidad agropecuaria, ha terminado siendo usada en algunos casos con 

otros propósitos. 

Para responder a estos desafíos, la respuesta ha sido crear nuevos aparatos o programas 

directamente manejados por el Ministerio e incluso programas paralelos en otras instancias 

del sector público (por ejemplo, en el Departamento de Prosperidad Social e incluso el 

Ministerio de Relaciones Exteriores con sus programas en las zonas de frontera). Más aún, 

con el marcado deterioro de los institutos, el gasto se ha ido concentrando en el MADR. Sin 

embargo, las funciones principales del Ministerio deben ser las de planeación, diseño de la 

política sectorial y orientación de sus empresas e institutos adscritos. Los programas de gasto 

deben estar en manos de esos últimos. Podría agregarse que la respuesta a las demandas, 

muchas de ellas legítimas, de los más recientes movimientos sociales, han terminado por 

multiplicar estos problemas, incluso generando acciones parciales más que la transición a una 

nueva política. 

13. El aumento del gasto público destinado al sector como respuesta a la crisis rural representa, 

sin embargo, una oportunidad. El presupuesto propuesto para 2015 mantiene las ganancias de 

los últimos años, pero las demandas asociadas a los déficit sociales y de competitividad 

siguen siendo inmensas. A su vez, el MADR debe mejorar su institucionalidad para ejecutar 

eficientemente los mayores recursos asignados y es necesario superar los problemas para la 

ejecución de los recursos que generan los ciclos presupuestales anuales.  
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14. Las movilizaciones sociales son también una nueva realidad, de hecho en una escala que, 

aunque recurrente en nuestra historia, el país no conocía desde la época de mayor actividad 

de la ANUC. Es una realidad positiva y ha hecho revivir instrumentos de concertación 

departamental y municipal que habían sido creados por la Ley 160 de 1994 pero que no 

habían sido utilizados. En todo caso, aunque el derecho a la movilización debe ser 

estrictamente respetado, será necesario para el Estado conocer cuál es el grado de 

representatividad de los distintos actores y lograr fortalecer la capacidad de la 

institucionalidad pública departamental y local, al igual que de las organizaciones civiles y 

los gremios para contribuir al desarrollo local. 

III. LA ESTRATEGIA 

15. Como fue mencionado en el marco conceptual, los ejes centrales de la Misión deben ser una 

visión de largo plazo, que formule políticas de Estado y promueva un desarrollo integral 

(desarrollo sostenible, en su triple dimensión de económico, social y ambiental) construido 

desde el territorio con una mirada del área rural que trascienda lo agropecuario. 

16. La realización de esta visión exige una estrategia que abarca cinco áreas: 

 El cierre del déficit y las brechas sociales, y la dotación consecuente de los bienes de 

interés social (alimentación, educación, salud, protección social, vivienda, agua y 

saneamiento), con un enfoque de derechos. 

 Una estrategia ambiciosa de inclusión productiva, que permita que los pequeños 

productores y los trabajadores del campo accedan a recursos productivos, se integren 

a lo largo de toda la cadena de producción y comercialización y perciban ingresos 

remunerativos. 

 El desarrollo de una ruralidad competitiva, con énfasis en el sector agropecuario, 

basado fundamentalmente en la provisión adecuada de bienes públicos (innovación, 

ciencia y tecnología; infraestructura de transporte, energía y TICs; adecuación de 

tierras; protección de los derechos de propiedad; información sobre mercados; 

seguridad y justicia) y en un ambiente macroeconómico y financiero adecuado. 
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 Un desarrollo ambientalmente sostenible, que busque mantener e incluso mejorar el 

patrimonio del país en materia de aguas, suelos, biodiversidad y riqueza forestal al 

tiempo que gestiona el cambio climático y aborda los problemas de salud ambiental. 

 Una reforma institucional profunda, que abarque no solo a las instituciones públicas 

en todos los niveles, sino también al fortalecimiento de la sociedad civil y de su 

participación en la formulación e instrumentación de las políticas y programas de 

desarrollo rural. 

Estas estrategias están estrechamente relacionadas y deben integrarse adecuadamente en las 

condiciones específicas de cada territorio. Así, por ejemplo, el cierre de las brechas sociales 

contribuye a la inclusión productiva y las políticas de inclusión productiva deben estar 

orientadas a desarrollar actividades competitivas. A su vez, tanto la estrategia de inclusión 

como la de competitividad deben ser ambientalmente sostenibles, y el patrimonio ecológico 

debe visualizarse como una fortaleza productiva. En este sentido, cada una de las estrategias 

propuestas debe permitir la inclusión social y productiva de la población rural, y un patrón de 

crecimiento que sea competitivo y ambientalmente sostenible. 

Las diferentes estrategias tendrán que diferenciarse según las categorías de ruralidad 

propuestas por la Misión. Las dinámicas complementarias entre la zona rural y las ciudades 

generan unas trayectorias de desarrollo distintas por su cercanía a mercados, alta 

conmutación laboral, disponibilidad de infraestructura y, en general, bienes públicos, y 

economías de escala. A su vez, las zonas rurales dispersas, con baja densidad de población, 

implican un reto para la estrategia de derechos sociales e inclusión productiva por baja 

infraestructura y altas ineficiencias asociadas a la provisión de servicios públicos. 

En las páginas que siguen se presentan unas ideas del contenido de cada una de estas 

estrategias, que sirven como punto de partida para las discusiones de la Misión.  

17. Un elemento transversal en esta estrategia está relacionada con la asignación de recursos 

públicos. En un contexto de inmensas necesidades sociales, de inclusión productiva y de 

escasez de bienes públicos, la asignación de subsidios directos debe ser desmontada o 

integrada con criterios explícitos a alguna de las prioridades señaladas. Los mayores recursos 



23 

 

para el sector deben mantenerse, promoviendo la transparencia y eficiencia en su ejecución, 

pero además será esencial buscar fuentes de financiamiento. Las mejores alternativas son la 

extensión del impuesto a las transacciones financieras combinada con un impuesto adicional 

al patrimonio. Este último podría orientarse a programas específicos, especialmente a los de 

ordenamiento social de la propiedad y construcción de infraestructura rural. A ellos se debe 

agregar un impuesto predial altamente progresivo, que incentive además el buen uso del 

suelo (castigue, como acontece a nivel urbano, las tierras ociosas y sea también más gravoso 

para las tierras con vocación agrícola que no se utilicen como tales). A ello se puede agregar 

una destinación mayor de los recursos de regalías, así como destinar al desarrollo rural el 

“dividendo de la paz”, es decir la posible reducción en el gasto de defensa. Las normas 

presupuestales deberán también ser adecuadas para facilitar el ciclo de los proyectos, quizás 

con la reforma prevista por el Ministerio de Hacienda de moverse hacia un ciclo bianual del 

presupuesto.  

18. La estrategia de derechos sociales debe estar orientada a mejorar la nutrición y seguridad 

alimentaria; la cobertura y calidad de los servicios de educación y salud; el acceso a vivienda, 

agua y saneamiento; la mayor cobertura de los mecanismos de protección social 

(especialmente pensiones); y la plena aplicación de las normas laborales al campo 

(atendiendo, sin embargo, a las características particulares de un mercado laboral que es 

esencialmente estacional y requiere en algunos casos labores que se deben realizar todos los 

días del año). Las dimensiones de género en todos estos campos deben ser objeto de atención 

especial, incluyendo las modalidades de economía del cuidado apropiadas para las zonas 

rurales. Estas políticas deben ser diseñadas con un principio de universalidad y adaptarse a 

las necesidades específicas de las minorías étnicas (indígenas, afrodescendientes y raizales), 

al grado de ruralidad y a las nuevas realidades demográficas del campo (envejecimiento de la 

población, éxodo de las personas en edades más productivas dejando sus hijos al cuidado de 

los abuelos).  

Dadas las enormes falencias y brechas, un tema esencial es cómo escalonar las acciones. La 

Misión deberá otorgar atención a ello una vez se tengan claridad sobre el costo de reducir las 

brechas respectivas. Quizás una primera idea es dar prioridad a la estrategia de nutrición y 

seguridad alimentaria, dándole más peso al cumplimiento de los planes existentes con un rol 
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más preponderante a los entes territoriales y con programas que fomenten la seguridad 

alimentaria, en particular compras públicas que demanden productos locales de la agricultura 

familiar y educación de la población rural en hábitos saludables. Además, se debe tener una 

estrategia de Analfabetismo Cero en las zonas rurales liderada desde el MEN y el DPS y 

ejecutada a través de las Secretarías de Educación departamentales. Esto debe estar 

acompañado del diseño de instancias especializadas en las zonas rurales en los Ministerios de 

Educación y Salud, una de cuyas tareas fundamentales debe ser la promoción de sistemas 

más efectivos y flexibles de educación y salud apropiados para las zonas con población 

dispersa.  

En el caso de educación, el diseño de una institucionalidad clara al interior del MEN que 

permita dar los lineamientos y hacer el monitoreo y seguimiento a la política de educación 

rural es esencial y actualmente inexistente. El objetivo debe ser no solo cerrar la brecha en 

educación y garantizar que todos los jóvenes rurales tengan como mínimo 9 años de 

escolaridad obligatoria en 2020 y 11 en 2030, sino también garantizar una educación 

pertinente y de calidad que facilite la inclusión productiva, sea en sí misma una forma de 

formación técnica y tecnológica y asegure la competitividad. Todo ello es esencial para 

garantizar que la educación sea un verdadero instrumento de movilidad social. 

Escuela Nueva es un modelo de origen colombiano que ha tenido impactos positivos tanto 

nacionales como internacionales. Cuando se hizo la apuesta por escalar el modelo en 

primaria, los estudiantes de la zona rural presentaron mejores resultados que los de la zona 

urbana (con excepción de los de las grandes ciudades). Es necesaria de nuevo una apuesta 

nacional, ahora con énfasis en secundaría y media, utilizando como base esta pedagogía de 

educación flexible con las lecciones aprendidas de Escuela Nueva y los resultados de la 

evaluación de impacto de modelos flexibles que actualmente realiza el DNP, integrando así 

todos los niveles educativos, incluso hasta la educación superior. 

Por su parte, un currículum pertinente de educación secundaria y media en el zona rural 

debería incorporar componentes de Seguridad Alimentaria y de Proyectos Pedagógicos 

Productivos que fomente las capacidades asociativas, los emprendimientos y la formulación 

y creación de negocios ligados a las apuestas productivas de los territorios. Un ejemplo 
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exitoso en este sentido es la estrategia de educación rural de la Alianza entre la Gobernación 

de Caldas y la Federación Nacional de Cafeteros con los componentes Escuela y Café y 

Escuela y Seguridad Alimentaria. Este modelo integra, alrededor de la metodología de 

Escuela Nueva (diseñada inicialmente para el ciclo de educación básica primaria) todos los 

ciclos de formación, desde primaria hasta educación superior6 incluyendo aspectos 

relacionados con competencias laborales generales (liderazgo, habilidades comunicativas, 

auto-eficiencia y emprendimiento) y los Proyectos Pedagógicos Productivos. Estos últimos 

han mostrado impactos positivos en términos de generación de ingresos, asociatividad y éxito 

de emprendimientos futuros, así como externalidades positivas en asistencia técnica desde los 

jóvenes a sus padres u otros miembros de la comunidad. 

Respecto a salud, es necesario promover alternativas de atención, con énfasis en promoción y 

prevención, flexibles e innovadoras, que eliminen las barreras de acceso y acerquen la oferta 

a las familias, especialmente en los municipios más dispersos. El piloto del modelo de 

atención flexible en salud en zona rural dispersa con énfasis en atención primaria mural y 

extramural que actualmente lidera el Ministerio de Salud en Guainía es un buen punto de 

partida. Como complemento a su enfoque familiar y comunitario, es necesario escalar 

alternativas de atención flexibles, como los puntos de salud móviles, o las redes comunitarias 

según dispersión de la población y característica geográficas de los municipios. Por último, 

es esencial universalizar el cuidado integral a la primera infancia ligado a vacunación, 

educación inicial, alimentación y controles de crecimiento y desarrollo a través de la 

articulación con la estrategia de Cero a siempre y Más familias en acción en la zona rural. 

Avanzar hacia la universalidad de las pensiones en zona rural, con un componente altamente 

subsidiado para los adultos mayores sin capacidad de pago y que nunca han cotizado, es 

necesario para garantizar una protección en la vejez. Esto representa un reto dado el 

envejecimiento de la población, la baja cobertura en pensiones y la presión que implica sobre 

la sostenibilidad financiera. En esta materia, si bien la creación de los programas de 

Beneficios Económicos Periódicos (BEPS) y Colombia Mayor del Ministerio del Trabajo son 

                                                 
6 Principalmente educación técnica y tecnológica en asociación con universidades que cuentan con programas acreditados. Estas 
instituciones de educación superior han adaptado su oferta a la metodología de Escuela Nueva y realizan validación de créditos 
para mejorar la articulación entre la educación media y la superior. El proceso de formación se imparte directamente en las 
escuelas rurales promovidas por la alianza. 
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pasos en la dirección adecuada, la cobertura es baja y la población rural carece de incentivos 

para el aporte voluntario.  

Para avanzar hacia la integralidad de programas de promoción social, una propuesta 

adicional es centralizar los subsidios y transferencias monetarias condicionadas dirigidas a 

las familias sobre la misma plataforma del DPS, incluyendo el subsidio al adulto mayor y 

agregando un componente de incentivo al empleo formal. Esta misma plataforma permitiría 

verificar distintas condiciones por familia, variando el monto según la tipología de cada una e 

integrar las transferencias en un solo “paquete” que permita eliminar esfuerzos duplicados, 

siendo progresivo sobre el ingreso de las familias hasta un monto óptimo establecido, que se 

reduce después gradualmente. Un componente adicional podría ser un seguro de ingresos de 

la población pobre frente a riesgo de pérdidas de cosechas (por razones climáticas o 

sanitarias), reduciendo la vulnerabilidad de las familias pobres rurales. Este mecanismo de 

protección a la población rural reemplazaría los subsidios directos sectoriales en épocas de 

crisis que se han otorgado en épocas recientes.   

En todos los casos, hay que analizar los problemas asociados a las deseconomías de escala. 

Las ya mencionadas brechas en pobreza multidimensional entre las cabeceras y la población 

dispersa en todas las categorías de municipios indican que tiene sentido incentivar la 

concentración de la población rural en núcleos poblacionales (como, por lo demás, es la 

tradición en otras partes del mundo, como Europa continental). Ello generaría ganancias en 

eficiencia en la provisión de servicios sociales y públicos gracias a las economías de escala y 

reducción de costos. Esto exigiría, en cualquier caso, una mejoría notable de las vías 

terciarias y los sistemas de transporte para que los habitantes del campo tengan acceso a sus 

lugares de trabajo, así como en la seguridad, para que se sientan seguros de dejar sus 

parcelas. No obstante, las experiencias nacionales e internacionales cuentan con muchos 

fracasos en esta materia que deben analizarse y que muestran la importancia de incorporar 

elementos culturales en los patrones de asentamiento de la población. 

La forma de combinar la universalidad de las políticas con criterios de focalización debe ser 

también objeto de discusión. Una alternativa es diseñar programas con criterios de 

focalización por territorios pero con criterios universales (todos los residentes en ciertas 
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zonas consideradas como objetivo de la política). En todo caso, es necesario diferenciar los 

componentes de protección social universales (como educación, salud y eventualmente 

pensiones) de los programas de promoción social focalizados. Estos últimos deben ser 

visualizados siempre como instrumentos complementarios de una política social que debe ser 

esencialmente universal. 

Finalmente, será importante ver cuál es el papel de los distintos actores: públicos 

(especialmente gobiernos departamentales y municipales), solidarios (incluyendo las Cajas 

de Compensación), sociedad civil, académicas (contribución de las universidades regionales 

a estos propósitos), etc. En cualquier caso, un aumento del gasto social va a ser necesario 

para el cierre de brechas y deberá continuar incluyendo criterios de ruralidad en el sistema 

generalizado de participaciones en las rentas nacionales. Adicionalmente, es esencial contar 

con una instancia que articule los distintos sectores con sus estrategias y programas a nivel 

local para garantizar una atención integral y coordinada en el territorio.  

19. La estrategia de inclusión productiva es tal vez el mayor desafío de la nueva visión del 

campo que debe impulsar la Misión. Como ya se señaló, una de las razones fundamentales es 

que es necesario transitar de la visión asistencialista que ha tendido a difundirse en la forma 

de diseñar políticas de combate a la pobreza en el campo a una visión que convierta a las 

comunidades rurales en protagonistas de su propio desarrollo. Es, por otra parte, la que mejor 

responde a las necesidades de un desarrollo impulsado desde el territorio. Todas las políticas 

de inclusión deben incorporar dimensiones de género, en particular el apoyo a proyectos de 

desarrollo productivo en el cual las mujeres son las principales gestoras o actoras, así como el 

acceso a los activos productivos (tierra, servicios financieros y asistencia técnica) en igualdad 

de condiciones.  

El primer elemento de esta estrategia debe ser un gran fondo de desarrollo rural que financie 

tres tipos de iniciativas: programas de desarrollo rural integral con enfoque territorial, 

proyectos de inclusión productiva y programas de promoción de la asociatividad. Para esto 

será necesario contar con una institucionalidad novedosa que facilite la ejecución de los 

proyectos, las intervenciones articuladas, sistemáticas y complementarias, que apunte a 
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cumplir las grandes apuestas nacionales pero que, sobre todo, responda a la necesidad de las 

comunidades. 

Los programas de desarrollo rural integral con enfoque territorial tendrán como principal 

objetivo apoyar el desarrollo productivo e institucional de los territorios rurales y, además, a 

través de la articulación con otros programas del Estado, de colaborar al logro de objetivos de 

reducción de brechas sociales (educación, salud, vivienda, etc.) y de mejoramiento o acceso a 

infraestructura, para garantizar al desarrollo integral de los territorios. Los proyectos de 

inclusión productiva estarán orientados a promover iniciativas de asociaciones de 

productores en materia de producción, procesamiento y comercialización. Los terceros 

apoyarán la conformación de asociaciones de productores y la densificación de la sociedad 

civil local. 

Los programas de desarrollo rural tendrán como beneficiarios a las comunidades locales y a 

él o los municipios que conformen un territorio. En función de sus objetivos de desarrollo 

productivo (tanto agropecuario como no agropecuario), proveerán bienes públicos 

relacionados con la producción, agregación de valor, comercialización (centros de acopio, 

distritos de riego, centros de asistencia técnica, información y apoyo empresarial, etc.) y, en 

general, todo lo referido a inversiones y capacidades para dinamizar la economía del 

territorio y para hacerla más incluyente. Estos programas tendrán además un objetivo de 

desarrollo institucional, que se refiere al fortalecimiento de los actores del territorio y de sus 

capacidades, incluyendo la sociedad civil y los gobiernos locales, buscando promover la 

capacidad para dialogar, convenir y pactar, y actuar colaborativamente en función de los 

objetivos que se hayan propuesto en su programa de desarrollo territorial. Junto con los 

objetivos de desarrollo productivo e institucional, estos programas incluirán iniciativas de 

articulación con otros instrumentos del Estado, financiados por otras fuentes, que provean la 

infraestructura física (vías terciarias, electrificación rural y TICs) y los servicios e 

inversiones que permitan reducir las brechas sociales y de pobreza multidimensional. Podrían 

articular, además, en un mismo territorio recursos de las otras subcuentas del fondo, y de 

forma muy especial los programas de promoción de la asociatividad. 
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Los proyectos de inclusión productiva podrán incluir actividades agropecuarias (incluida la 

pesca y acuicultura) y no agropecuarias y se enfocarán tanto en la consolidación de cadenas 

productivas existentes como en la diversificación de las fuentes de actividad económica 

basados en análisis participativos de la vocación y competitividad de los territorios. Estos 

proyectos deben partir, además, de una visión según la cual las asociaciones de productores 

pueden jugar un papel fundamental en la comercialización de los productos, incluida la 

comercialización internacional, así como en la formación de agroindustrias o entidades de 

servicios de distinta escala, con un enfoque de cadenas productivas. Hay también varios 

casos exitosos de relacionamiento entre gran y pequeña producción, que podrían 

multiplicarse. También podrían jugar un papel importante en la adquisición de insumos 

(agroquímicos, materiales y maquinaria).  

El diseño de los instrumentos específicos de apoyo a programas de inclusión productiva 

deberá partir de un inventario y análisis de experiencias ya en marcha en el país, para 

multiplicar las que han tenido éxito. Esto incluye programas existentes del Ministerio de 

Agricultura y Desarrollo Rural, tales como Alianzas Productivas, Oportunidades Rurales y el 

Programa de Agricultura Familiar. La experiencia existente indica que la asociatividad es la 

esencia misma de proyectos exitosos, así como la identificación de objetivos comunes y 

visiones compartidas de los territorios, y el acompañamiento continuo y prolongado por parte 

de emprendedores sociales, gestores, gremios o empresas privadas.  

Como elemento complementario, existe consenso en la conveniencia de montar al mismo 

tiempo mecanismos de compras oficiales a nivel municipal y nacional (ejército, ICBF y el 

sistema escolar, entre otros) que fomenten la compra de sus productos a los pequeños 

productores rurales, copiando en este campo la exitosa experiencia brasileña (lo que el 

MADR ya está haciendo en forma piloto, con apoyo del país vecino) y fomentando que el 

sector privado replique el modelo de contratación local con criterios de equidad. Esto exige, 

por lo demás, desarrollar una política sistemática de favorecer a los pequeños productores en 

las compras públicas. Para esto, la contratación estatal deberá incorporar, en el marco de la 

Ley 80 de 1993, dentro de sus fines la inclusión social y económica, y dentro de sus 

principios, la equidad y la solidaridad. 
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La tercera línea de acción del fondo, el diseño del programa de promoción a la asociatividad, 

debe partir de la evaluación del papel de las asociaciones de pequeños productores 

(cooperativas y otras modalidades), la forma de promoverlas, y las virtudes o deficiencias de 

las normas legales correspondientes. Debe incluir un análisis de las condiciones previas para 

la misma con base en metodologías validadas, el fortalecimiento y acompañamiento continuo 

de las estructuras ya existentes. Debe promover la formalización, el registro y la federación 

de las asociaciones y productores con aras de identificar interlocutores legítimos para cada 

instancia de decisión, al tiempo que se forman los futuros líderes para ocupar estos cargos.  

Estos programas podrán ser priorizados por las instancias departamentales y municipales de 

concertación, pero deben responder a demandas directas de las comunidades; habrá que 

garantizar, además, veedurías ciudadanas, para evitar que estas instancias terminen 

controladas por el clientelismo y que los recursos lleguen efectivamente a las comunidades 

con bajos costos administrativos. Es esencial que los departamentos y municipios cofinancien 

estas iniciativas o actividades paralelas que las apoyen de forma progresiva a su capacidad, 

utilizando, entre otros, los recursos de las regalías. En algunos casos, se podrán asignar los 

recursos a través de concursos, pero para evitar que se concentren en departamentos o 

municipios con mayor capacidad de formular y ejecutar proyectos, será necesario definir 

montos de asignación mínimos para regiones con menor capacidad y mecanismos de apoyo 

especiales para ayudar a las organizaciones correspondientes a formular y ejecutar los 

proyectos. Como se señala más adelante, como parte de una estrategia de gestión de la 

información y el conocimiento, será importante que los gestores sociales que trabajan en este 

campo intercambien sus experiencias, enseñanzas y metodologías, con el fin de identificar, 

sistematizar, difundir y escalar las buenas prácticas.  

Un elemento complementario esencial de esta estrategia es el acceso a activos productivos. 

La necesidad de lanzar una política ambiciosa de ordenamiento social de la propiedad rural 

debe ser objeto de atención prioritaria, como parte además de la instrumentación de los 

acuerdos de paz. En esta materia, habrá que diferenciar seis procesos diferentes: (i) el de 

formalización de títulos; (ii) el de restitución de tierras; (iii) la constitución de un fondo de 

tierras con fines de redistribución que prevé el acuerdo de paz; (iv) la ampliación de 

minifundios; (v) el fomento de formas de arrendamiento consistentes con los propósitos de 
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democratizar la propiedad; y (vi) la consolidación de territorios comunales (resguardos 

indígenas y territorios comunales de las comunidades de afrodescendientes). La tercera de 

estas acciones debe mantener el principio establecido por la Ley 160 de dar prioridad en la 

asignación de baldíos a los pequeños propietarios y fomentar la constitución de Zonas de 

Reserva Campesina, como una figura de desarrollo desde el territorio, dándoles a esas un 

papel central en la formulación, articulación y ejecución de estrategias de desarrollo 

productivo en sus regiones. También deberá constituirse un fondo de tierras con aquellas que 

no estén adecuadamente explotadas, no cumplan su función social y ecológica, o retornen al 

Estado por haber sido apropiadas en contra de las normas legales existentes. Para incentivar 

el buen uso del suelo, será conveniente introducir en las normas de zonificación de clara 

vocación agrícola criterios de uso del suelo y penalizaciones (incluyendo, como ya se dijo, 

impuestos prediales más elevados) a las que no se ajusten a esos criterios. Todo esto debe 

hacerse sin perjuicio de que las tierras puedan ser destinadas a la protección y la 

conservación ambiental, fines que deberán ser promovidos en zonas importantes para la 

conservación del patrimonio ecológico y gozar de incentivos tributarios y, en casos 

específicos, de pagos por servicios ambientales.   

El segundo elemento en materia de acceso a recursos productivos es el acceso a servicios 

financieros –crédito, pero también ahorro y aseguramiento contra riesgos—, que sigue siendo 

muy restringido para los pequeños productores rurales. Entre las instituciones públicas, el 

Banco Agrario debe ser mucho más activo en la generación de recursos propios, basados 

entre otras en el fomento del ahorro rural pero también en la captación de recursos en zonas 

urbanas. Pero es necesario fomentar nuevos agentes que faciliten el acceso al crédito para 

pequeños productores, incluyendo cooperativas de ahorro y crédito y entidades de 

microfinanzas, apalancadas sobre la experiencia que ha venido acumulando el país en este 

campo. En tal sentido, los mecanismos de redescuento de FINAGRO deben seguir ampliando 

el acceso a estos agentes solidarios. Además, se deben profundizar las estrategias para lograr 

llevar al sistema bancario a las regiones más apartadas, incluyendo subsidios iniciales 

temporales para promover primeros créditos y a oficinas bancarias en zonas apartadas como 

lo viene impulsando la Banca de las Oportunidades, así como el desarrollo dinámico de 

corresponsales bancarios y la banca móvil, que ya está en marcha. La reingeniería del FAG 
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es un elemento complementario y debe estar basada en una buena evaluación de riesgo por 

parte de las entidades que otorgan el crédito. 

El objetivo final de la estrategia crediticia debe ser universalizar el acceso al crédito y a otros 

servicios financieros en las zonas rurales. Un elemento esencial es, sin embargo, promover 

una cultura crediticia apropiada, dando acceso progresivo a quienes muestren cumplimiento 

en los pagos y desincentivando la cultura de no pago que se pueda estar fomentando con los 

programas de alivio y compra de cartera. Se deben manejar emergencias de uno u otro tipo, 

particularmente las cada vez más frecuentes asociadas al cambio climático o las más 

tradicionales de volatilidad de los precios, usando sistemas apropiados de seguros o fondos 

de estabilización, temas que se abordan más adelante. A su vez, implica que el sistema 

crediticio no se debe convertir en canal de transferir recursos que no son recuperables. Tales 

recursos deben ser canalizados a través de instituciones apropiadas, en particular del fondo de 

desarrollo rural o del apoyo a los pequeños productores en épocas de crisis al cual se hizo 

alusión. 

Es necesario que la estrategia de acceso a crédito incluya líneas de fomento claras a sectores 

no agropecuarios, se incentive el crédito asociativo a las organizaciones promovidas por los 

programas de desarrollo rural mencionados previamente, se flexibilice el pago de 

amortizaciones y de ahorro para el sector agropecuario y se sigan desarrollando nuevas 

formas de garantías, como la nueva reglamentación sobre garantías muebles. No menos 

importante, se deben simplificar las líneas de crédito de FINAGRO y el Banco Agrario y 

profundizar la modernización del Banco. 

El acceso a recursos productivos se complementa con asistencia tecnológica y disponibilidad 

de infraestructura de comercialización y riego, temas que se analizan más adelante. 

20. La estrategia de competitividad tiene como objetivo enfocar la oferta estatal en la provisión 

adecuada de bienes públicos (información, innovación y asistencia técnica, infraestructura 

física, seguridad y justicia), facilitar mecanismos adecuados de comercialización y una 

política macroeconómica, de comercio exterior y de provisión de servicios financieros 

apropiada. Las apuestas sectoriales y territoriales deben surgir de una visión estratégica que 
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tenga en cuenta el entorno macroeconómico y las demandas de los mercados nacionales e 

internacionales. 

La competitividad debe partir de un reconocimiento del papel central que tiene la política 

macroeconómica y especialmente la tasa de cambio para el sector agropecuario, así como las 

normas de comercio exterior, entre ellas los TLCs. Una política cambiaria más activa, 

orientada a evitar la revaluación, sería una importante contribución al desarrollo del sector, 

en tanto que la sobrevaluación que ha caracterizado los últimos años tiene costos 

considerables para el sector.  

En términos de la política de comercio exterior, existe una diferencia marcada entre la visión 

del país como una de las despensas agropecuarias potenciales del mundo y el lento 

dinamismo que ha caracterizado al sector desde la apertura económica. El país continúa 

siendo altamente dependiente de unos pocos productos agropecuarios (café, banano, azúcar, 

flores, palma africana, ganado) y, por el contrario, enfrenta un volumen creciente de 

importaciones que, como hemos visto, han reducido el tradicional superávit de la balanza 

comercial del sector. Dada la sobrevaluación y estos problemas que enfrenta el sector, 

pueden ser necesarias algunas medidas de protección, pero con una visión de largo plazo que 

busque aumentar la competitividad para que dichas medidas dejen de ser necesarias a partir 

de cierto momento, ya sea mediante la reconversión de los sectores afectados o el desarrollo 

de alternativas de producción aceptables. Un elemento estructural a revisar es por qué la 

apertura ha resultado en una caída de los precios de los productos finales más marcada que la 

de los insumos y, en particular, por qué los precios de estos últimos son más elevados que en 

los países vecinos. 

La diversificación y, por ende, la promoción de nuevos productos agropecuarios que puedan 

engrosar la canasta exportadora deben ser temas prioritarios, así como la diversificación de 

destinos de nuestras exportaciones. PROEXPORT debe jugar un papel activo en promover 

estos productos y trabajar de la mano con el ICA para superar las barreras fitosanitarias que 

puedan estar impidiendo su exportación. La calidad de la oferta exportable debe ser objeto de 

vigilancia especial, notablemente en el caso del café pero crecientemente para los demás 

productos. Igualmente importante, y posiblemente más en el caso del grueso de los productos 
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de la agricultura familiar, es la dinamización de mercados locales y territoriales. En uno y 

otro caso, además, la estrategia de competitividad debe seguir siendo concebida con base en 

cadenas productivas, aprovechando los eslabonamientos potenciales. 

Se deben establecer también políticas de fomento específico para productos con gran 

potencial. Con tal propósito, el MADR, en conjunto con el sector empresarial y la comunidad 

académica, debe desarrollar una unidad de visión estratégica e inteligencia de mercados, que 

permita identificar dichos productos, orientar las decisiones de inversión y tomar decisiones 

mejor informadas con base en la evolución de los mercados y precios internacionales. Estas 

decisiones deben movilizar a CORPOICA y otras instituciones del sistema nacional de 

innovación agropecuario para consolidar los paquetes tecnológicos apropiados. Una parte de 

los recursos para desarrollar estos nuevos sectores y actividades que contribuyan a aumentar 

la productividad (los distritos de riego, por ejemplo) pueden provenir de fondos de inversión 

especializados. Estos fondos pueden estar apoyados, aunque siempre en forma minoritaria, 

con capital de riesgo de FINAGRO orientados a darle dinamismo a los mecanismos del 

mercado de capitales que apoyen las nuevas actividades del sector. 

Una de las áreas de atención especial es la pesca y la acuicultura, un sector inmensamente 

descuidado en la política sectorial, tanto en el pasado como en el presente. Aún más, con la 

absorción del INPA en el INCODER, el país careció de una autoridad que regulara y 

promoviese la pesca por algún tiempo, tema que se ha solucionado ya parcialmente con la 

creación de la AUNAP. 

Por su parte, la inversión extranjera puede brindar oportunidades, en particular la 

transferencia de conocimiento, paquetes tecnológicos que se prueben y adapten a las 

condiciones locales y el acceso a mercados externos, pero debe ser objeto de vigilancia para 

aislar al país de la tendencia internacional a adquirir tierra con fines especulativos (“land 

grabbing”). Como lo planteaba el proyecto de Ley 164 de 2012 sobre este tema, Colombia no 

debe cerrar las puertas a la inversión en tierra, pero si debe ser objeto de vigilancia para 

desarrollar actividades productivas dinámicas con responsabilidad social y ambiental.  

El crédito dirigido debe orientarse prioritariamente a los pequeños productores y a la 

inversión de todo tipo de productores, apoyados en este último caso por un uso activo del 
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Incentivo a la Capitalización Rural (ICR). Los fondos de estabilización de precios pueden ser 

también objeto de apoyo directo del Estado, pero siempre y cuando incluyan un elemento 

claro de ahorro de los productores durante períodos de altos precios y no se conviertan 

meramente en un instrumento de subsidio en épocas de bajos precios. El sistema de 

evaluación y aseguramiento contra riesgos debe ser mejorado en forma significativa, 

incluyendo mejores sistemas de seguros y mercados activos de derivados. En esta materia, 

los seguros contra riesgos climáticos deben ser objeto de atención especial. En el caso de 

pequeños productores, esto incluiría el seguro de protección de los ingresos en coyunturas 

críticas mencionado en una sección anterior, pero desatado de productos individuales. 

En materia de comercialización interna, no tiene sentido regresar a modelos de intervención 

del pasado, como el IDEMA, que beneficiaba a muy pocos cultivos, ni tampoco seguir 

comprando cosechas cuyo destino es incierto, como se hizo con la papa en los últimos años. 

Un buen sistema de información de mercados así como el funcionamiento de la bolsa 

agropecuaria (Bolsa Mercantil de Colombia) y otros mecanismos de intermediación 

constituyen un primer ámbito de las intervenciones en este campo. La infraestructura de post-

cosecha, almacenamiento y transporte de productos agropecuarios (plantas de beneficio, 

centros de acopio, silos, redes de frío, etc.) debe ser objeto también de atención especial en 

los programas de inclusión productiva y, en el caso de iniciativas empresariales, puede contar 

con inversión de FINAGRO como inversionista minoritario, pero la gestión de las empresas 

correspondientes debe ser privada. A ello se debe agregar la política de compras de productos 

campesinos por parte de los gobiernos municipales y nacionales a los que ya se hizo alusión 

en la estrategia de inclusión productiva. 

Dadas las amplias necesidades de recursos para los programas de desarrollo campesino y 

provisión de bienes públicos, los subsidios directos no deben ser una prioridad de la política 

agropecuaria. La obsesión de la política de competitividad debe ser, por lo tanto, la provisión 

de bienes públicos. En esta materia, el primer tema que debe mencionarse es la 

disponibilidad y el acceso a información pública, con énfasis especial en información de 

mercados como el SIPSA. La difusión sistemática y clara de los resultados de las 

investigaciones y experiencias exitosas de asistencia técnica a través de redes de 

investigadores y asistentes técnicos, incluyendo la red de información www.siembra.gov.co 
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que ya puso en  marcha el MADR con CORPOICA, con la participación interactiva de los 

productores. Como ya se mencionó, un sistema similar debería diseñarse para mejorar la 

información y discusión de experiencias exitosas de inclusión productiva. Las estructuras 

regionales de costos de producción deben hacer parte del sistema de información y ser 

actualizadas periódicamente, aprovechando el trabajo de campo de la Encuesta Nacional 

Agropecuaria para los principales productos y aquellos priorizados en la visión estratégica. 

Estas estructuras de costos deben ser la base para los análisis de los créditos agropecuarios 

por lo que se deben diferenciar micros, pequeños, medianos y grandes productores.  

La investigación y la difusión del conocimiento tecnológico es un segundo bien público 

esencial. El relanzamiento del Sistema Nacional de Ciencia y Tecnología Agroindustrial y de 

CORPOICA como su centro, que ya se ha iniciado, ha sido un paso esencial. Este sistema 

debe ser dinámico y flexible, y contar, en particular, con fuertes sistemas territoriales de 

innovación en el que participen activamente los productores. Las universidades y los centros 

de investigación de entidades gremiales (Cenis) deben jugar un papel muy importante, tanto 

en investigación como en asistencia técnica. Los recursos parafiscales que han sido creados 

por normas legales deben destinarse exclusivamente a investigación, asistencia técnica, 

sanidad agropecuaria e información. La transferencia tecnológica debe ser un servicio 

garantizado, regulado para garantizar su calidad y gratuito para los pequeños productores. 

CORPOICA no debe prestar asistencia técnica y será necesario discutir si debe ser la cabeza 

del sistema de asistencia técnica o ésta debe quedar en cabeza del MADR o de una nueva 

entidad.  

La tercera área de provisión de bienes públicos es la infraestructura. Aquí el país requiere un 

gran salto en materia de vías terciarias, acentuando la función que en este sentido realiza hoy 

INVIAS solamente para una parte de la red, y promoviendo la adopción de nuevas 

tecnologías, incluyendo procesos validados como el afirmamiento y construcción de placa-

huella, y contrata con las comunidades su mantenimiento. Estas obras deben llevarse a cabo 

en cofinanciación con los departamentos y municipios (incluyendo con recursos de regalías) 

y con el compromiso de éstos de garantizar su mantenimiento, pero también mediante el 

cobro de contribuciones de valorización progresivas. La infraestructura de TICs y energética 

parece representar menos obstáculos y cuentan con recursos propios, pero deben resolverse 
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problemas concretos en términos de las zonas no interconectadas, en el primer caso, y de dar 

un mayor dinamismo local involucrando a los jóvenes alrededor de los 5,300 Kioscos Vive 

Digitales ubicados en las veredas y corregimientos, en el segundo.  

Al lado de las vías terciarias, otra área de gran atraso es, sin duda, la de riego y regulación de 

corrientes de agua. El país carece incluso de una evaluación clara de las necesidades, que se 

ha hecho particularmente con los problemas que generan las inundaciones. La generación de 

planes realistas en este campo debe ser, por lo tanto, una prioridad. En todo caso, aunque el 

Estado debe apoyar la construcción de distritos de riego, se debe lograr una participación 

predominante del sector privado. Además, el mantenimiento de todos los distritos debe ser 

financieramente viable y manejado por entidades privadas o comunitarias. 

La seguridad jurídica sobre los derechos de propiedad de todo tipo de productores rurales es 

también un bien público esencial. Los temas de tierras rurales deben ser manejados por una 

institución especializada en tierras rurales, así como una judicatura especial que dirima los 

conflictos correspondientes, como se está haciendo en el caso de la restitución y se prevé en 

términos más generales en el acuerdo de paz. Los procesos correspondientes deben ser 

independientes, por lo tanto, de otras iniciativas para manejar los problemas más generales de 

propiedad en el país, entre los cuales la más importante es la modernización del catastro y 

registro de propiedades y la creación de un consejo nacional que dirima los grandes 

conflictos sobre el uso del suelo (protección de ecosistemas, uso agrícola vs. minero, etc.).7 

Dos temas que requieren una discusión especial son la interpretación de la norma de 

“acumulación de UAFs” de la Ley 160 y el problema de la propiedad de la tierra en la 

Altillanura en particular y, más en general, en la Orinoquía y otras regiones con vocación 

agroindustrial. En el primer caso, es esencial clarificar que solo se refiere a títulos otorgados 

a partir de la vigencia de la ley. Por lo demás, esta norma era parte de uno de los objetivos 

básicos de la ley, como era la de destinar prioritariamente a pequeños productores la 

adjudicación de los decrecientes baldíos de la nación, objetivo que no se ha cumplido. Al 

mismo tiempo, aprobó la creación de “Zonas de Desarrollo Empresarial”, pensando 

específicamente en regiones como la Altillanura, pero esa norma nunca fue desarrollada, 

                                                 
7 Esto es cierto de otras propuestas que se vienen discutiendo, como la eventual fusión del catastro y el IGAC. 
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dando lugar a varios proyectos empresariales de gran interés pero cuya seguridad jurídica 

está hoy en entredicho. Por ese motivo, podría ser conveniente sanear esta situación a través 

de facilitar la creación de Zonas de Desarrollo Empresarial (o Zonas de Interés de Desarrollo 

Económico y Social) donde: (i) se requiera la presentación de los proyectos empresariales 

para aprobación del MADR; (ii) se exija igualmente que estos proyectos incluyan un 

componente de asociación con pequeños productores; (iii) se aclare que en estos casos, y 

sobre tierras ya entregadas en propiedad, no se aplica la norma de acumulación pero al 

mismo tiempo se exija la unidad de empresa; y (iv) hacia el futuro, se realicen en tierras que 

serían arrendadas por períodos largos por el Estado más que entregadas en propiedad. Las 

posesiones actuales que no cumplan estas normas deben ser objeto de reversión de las 

posesiones o de extinción de dominio, según el caso, de acuerdo con las leyes agrarias 

vigentes. 

Por último pero obviamente no menos importante, la seguridad y el acceso a la justicia son 

bienes públicos fundamentales para el desarrollo rural. El mayor reto es poder ofrecerlo de 

manera homogénea en los territorios sin importar su nivel de ruralidad y la topografía. Esas 

serán tareas esenciales del proceso de paz. 

21. La estrategia de sostenibilidad ambiental para el desarrollo rural es parte esencial del 

enfoque territorial que promueve la Misión. La gestión del agua, el uso adecuado del suelo y 

la conservación de la biodiversidad deben ser los ejes centrales. Se deben aprovechar las 

ventajas competitivas y los recursos naturales de cada territorio con base en un conocimiento 

científico y tecnológico apropiado y compatible con sus condiciones ecológicas, así como 

crear mecanismos que incentiven y remuneren la protección y la conservación de los 

ecosistemas y prestar atención especial a los problemas de salud ambiental. 

La protección del medio ambiente es un bien público esencial para el desarrollo rural y, por 

lo tanto, debe ser una obsesión permanente del Estado. La prioridad debe ser la protección de 

las cuencas, los páramos, los humedales y en general de todos los cuerpos de agua junto con 

su estructura ecológica de generación, circulación y regulación. Esto incluye el desarrollo de 

una cultura de pago por servicios ambientales, incluyendo el uso activo de los instrumentos 

existentes: las tasas de uso y retributiva del agua. Además, la política de gestión del recurso 
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hídrico que debe adelantarse comienza por un programa de eficiencia hídrica que reduzca los 

desperdicios del agua para consumo humano, agricultura, industria y minería; promueva 

sistemas novedosos de retención de la humedad y captación, conducción y aplicación del 

agua para riego y, por ende, evite las pérdidas durante su transporte en los sistemas de 

acueductos y distritos de riego. Todo esto exige, además, promover el pago por el agua, en 

particular para procesos productivos. Paralelamente se debe construir infraestructura de 

regulación hídrica, con especial énfasis en sistemas de acueducto y riego para las cuencas y 

zonas deficitarias de agua como una forma de adaptación al cambio climático. No menos 

importante, es esencial clarificar la institucionalidad relacionada con el recurso hídrico y 

establecer una Autoridad Nacional del Agua adscrita al Ministerio de Ambiente y Desarrollo 

Sostenible con un esquema operativo similar al de la ANLA que tenga poder sancionatorio y 

de asignación, suspensión y revocatoria de concesiones de agua.  

Para orientar las decisiones sobre recurso hídrico es necesario fortalecer el conocimiento y la 

investigación, en particular sobre las aguas subterráneas, con información de obligatorio 

reporte por parte de las empresas petroleras y mineras en sus etapas de exploración y 

explotación. El IDEAM debe ser fortalecido con mayores recursos para adelantar estudios 

relacionados y gestionar más efectivamente un único sistema de información sobre el agua 

que permita evaluar objetivamente los efectos que puede estar teniendo la deforestación, las 

represas y la minería sobre los acuíferos y los cuerpos de agua.  

Paralelamente, el Estado debe realizar un monitoreo periódico de los niveles de 

contaminación de los ríos y sancionar o exigir compensaciones en casos de deterioros 

asociados a esta actividad. Además, el desarrollo de las sabanas inundables y otras zonas no 

pueden hacerse sobre la base del secamiento de cuerpos de agua o la invasión los espacios 

naturales de las rondas de los ríos. Los grandes proyectos agroindustriales deben destinar a 

nivel de cultivo un área del orden del 30% para la conservación ambiental y la protección de 

los cuerpos de agua para garantizar la sostenibilidad misma de las inversiones. 

El segundo gran elemento es el uso adecuado del suelo para frenar la erosión de la capa 

vegetal, atajando efectivamente la deforestación, manejando los sistemas marino-costeros y 

garantizando la conservación y protección de las áreas protegidas, con especial énfasis en los 
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Parques Nacionales. Colombia debe controlar la rápida erosión del suelo y la desertificación 

que se está generando en muchas zonas como consecuencia del mal manejo del agua y el 

inadecuado uso del suelo, que generan sedimentación de los ríos y posteriores inundaciones. 

Las zonas de ladera con alta pendiente deben ser destinadas a la protección, particularmente 

al lado de las carreteras. Debe haber apuestas con metas específicas para expandir la 

cobertura de plantaciones forestales, los sistemas silvopastoriles y agroforestales, el 

mejoramiento de pasturas y ahondar en la restauración y la agricultura ecológica con diseños 

específicos para cada finca, aprovechando los múltiples beneficios económicos y ambientales 

conexos a estos sistemas. 

Aunque la deforestación ha venido disminuyendo, su magnitud continúa siendo muy elevada. 

El país debe ponerse como objetivo frenar definitivamente la expansión de la frontera agraria 

y ejercer un control estricto de las zonas con mayor deforestación en asocio con las 

comunidades, las corporaciones autónomas, las alcaldías y la policía, utilizando sistemas de 

información disponibles con las tecnologías actuales. La reforestación con fines comerciales 

debe ser promovida, mejorando la investigación en variedades forestales y los instrumentos 

existentes como el CIF. De la misma forma, para los territorios indígenas y comunidades de 

afrodescendientes que ocupan una parte importante de los territorios con bosques del país, se 

deben promover mecanismos de pago por los servicios ambientales ligados a la conservación 

y la investigación participativa sobre los mismos. Asimismo, donde se puedan establecer los 

derechos de propiedad, se deben promover mecanismos de pago por servicios ambientales 

entre privados para garantizar la disponibilidad y calidad del agua. 

Un tema prioritario en la política de tierras es el saneamiento de los Parques Nacionales, 

adquiriendo cuando es necesario propiedades que se localizan en los territorios 

correspondientes, buscando alternativas de ingreso para los pequeños productores que allí se 

asientan y evacuando a los grandes productores (principalmente ganaderos) que ocupan estos 

espacios públicos. Esto pasa por corregir la desfinanciación histórica del sistema nacional de 

áreas protegidas.  

Más allá de los Parques Naturales, se debe continuar profundizando en definir los gradientes 

de conservación/protección/aprovechamiento de las demás categorías de áreas protegidas y 
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adelantar de la mano de los privados los criterios, pautas y estándares de uso y 

aprovechamiento de todas estas zonas. Este ejercicio debe ir muy ligado con una adecuada 

planificación del uso del suelo mirando su vocación y teniendo en cuenta la protección de la 

biodiversidad y la prestación de servicios ambientales.   

Rápidamente se debe reglamentar el porcentaje del área que se debe destinar a protección 

promoviendo que las fincas de mayor tamaño deban destinar un mayor porcentaje de su área. 

El área destinada debe estar en función del ecosistema, el territorio donde se encuentre 

ubicado y con planes de protección de largo plazo que cuenten contar con beneficios 

tributarios. En particular, las fincas en zonas donde se permita la mayor explotación deben 

pagar una mayor tasa de predial que aquellas en zonas de reserva. 

La mega-biodiversidad con la que cuenta el país debe pasar de ser un motivo de orgullo 

nacional a una verdadera ventaja comparativa. El estudio y conocimiento de la biodiversidad 

debe ser una prioridad del sistema nacional de ciencia y tecnología y se debe hacer el vínculo 

con el desarrollo de aplicaciones comerciales: una industria farmacéutica basada en la 

investigación y desarrollo, una producción agropecuaria que aproveche el acervo genético de 

la flora nacional y una pujante industria biotecnológica.   

Las zonas marinas y costeras son en esencia espacios rurales que se pueden aprovechar a 

nivel turístico, comercial, pesquero y acuícola. Se debe conocer, proteger y explotar mejor el 

potencial económico y de desarrollo asociado a estas zonas, y atender problemas como la 

erosión costera, el blanqueamiento de corales, la llegada de especies invasoras, el 

calentamiento de las aguas y la contaminación por aguas servidas. De la misma forma, los 

proyectos comunitarios de manejo de recursos comunes de pesca deben ser promovidos en el 

marco de la política de inclusión productiva. 

El cambio climático representa un reto para lograr mantener y elevar la productividad y 

planear las inversiones agropecuarias de cultivos de largo plazo, al tiempo que puede 

incrementar los riesgos de pérdida de cultivo por cambios en la temperatura, fuertes lluvias, 

inundaciones y sequías. Además, las pérdidas y daños relacionados al cambio y la 

variabilidad climática se extienden a todos los sectores relacionados con el daño a la 

infraestructura (vivienda, vías, edificaciones, etc.). El fortalecimiento de la Unidad Nacional 
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de Gestión del Riesgo de Desastres (UNGRD), con sus comités regionales y locales, es sin 

duda un primer paso para generar los mecanismos adecuados de protección ante desastres, 

pero requiere ser complementado con un mejor entendimiento y planificación del uso de los 

suelos y la ubicación de las actividades sobre todo teniendo en cuenta la topografía, las zonas 

de deslizamiento y de inundación.  

Aunque las emisiones de Gases Efecto Invernadero no deben ser la prioridad ni un cuello de 

botella para el desarrollo de actividades rurales, el país sí debe ser responsable en generar 

sendas de crecimiento económico bajas en carbono sobre todo por las sinergias con la 

adaptación y la posibilidad de financiar proyectos con recursos internacionales. Se debe 

entonces plantear una visión integral de desarrollo compatible con el clima y de crecimiento 

verde. 

Por último, como parte de la estrategia deben abordarse los problemas de salud ambiental, en 

particular la contaminación del agua, las fumigaciones aéreas, la contaminación local del aire 

en el exterior y en el interior de los hogares y el manejo de residuos sólidos. Tener un 

ambiente sano y agua limpia para el consumo debe valorarse por encima de cualquier 

desarrollo productivo por lo cual debe haber una prohibición absoluta al uso de sustancias y 

productos químicos tóxicos como el mercurio utilizado en la extracción aurífera, cuyo 

vertimiento en aguas debe acarrear sanciones penales. Se debe actualizar la reglamentación 

de agroquímicos a los mejores estándares internacionales facilitando la entrada de mejores 

productos con un corte a uno o dos años. Las fumigaciones aéreas que el país adelantó con 

glifosato deben ser completamente abandonadas.  

La contaminación local del aire por el carbón deberá ser objeto de estricta vigilancia, y las 

empresas deberán pagar y compensar efectivamente las externalidades de su explotación en 

las comunidades. A nivel de los hogares rurales, la contaminación al interior de la vivienda 

por quema de leña y carbón en espacios cerrados debe atacarse promoviendo campañas de 

concientización y cambios hacia hornos eficientes de leña. Dado que al área rural es a donde 

van a destinarse todas las basuras y los residuos sólidos de las zonas urbanas aprovechando, 

no solamente el espacio disponible, sino la precariedad o ausencia institucional; se deben 

eliminar los basureros y botaderos que no cuentan con los planes de manejo ambiental y 
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remplazarlos por rellenos sanitarios que garanticen no contaminar posteriormente las fuentes 

de agua y los suelos e impactar irreversiblemente la salud de los habitantes rurales y los 

ecosistemas en las áreas circundantes.  

Muchas de las problemáticas y de los elementos de las estrategias aquí presentadas deben ser 

vistas, más que como barreras al desarrollo rural, como un bien público esencial para el 

campo, así como una oportunidad para el surgimiento de asociaciones y microempresas 

rurales que se especialicen en el cuidado de bosques, la restauración ecológica, el manejo de 

residuos sólidos y la gestión del cambio climático, entre otros. Para financiar los elementos 

de la estrategia se debe hacer un uso efectivo de los instrumentos económicos, los impuestos 

y las tasas ya existentes, pero también canalizar nuevos recursos a través de mecanismos 

intersectoriales como los propuestos de cambiar un barril por un árbol como mecanismos de 

compensación ambiental. Además del ordenamiento territorial y de un análisis detallado de 

las zonas destinadas a la minería, se deben optimizar los ritmos de extracción planeado con 

una óptica de sostenibilidad que suavice los ingresos y genere equidad intergeneracional por 

encima de la maximización del ritmo de extracción con metas únicamente en materia 

económica. 

22. La reforma institucional será desarrolla con mayor detalle una vez se acuerden los elementos 

de cada una de las cuatro estrategias anteriores. No obstante, desde ahora se pueden 

vislumbrar cuatro dimensiones diferentes que esta deberá incorporar. La primera es una 

reforma profunda del Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural y sus entidades adscritas. 

Una alternativa que se viene discutiendo es la de seguir el modelo brasileño y por lo tanto 

dividir el MADR en dos ministerios, creando uno nuevo especializado en desarrollo rural. 

Pero también puede mantenerse un solo ministerio con dos vice-ministerios, como se diseñó 

en 1994 y se retomó recientemente. En todo caso, la reforma del Ministerio se debe poner en 

marcha al inicio del nuevo gobierno y debe partir con el principio de especializar al 

Ministerio en la planeación y diseño de la política y entregar toda la ejecución a entidades 

adscritas. Varias de las reformas se han mencionado a lo largo del documento: la 

recuperación de CORPOICA como eje del sistema de innovación, ciencia y tecnología; la 

especialización de FINAGRO en sus tareas de banca de inversión, dejando de ejecutar 

directamente programas de desarrollo rural; la activa tarea del Banco Agrario en materia de 
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captación de recursos y la reforma del FAG. INCODER debe ser liquidado o transformado 

en un instituto de tierras rurales, con las seis funciones mencionadas. Y es necesario crear un 

nuevo fondo de desarrollo rural y concentrar allí todos los programas existentes en distintas 

partes del gobierno; eventualmente este instituto puede ser “incubado” en el Departamento de 

Prosperidad Social, para utilizar toda la experiencia de relacionarse con los gobiernos y 

comunidades locales, pero para su posterior separación y traslado al MADR (o al nuevo 

ministerio de desarrollo rural) como una de sus entidades adscritas. Será necesario, por su 

parte, ver qué acciones se toman en materia de comercialización, adecuación de tierras y 

pesca. Debe haber, además, una despolitización total de los cargos técnicos, promover la 

meritocracia como un mandato y, por ende, eliminar la práctica de cambiar cuadros técnicos 

cuando hay rotación en la dirección de los institutos. 

Tanto o más importante es el segundo elemento de la reforma: diseñar un nuevo sistema de 

trabajar directamente con las comunidades, como parte de una estrategia de desarrollar una 

sociedad civil rural densa. En particular, el sistema que se diseñe para programas de 

desarrollo rural debe contar con una participación activa de las comunidades rurales. Debe 

incluir, además, sistemas de compras públicas a los pequeños productores, así como la 

ejecución de obras públicas y la construcción de infraestructura comunitaria (especialmente 

vías terciarias, acueductos veredales y distritos de riego) mediante las asociaciones de 

productores u otros actores locales incluyendo, donde funcionan adecuadamente, las 

organizaciones de acción comunal.  

En tercer lugar, es esencial diseñar nuevas formas de articular las acciones de las distintas 

entidades del Gobierno nacional en los territorios, para maximizar la sinergia de sus 

acciones. La entidad que tenga a su cargo esta tarea debe contar con una verdadera capacidad 

de convocatoria para coordinar la acción de los demás ministerios sectoriales a nivel rural. 

Por último, debe darse especial atención al fortalecimiento de los departamentos y 

municipios para lograr una adecuada ejecución a nivel local y un enlace efectivo entre la 

Nación y los territorios. En particular, por principio muchas de las responsabilidades de la 

Nación se deben desconcentrar en los departamentos, en particular hacia las Secretarías de 

Agricultura y Desarrollo Rural o quienes hagan sus veces. 
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ANEXO 

INDICE TENTATIVO DEL INFORME DE LA MISIÓN 

I. Marco conceptual: Hacia una nueva ruralidad  

II. El diagnóstico  

1. Pobreza y desigualdad por ingresos; pobreza multidimensional y sus componentes. 

Situación relativa por posición ocupacional y por región; acceso a servicios sociales. 

2. El sector agropecuario desde 1990: participación en el PIB, composición de la 

producción, áreas sembradas y ganaderas, precios relativos, comercio exterior. 

3. Desarrollo de la agricultura familiar. Inventario y experiencias de proyectos de inclusión 

productiva. Un balance del acceso a recursos productivos. Un balance específico del 

problema de tierras. 

4. Un balance de las instituciones del sector agropecuario y del presupuesto del sector.  

5. Un balance del deterioro ambiental, los recursos disponibles y los efectos del cambio 

climático. 

III. La estrategia de derechos sociales 

1. Nutrición y seguridad alimentaria. 

2. Educación. 

3. Salud. 

4. Vivienda, agua y saneamiento. 

5. Protección social, pensiones, Cajas de Compensación, alcance de las normas del régimen 

laboral. 

6. Promoción social. 
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7. Universalización y focalización. 

8. La contribución de distintos agentes. 

IV. La estrategia de inclusión productiva 

1. Fondo de desarrollo rural que financie los bienes públicos rurales esenciales, programas 

de inclusión productiva y la asociatividad. 

2. Fomento de actividades productivas agropecuarias y no agropecuarias, de formalización 

laboral y de nuevos negocios rurales para pequeños.  

3. Mecanismos para promover la asociatividad, el cooperativismo y otras formas de 

organización con y sin ánimo de lucro a nivel rural. 

4. Instrumentos para una política de tierras: formalización, restitución, nueva reforma 

agraria, ampliación de minifundios, formas de arrendamiento y consolidación de tierras 

comunales (indígenas y afrodescendientes). 

5. Los problemas de acceso al crédito de pequeños y propuestas para superarlos. 

Contribución de FINAGRO, Banco Agrario, FAG y nuevos agentes. 

6. Políticas de comercialización y compras públicas de productos campesinos, de micros y 

pequeños productores y empresas. 

V. La estrategia de competitividad 

1. El sector agropecuario frente a las políticas macroeconómica y de comercio exterior. 

2. La estrategia financiera. 

3. La política de innovación, tecnología y asistencia técnica. 

4. Estrategia de provisión de bienes públicos con énfasis en vías terciarias, distritos de 

riego, TICs y electrificación en zonas no interconectadas.  

5. Instrumentos e infraestructura para la comercialización. 
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6. Protección de los derechos de propiedad 

VI. La estrategia de sostenibilidad ambiental 

1. Ordenamiento territorial ambiental con la conservación del agua, la protección de la capa 

vegetal y la biodiversidad como ejes centrales.  

2. Uso adecuado del suelo, enriquecimiento de los suelos, lucha contra la erosión y defensa 

de los parques nacionales y las áreas protegidas. 

3. Cierre de la frontera agropecuaria, conservación de bosques nativos, reforestación y 

promoción de sistemas productivos sostenibles. 

4. Desarrollo compatible con el clima: adaptación al cambio climático, gestión del riesgo de 

desastres y reducción de emisiones de GEI.  

5. Salud ambiental con énfasis en la contaminación del agua, las fumigaciones aéreas, la 

contaminación local del aire en el exterior y al interior de los hogares y el manejo de 

residuos sólidos. 

VII. La reforma institucional 

1. La reforma del Ministerio y de sus institutos adscritos. 

2. La relación nación-región-comunidades en los programas de desarrollo rural.  

3. El fortalecimiento de los entes territoriales. 

4. La articulación institucional y la resolución de conflictos intersectoriales. 
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01 OBJETIVO



Contar con un portafolio 

robusto y amplio de 

políticas públicas e 

instrumentos para tomar 

mejores decisiones de 

inversión pública para el 

desarrollo rural y 

agropecuario para los 

próximos 20 años. 

LA MISIÓN TIENE INSUMOS DE 
OTROS PROCESOS EN CURSO

El país contará con políticas de mediano y largo 
plazo para el campo

Pacto 
Agrario

Acuerdo 
de La 

Habana

Mesas 
de los 
Paros

Objetivo de la Misión



02 RESULTADOS



Fuente: Cálculos de DNP con datos DANE  (ECV); GEIH - 2013

Brecha rural/urbano de pobreza y pobreza 

extrema por ingresos

Existen brechas entre la población urbana y la rural

Problemática Social

Los pobres extremos del 

campo son por ingresos 3,2 

más pobres que los 

urbanos. 

A pesar de la reducción de 

la pobreza rural, la brecha 

entre el campo y la ciudad 

se ha ampliado.

El 90% de la población rural 

es pobre o vulnerable, 

presenta riesgos y 

privaciones que no les 

permiten una salidad 

sostenible de la pobreza.
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Los hogares rurales tienen menos posibilidades de generar ingresos 

Problemática de inclusión 

productiva

Ingreso mensual promedio en SMMLV por rama de actividad económica
Total nacional 2013

Hogares rurales con acceso a activos 

productivos

Fuente: Cálculos DNP-DDRS-SPDR con datos de DANE-ENCV 2011

El 63,6% no posee ningún 

activo y solo el 3,9% logra 

acumular al 

menos tres. 

El 75% de la población 

ocupada del área rural 

tiene un ingreso mensual 

inferior al SMMLV, 

mientras que en el área 

urbana, esta proporción es 

de apenas 39,4%.
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Persiste un territorio desordenado en términos de la propiedad

Problemática del territorio

Fuente: Cálculos DNP-DDRS con datos del Atlas de la distribución de la Propiedad Rural en Colombia. CEDE (UNIANDES)-IGAC-

Universidad de Antioquia ECV 2011

Informalidad y acceso a tierra en los hogares 

rurales

21,4%

59,0%

19,5%

Propietarios Poseedores u ocupantes Tenedores

Distribución de la tierras por tamaño y 

propietarios 2011

Los hogares acceden a 

tierras en una proporción 

no suficiente para 

desarrollar sistemas 

productivos sostenibles, el 

75,6% de los hogares 

rurales en 2011 tenían 

menos de 10 hectáreas.

Buena parte de éstas son 

informales.
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Baja provisión de bienes y servicios sectoriales 

Problemática competitividad

Fuente: UPRA 2014 - INCOCER

Solo el 6,0% del total de 

tierras regables del país 

(17 millones de has.) 

cuentan con algún tipo de 

adecuación.

EL 63%  de las áreas 

adecuadas son distritos 

del mediana y gran escala 

privados
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Baja ejecución presupuestal, el MADR ejecuta por convocatoria

Problemática Institucional

Fuente: Cálculos DNP-DDRS con datos del MADR
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El campo colombiano hoy…

1. Las brechas entre la población urbana y la población rural se han 

acentuado.

2. El territorio es desordenado en términos de la propiedad de la tierra 

lo que contribuye a la inseguridad jurídica.

3. Los hogares rurales tiene limitadas capacidades para acumular 

activos y generar ingresos. Además son los peor remunerados.

4. La institucionalidad para el desarrollo rural no es la adecuada para 

la realidad del campo colombiano.
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Presentación 
La Misión para la Transformación del Campo (MTC) es una iniciativa del Gobierno colombiano en 
cabeza del Departamento Nacional de Planeación (DNP) que tiene como objetivo la elaboración de 
un portafolio robusto y amplio de instrumentos y políticas públicas para el desarrollo del campo 
colombiano en los próximos 20 años. La MTC se diferencia de otras iniciativas del Gobierno en tanto 
que contempla una visión integral y de largo plazo donde lo productivo y competitivo van de la mano 
del bienestar de los pobladores rurales. 

El enfoque de la Misión parte del reconocimiento de que la política pública en Colombia ha 
mantenido un sesgo urbano que ha hecho crecer las brechas urbano-rurales dejando a los habitantes 
del campo rezagados en su desarrollo. Por ello, propone el cierre de esas brechas como un elemento 
esencial de construcción de paz. Tres ideas fuerza son para la MTC principios que deben orientar las 
políticas de desarrollo rural: 

1. La necesidad de fomentar un enfoque territorial participativo, que reconoce una ruralidad 
diferenciada y a los habitantes rurales como gestores y actores de su propio desarrollo. 

2. La concepción del desarrollo como un proceso integral, que busca la inclusión social y 
productiva de todos los habitantes rurales. Esta visión supera una visión asistencialista al 
considerarlos como agentes de desarrollo productivo y sujetos de derechos plenos. 

3. La necesidad de promover un desarrollo rural competitivo y ambientalmente sostenible basado, 
ante todo, en la provisión adecuada de bienes públicos que faciliten el desarrollo rural 
(agropecuario y no agropecuario). 

La MTC entiende el desarrollo territorial participativo a partir de una concepción de ruralidad donde 
se rompe la dicotomía rural-urbana y se enfatiza en las relaciones dinámicas entre el campo y la 
ciudad. El desarrollo integral planteado asume la existencia e interrelación de aspectos económicos, 
sociales, culturales y ambientales como parte de cualquier estrategia para reducir las desigualdades 
entre los habitantes del campo y la ciudad. En este sentido, el desarrollo rural va más allá del 
desarrollo agropecuario. Así mismo, es importante recalcar que la MTC entiende lo rural como un 
elemento central y no subsidiario del desarrollo del país.  

En consecuencia, la MTC está estructurada en torno a seis estrategias: 1) ordenamiento y desarrollo 
territorial; 2) cierre de brechas sociales con enfoque de derechos; 3) inclusión productiva;  
4) desarrollo de una ruralidad competitiva; 5) elementos de sostenibilidad ambiental para el 
desarrollo rural; y 6) reforma institucional profunda.  

1. Ordenamiento y desarrollo territorial. Esta estrategia busca desarrollar instrumentos (normas, 
leyes, incentivos, etc.) que regulen la propiedad, el uso, la distribución, la conservación y 
explotación de la tierra y los recursos naturales del territorio buscando el equilibrio entre lo 
social, lo económico y lo ambiental. 



MISIÓN PARA LA TRANSFORMACIÓN DEL CAMPO - ESTRATEGIA 
 

6 

2. Cierre de brechas sociales con enfoque de derechos. Tiene como objetivo la inclusión social de 
los pobladores del campo a través de la provisión de bienes de interés social con modelos de 
intervención que respondan a las necesidades del campo. 

3. Inclusión productiva. Esta estrategia se orienta a incorporar a los pobladores del campo en 
dinámicas económicas complementando la estrategia de inclusión social. Se busca desarrollar 
mecanismos para que los pequeños productores y los trabajadores rurales se integren a los 
mercados, alcancen una remuneración justa y mejoren su bienestar. 

4. Desarrollo de una ruralidad competitiva con énfasis en el sector agropecuario. El país tiene un 
gran potencial económico basado en la ruralidad. Esta estrategia tiene como propósito el 
impulso de la competitividad por medio de la provisión adecuada de bienes públicos, y el 
fomento de un ambiente macroeconómico y financiero apropiado.  

5. Elementos de sostenibilidad ambiental para el desarrollo rural. Esta estrategia se dirige a 
generar las condiciones de sostenibilidad para las actividades rurales por medio de 
instrumentos que contribuyan a la conservación del patrimonio del país en materia de aguas, 
suelos, biodiversidad, riqueza forestal y adaptación al cambio climático. 

6. Reforma institucional profunda. Tiene como objeto contar con un arreglo institucional integral y 
multisectorial, con políticas claras, con amplia presencia y capacidad de ejecución a escala 
territorial, que involucre a la sociedad civil organizada y al sector privado en la planeación, la 
toma de decisiones, la ejecución de programas y proyectos y el seguimiento de resultados, con 
el fin de darle a los pobladores rurales un papel protagónico como gestores y actores de su 
propio desarrollo. 

Las recomendaciones de la MTC han sido discutidas en el Consejo Directivo de la Misión, presidido 
por el director José Antonio Ocampo, acompañado por la dirección del DNP, el Ministerio de 
Agricultura y Desarrollo Rural, el Departamento para la Prosperidad Social, expertos nacionales e 
internacionales, representantes del sector privado y de asociaciones campesinas. Así mismo, durante 
este proceso iniciado en febrero de 2014 se ha contado con el acompañamiento y contribución de 
socios institucionales como CEPAL, CIAT, CRECE, KFW, PNUD, USAID y de múltiples consultores y 
participantes que con sus aportes han ayudado a construir esta ruta para transformar el campo 
colombiano en los próximos 20 años. Con base en este enfoque y estructura de trabajo, la Misión 
para la Transformación del Campo espera que sus propuestas sean acogidas por el Gobierno 
nacional. 

  



LA ESTRATEGIA DE DERECHOS SOCIALES PARA LA INCLUSIÓN SOCIAL DE LA POBLACIÓN RURAL 

7 

Contenido 

 

Siglas 8 

1. Introducción 10 

2. Diagnóstico y desafíos de la estrategia de derechos sociales para la inclusión  
social de la población rural 11 

3. Estrategias transversales para la superación de pobreza, la inclusión social  
y la movilidad social 14 

4. Nutrición adecuada y seguridad alimentaria 19 

5. Educación de calidad para la inclusión social y productiva de la población 
 rural y la competitividad 20 

6. Acceso y modelos flexibles de atención en salud en las zonas rurales 25 

7. Acceso a vivienda, agua y saneamiento básico 28 

8. Seguridad social universal como parte del Sistema de Protección Social 
Integral para las zonas rurales 30 

9. El cuidado social en el Sistema de Protección Social integral 33 

10. Complementariedades entre inclusión social e inclusión productiva 34 

11. Aceleración de cierre de déficit, inversión social y financiación 36 

Referencias 43 

Anexos 46 

 

  



MISIÓN PARA LA TRANSFORMACIÓN DEL CAMPO - ESTRATEGIA 
 

8 

 

Siglas 
ANSPE Agencia Nacional para la Superación de la Pobreza Extrema 

CBAM Centro de Bienestar del Adulto Mayor 

CDI Centros de Desarrollo Infantil  

CEPAL Comisión Económica para América Latina y el Caribe 

CERES Centros Regionales de Educación Superior 

CISAN Comisión Intersectorial de Seguridad Alimentaria  y Nutricional  

CLEI Ciclos Lectivos Especiales Integrados  

DANE Departamento Administrativo Nacional de Estadística 

DNP Departamento Nacional de Planeación 

DPS Departamento para la Prosperidad Social 

EPS Entidad Promotora de Salud 

FOSYGA Fondo de Solidaridad y Garantía del Sistema General de Seguridad en Salud 

ICBF Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 

IPM Índice de Pobreza Multidimensional 

IPS Instituciones Prestadoras de Servicio (salud) 

MADR Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural 

MADS Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible 

MEN Ministerio de Educación Nacional 

MFA Más Familias en Acción 

MME Ministerio de minas y Energía 

MS Ministerio de Salud  

MT Ministerio de Trabajo 

MVCT Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio 

ONG Organización No Gubernamental 

OIT Organización Internacional del Trabajo 

PEI Proyecto Educativo Institucional 

PER Programa de Educación Rural 

PIB Producto Interno Bruto 

POS Plan Obligatorio de Salud 

RESA Programa de Red de Seguridad Alimentaria 



LA ESTRATEGIA DE DERECHOS SOCIALES PARA LA INCLUSIÓN SOCIAL DE LA POBLACIÓN RURAL 

9 

SENA Servicio Nacional de Aprendizaje 

SGP Sistema General de Participaciones 

SISBÉN Sistema de Identificación de Posibles Beneficiarios para Programas Sociales 

SSGSS Sistema General de Seguridad Social en Salud 

SVISR Subsidio de Vivienda de Interés Social Rural 

UARIV Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas 

UNIDOS Estrategia Nacional de Superación de Pobreza  

UPC Unidad de Pago por Capitación 

VIS Vivienda de Interés Social 

VISR Vivienda de Interés Social Rural 

 

  



MISIÓN PARA LA TRANSFORMACIÓN DEL CAMPO - ESTRATEGIA 
 

10 

La estrategia de derechos sociales 
para la inclusión social de la 

población rural 
Documento elaborado por el equipo técnico  

de la Misión para la Transformación del Campo* 

1. Introducción 

El documento marco de la Misión para la Transformación del Campo (2014a) resalta la 
necesidad de concebir el desarrollo rural como proceso integral que busca la inclusión, tanto 
social como productiva, de todos los habitantes del campo. Bajo esta visión, el fin último del 
desarrollo rural es un mayor y más justo bienestar de la población del campo dentro de un 
principio de igualdad social por medio de la expansión de las oportunidades y la garantía de los 
derechos económicos, sociales y culturales1. 

Las complementariedades y sinergias entre la inclusión social y productiva son esenciales para 
un desarrollo rural sostenible. Una y otra deben entenderse como mecanismos 
complementarios necesarios para lograr una expansión de las oportunidades y un mayor 
bienestar de la población rural, a través  del acceso a bienes de interés social y el aumento de 
productividad y los ingresos. La inclusión social no puede descansar exclusivamente en la 
política social, así como el crecimiento económico por sí solo no garantiza el logro de los 
objetivos sociales y la reducción de las desigualdades. 

En este sentido, el presente documento se concentra en la estrategia de derechos sociales y, 
por ende, en la inclusión social, no sin desconocer que el mayor bienestar de la población rural, 
al igual que todos los esfuerzos de superación de pobreza y movilidad social, dependen 
también del éxito de las políticas complementarias de generación de ingresos e inclusión 
productiva, suministro de bienes públicos esenciales para la competitividad y de una 
institucionalidad rural más apropiada, las cuales se presentarán en los otros documentos de la 
Misión. Al tiempo que se cierran brechas sociales, en cantidad y calidad, se igualan 
oportunidades, se superan condiciones de pobreza y se crean estructuras productivas más 
competitivas, se genera una mayor movilidad social, y un aumento progresivo en derechos. 

                                                
* Este trabajo recoge las propuestas y recomendaciones de los diferentes trabajos elaborados para la Misión, en especial los 
documentos de la CEPAL y el de política de vivienda de la DDRS-DNP, así como de diversas reuniones con los ministerios y 
diferentes actores. 
1 El desarrollo  se concibe como un proceso integral que incluye las dimensiones económica, social y ambiental, los tres pilares del 
desarrollo sostenible, en el sentido amplio que las Naciones Unidas le han dado a este término. Eso se lograr con un sistema 
económico que de oportunidades a todos y la creación de empleos de calidad (inclusión productiva) y con sistemas universales 
donde el objetivo es la dotación progresiva de los bienes de interés social que se analizan en este documento (inclusión social). 
Seguimos además aquí el concepto de Amartya Sen de desarrollo como la expansión de libertades y capacidades para que la 
población pueda llevar a cabo la vida que valoran y tienen razones para valorar. Véase también al respecto CEPAL (2000). 
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Este es el círculo virtuoso de bienestar social y crecimiento económico  que se espera generar 
en el campo. 

Es importante reconocer que siempre habrá brechas urbano-rurales en términos de variables 
económicas como ingresos per cápita, salarios o participación en empleo formal, debido a las 
ventajas de las aglomeraciones y los rendimientos crecientes que proporcionan las ciudades. 
Las que son inadmisibles y deben eliminarse son las brechas asociadas a pobreza y a la 
ausencia de estándares de calidad de vida básicos que limiten la garantía de los derechos 
económicos, sociales y culturales de todos los pobladores rurales para vivir la vida que quieren 
y valoran. 

El trabajo se divide en once secciones, la primera de las cuales es esta introducción. En la 
segunda se hace un breve resumen de los hechos estilizados derivados del diagnóstico social 
de la Misión, los cuales delimitan los desafíos de la estrategia de derechos sociales. La tercera 
presenta una estrategia transversal para la superación de la pobreza, con un énfasis en la 
selección de beneficiarios para las políticas sociales complementarias al sistema de acceso 
universal a bienes de interés social. Las siete siguientes presentan las estrategias sectoriales: 
nutrición y seguridad alimentaria, educación, salud, vivienda y servicios públicos, seguridad 
social, economía del cuidado y una última con temas de inclusión productiva y formalización de 
empleo, como complemento esencial a la inclusión social. La última sección muestra las 
tendencias actuales de cierre de brechas para unas dimensiones de calidad de vida 
determinadas y las tasas proyectadas de aceleración necesarias para cerrarlas en un período 
de veinte años y una estimación del costo total de la estrategia. 

2. Diagnóstico y desafíos de la estrategia de derechos 
sociales para la inclusión social de la población rural  

Las altas brechas urbano-rurales en términos de pobreza y el déficit en la garantía de los 
derechos sociales de los habitantes rurales son el punto de partida de esta estrategia.  

Tres hechos estilizados generales y cinco sectoriales delimitan los desafíos de la estrategia de 
derechos sociales2:  

1. A pesar de las mejoras recientes, los pobladores rurales presentan una alta incidencia de 
pobreza, tanto por ingresos como multidimensional. En 2013, 42,8% de la población rural 
(población dispersa, según criterio rural DANE) eran pobres por ingresos y 45,9% pobres 
multidimensionales, es decir privados en varias dimensiones de calidad de vida. Tanto la 
incidencia como la severidad de la pobreza rural es mas alta que la urbana, lo que significa 
no solo que una mayor proporción de los pobladores rurales son pobres, sino que además 
estos están más lejos de los umbrales para superar su situación que sus contrapartes 
urbanos.  

                                                
2 De acuerdo con el diagnóstico social de la Misión para la Transformación del Campo (2014b) y el documento de bienes de interés 
social de la CEPAL (2014a) 
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2. El 19% de la población dispersa se encuentra en pobreza extrema, lo que implica que no 
tienen los ingresos suficientes para adquirir una canasta básica de alimentos. La 
inseguridad alimentaria, así medida, es incluso mayor si se mira dentro de las categorías de 
ruralidad propuestas por la Misión: el 24% de la población en municipios rurales dispersos 
(incluidas sus cabeceras) es pobre extrema.  

3. Los desafíos para una doble inclusión, social y productiva, son crecientes dentro las 
categorías de ruralidad de la Misión, siendo mayores en los municipios rurales y rurales 
dispersos, lo cual evidencia la necesidad de una política diferenciada según el grado de 
ruralidad. Solo el 39,2% de la población de los municipios rurales y 32,4% de los municipios 
rurales dispersos está simultáneamente en inclusión social y productiva y el grupo excluido 
(pobre en ambas dimensiones) es de 20% en los municipios rurales y 26% en los rurales 
dispersos3. La facilidad para acceder a una u otra forma de inclusión también varía entre las 
categorías. En los municipios rurales dispersos por ejemplo, 27% está en inclusión social 
pero no productiva y 13% a pesar de estar en inclusión productiva no está en inclusión 
social.  

4. Tres hechos estilizados evidencian los principales problemas de la educación en las zonas 
rurales: (i) La tasa de analfabetismo es alta: 4,1% de la población entre 15 y 24 años en 
2013 vs. 1% en las zonas urbanas. Este indicador es mayor si se tiene en cuenta el 
analfabetismo funcional. (ii) Hay baja cobertura en los niveles de educación secundaria y 
media: 55% y 25%, respectivamente, ambas 20 puntos porcentuales más bajas que en las 
zonas urbanas4. (iii) Baja calidad  y pertinencia de la educación frente a las necesidades de 
la población y de los territorios.  Los rezagos en calidad, se evidencian en los resultados de 
las pruebas SABER, donde los jóvenes rurales presentan menores resultados en todas las 
áreas evaluadas frente a sus contrapartes urbanos.  

5. En general, la baja permanencia en educación básica y el bajo acceso a educación media 
evidencian el problema de cobertura, calidad y pertinencia que enfrenta el sistema educativo 
en las zonas rurales. La deserción ocurre primordialmente en la transición entre niveles: 
entre primaria y secundaria, y entre secundaria y media. Mientras que el 96% y 88% de los 
jóvenes urbanos y rurales respectivamente culminan primaria, el 74% de los urbanos 
culmina hasta noveno, solo la mitad (50%) lo hace en las zonas rurales. 

6. A pesar de tener una cobertura en afiliación en salud universal (más del 90% en las zonas 
rurales), hay grandes problemas y diferencias regionales en el acceso efectivo a los 
servicios de salud. Las principales barreras asociadas son la falta efectiva de servicios y la 
deficiente infraestructura, la lejanía de los centros de salud y los elevados costos de 
transporte. Más aún, la ubicación de los servicios de primer nivel (incluyendo los servicios 

                                                
3 Con base Angulo y Gómez (2014), se define inclusión social con base en un indicador multidimensional, similar al IPM oficial 
nacional pero reducido a cuatro dimensiones (educación, condiciones de la niñez y juventud, salud y vivienda y servicios públicos). 
El hogar es pobre si tiene 33% o más de privaciones; si no lo es, se dice que está en inclusión social. Por su parte, la inclusión 
productiva se aproxima según la capacidad de generar ingresos: si el ingreso per cápita del hogar está por encima de la línea de 
pobreza oficial, se dice que está en inclusión productiva. Un hogar está en exclusión cuando no cumple ninguno de los dos criterios 
de inclusión y está en doble inclusión si cumple los dos criterios de inclusión. Cuando un hogar cumple uno y no el otro está en 
inclusión social no productiva o inclusión productiva no social, según el caso. 
4 Aunque la cobertura en educación preescolar también es baja, la brecha no es tan alta frente a las zonas urbanas (55% frente a 
64% en 2013) y se ha venido cerrando con el tiempo. El reto principal en este punto será esencialmente en los centros de desarrollo 
integral infantil para la primera infancia. 



LA ESTRATEGIA DE DERECHOS SOCIALES PARA LA INCLUSIÓN SOCIAL DE LA POBLACIÓN RURAL 

13 

básicos de promoción y prevención) en las zonas rurales son insuficientes. Aunque la 
proporción de población rural del país en 2014 es del 23%, los puntos de atención o sedes 
de prestadores de servicios de salud en estas zonas alcanzan únicamente el 10% del total.  

7. Un hecho específico en salud relacionado con la falta de infraestructura y oferta, es la 
todavía baja cobertura de los servicios de cuidado infantil en las zonas rurales. A pesar de la 
mejora reciente, la cual ha sido mayor en el campo, en 2013 todavía el 63,5% de los niños 
de 0 a 5 años permanecen con su padre o madre en la casa, mientras que solo el 26,7% 
asisten a un hogar comunitario, guardería, jardín o centro de desarrollo infantil. Esta última 
proporción es muy inferior a la de las zonas urbanas, donde 41,8% de los niños menores de 
5 años asisten a algún centro de educación inicial.  

8. En la dimensión de habitabilidad, el principal problema de las zonas rurales es el déficit 
cualitativo, el cual para 2013 era de 56,7%. Por su parte, las brechas en acceso a servicios 
públicos de acueducto y alcantarillado son alarmantes y no se han cerrado con el tiempo. La 
cobertura en acueducto en las zonas rurales es de 53,3% y en alcantarillado es de 15,6%, 
mientras que ambas superan 90% en las zonas urbanas. Las coberturas de ambas 
aumentan cuando se incluyen las alternativas flexibles, pero el déficit sigue siendo alto.  

9. El sistema de protección social en Colombia, específicamente en términos de seguridad 
social, ha sido limitado y fragmentado por su vínculo con el empleo formal, dejando 
desprotegidos a la mayoría de los habitantes rurales, en especial los pequeños productores 
agropecuarios, los adultos mayores y las mujeres. El 49% de los ocupados en el campo son 
trabadores por cuenta propia; de estos, el 91% recibe ingresos inferiores al salario mínimo 
legal vigente (Merchán, 2014), más del 90% están afiliados el régimen de salud subsidiado 
pero muy pocos (menos del 5%) contribuyen a pensiones. Por su parte, en Colombia tan 
solo el 24,7% de los adultos mayores de 65 años reciben una pensión, muy por debajo del 
promedio de la región (41,9%) de acuerdo con CEPAL (2013). El rezago es mayor para las 
zonas rurales donde solo 7% de los adultos mayores reciben una pensión. El alto porcentaje 
de adultos mayores sin protección se traduce, entre otras cosas, en mayores tasas de 
pobreza y dependencia, y externalidades negativas, afectando la participación de las 
mujeres en el mercado laboral. Este problema tenderá a hacerse más complejo con el 
tiempo debido a la transición demográfica, con mayores tasas de dependencia y una 
reducción en el número de “cuidadores” potenciales.  

10. Una caracterización de las familias según su forma de protección (Contributiva, No 
Contributiva o Mixta) evidencia que mientras en la cabecera el 41% de los hogares cuenta 
con protección contributiva, en el rural-disperso solamente el 9% de los hogares cuenta con 
ella (CEPAL, 2014b). En las zonas rurales un 34% depende de la protección no contributiva 
(transferencias sociales del Estado) pero todavía se observa un alto porcentaje importante 
de hogares rurales (más de la mitad) que no cuentan con ningún tipo de protección. Más 
aún el grado de protección varia por tipologías de familias: las familias en etapa de salida 
(con hijos mayores de 18 años) o parejas sin hijos tienen menos alternativas de protección. 

11. Hay una alta correlación entre pobreza, bajo logro educativo de la población ocupada, y 
empleos informales. La mitad de los hogares rurales se dedican exclusivamente a la 
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agricultura familiar y son, en su gran mayoría, informales y con baja remuneración. Por su 
parte, los jóvenes tienen menores oportunidades laborales. La tasa de desempleo juvenil es 
excesivamente alta en comparación con la tasa nacional (16,6% versus 9,6% en el 2013, 
según OIT) y un gran número de jóvenes están en la informalidad, especialmente en área 
rural. La inactividad de los jóvenes, es decir jóvenes que no estudian no trabajan y no están 
buscando trabajo, es de 24% en la población dispersa frente a 13 % de cabeceras entre los 
jóvenes de 16 a 24 años. 

Los problemas anteriores se traducen en diversos desafíos para el diseño de política pública. La 
heterogeneidad de las necesidades implica desafíos de organización, coordinación y 
articulación en los planes y programas sociales, tanto nacionales como locales. Las bajas 
coberturas en educación y  salud, son esencialmente un problema de oferta y gestión por los 
mayores desafíos y costos de atención a población dispersa, lo que resalta la necesidad de una 
alta inversión en infraestructura y mecanismos de subsidios a la provisión de servicios, 
aprovechando las economías de escala cuando la concentración de la población lo permita, 
pero de forma paralela desarrollar alternativas flexibles y adaptables para la población dispersa. 
Por último el diseño de una institucionalidad y gestión adecuada para la implementación de 
todas las estrategias.  

3. Estrategias transversales para la superación de pobreza, 
la inclusión social y la movilidad social 

La superación de la pobreza por ingresos y multidimensional, al igual que la búsqueda de un 
desarrollo integral que permita la inclusión, social y productiva, de la población rural requiere de 
unas estrategias transversales necesarias para la articulación y coordinación de las políticas de 
acuerdo con las necesidades de la población y de los territorios, y de un componente 
complementario dirigido a la población más pobre, excluida hasta ahora de ambas formas de 
inclusión. En esta sección se exponen las recomendaciones para lograr ambos objetivos. 

La superación de pobreza, especialmente la multidimensional, implica la necesidad de una 
intervención multi-sectorial simultánea en los hogares y articulada en territorio, por lo cual la 
selección de beneficiarios es un elemento central y transversal a la estrategia de derechos 
sociales. Bajo un concepto de desarrollo rural integral con enfoque territorial, que exige 
reconocer en forma simultánea la interacción de personas y comunidades en un territorio, el 
éxito de los programas para la inclusión social y productiva dependerá de una focalización 
adecuada, no solo según las necesidades de los hogares sino también de los territorios. A 
pesar de las mejoras recientes, la alta incidencia en pobreza y pobreza extrema, y el alto 
número de hogares excluidos de los servicios sociales, evidencian no solo de un crecimiento 
económico desbalanceado que favorece algunos sectores sobre otros, sino también las fallas 
de la política social y el sistema de protección social, los cuales no siempre ha llegado de 
manera efectiva a los más pobres. La gran cantidad de programas e iniciativas sociales, cada 
una con sus propios criterios de selección, aislados y atomizados, al margen de una política 
nacional han resultado en ineficiencias y desarticulación de la política.  
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En este sentido, una adecuada selección de los beneficiarios de los programas sociales 
públicos, que asegure la protección social de alcance obligatorio y universal (como es nutrición, 
educación, salud y vivienda digna) al tiempo que maximiza la eficiencia del gasto público en los 
objetivos sociales, reforzando y acompañando prioritariamente a la población más pobre y 
vulnerable, es esencial en la estrategia de derechos sociales. Para esto, se propone la creación 
del Sistema Nacional de Información y Focalización que centralice el proceso de identificación y 
selección de los potenciales beneficiarios de los programas dirigidos a la población pobre y 
vulnerable, usando criterios poblaciones y territoriales, con base en la Plataforma Única de 
registro de programas sociales, y acompañado de una propuesta complementaria, que es el 
Sistema Nacional de Transferencias, para los programas de complemento de ingreso. 

La centralización del proceso de focalización permitirá coherencia y economías de escala en la 
articulación de intervenciones, hasta ahora inexistente en su mayoría, logrando sinergias y 
transiciones deseables para una atención integral y eficiencias en la expansión de coberturas, 
evitando asimismo la duplicación de esfuerzos. El éxito de un programa social no solo depende 
de la privación e inequidad que buscan reducir,  y su disponibilidad de recursos, sino también 
de los esfuerzos de los demás programas, su focalización y sus posibilidades de articulación. 
Por esto es necesario un ente coordinador que cuente con la información de las necesidades de 
la población y los territorios, además de la información de toda la oferta disponible, identificando 
complementariedades y transiciones óptimas. Este ente coordinador, deberá dar los 
lineamientos para identificar y seleccionar los beneficiarios y territorios de todos los programas 
públicos sociales, dirigidos a la población pobre y vulnerable5.  

Para esto, es necesaria la conformación de una plataforma única como parte del sistema 
nacional de información que se presenta en el capítulo institucional, y que permita identificar, 
monitorear, integrar y evaluar el conjunto de servicios sociales y transferencias de complemento 
al ingreso, dirigidas a las personas, familias y comunidades focalizadas. La plataforma deberá 
hacer uso de los principales instrumentos y registros actuales: SISBEN (calidad de vida), ficha 
Unidos (pobreza extrema, DPS), Pila (seguridad social, MS), Registraduría (identidad), 
estratificación (servicios públicos), los registros administrativos de los programas y servicios de 
educación, salud, Familias en Acción, ICBF, víctimas y otros, y priorizaciones territoriales 
(definidas por el MADR, en especial para programas de generación de ingresos) para definir la 
focalización, por territorios, y por necesidades de la población. Una vez implementado el 
Registro Único de Productores, que hace parte de la propuesta de la estrategia institucional de 
la Misión, el registro deberá usarse también como criterio preferente para la focalización de los 
programas de generación ingresos y, en particular, de agricultura familiar. 

Si bien en un principio la plataforma única deberá ser nacional, se debe incluir gradualmente la 
información de los municipios, permitiendo un flujo de información vertical, en ambas 
direcciones que permita identificar a nivel nacional las familias atendidas por iniciativas locales, 
y viceversa, para la mejor planeación y articulación en territorio. Otro punto esencial es la 
definición de convenios para entregas de información establecidas con interoperabilidad 

                                                
5 La  focalización se refiere los criterios poblacionales y territoriales que determinan  la población objetivo de cada programa. El 
diseño del principal instrumento de focalización (SISBEN) deberá seguir bajo el DNP. Se propone, por lo tanto, separar las 
funciones de diseño del instrumento de su aplicación. A su vez, la ejecución de cada política estaría, a su vez, bajo responsabilidad 
de las entidades competentes.  
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adecuada y siguiendo los lineamentos del DANE, y en donde no sea posible con procesos de 
cruce de registros para garantizar la actualización continua de la información6. 

Se recomienda que el Sistema de Único de Información y Focalización quede a cargo del DNP 
y el DPS, cada uno responsable de una etapa específica del proceso de focalización. El DNP 
será el responsable de la etapa de identificación, con el diseño de los instrumentos de 
focalización, en especial el SISBEN, y a cargo de la Plataforma Única de Registro de 
programas; de esta manera se aprovecharía su estructura multisectorial, velando por la 
interoperabilidad de todos los registros de programas. Con esto el DNP podrá proveer 
información necesaria, y de diferentes índoles (geográfica, productiva, etc.) para la planeación e 
identificación de potenciales beneficiarios de cada programa. Por su parte, el DPS será el 
encargado de, en compañía de cada entidad y/o sector, definir los criterios de entrada y salida 
según los objetivos de cada programa sobre los potenciales beneficiarios, definidos en la fase 
anterior. Es decir, estaría a cargo de la selección de beneficiarios y su articulación en territorio 
de todos los programas dirigidos a la población pobre y vulnerable. Aunque el liderazgo del DPS 
se limita a todos los programas dirigidos a la población pobre y vulnerable, más algunas 
articulaciones y transiciones deseables (como se mencionará más adelante con la focalización 
y/o acompañamiento hacía programas de generación de ingresos, así no sean específicos para 
esta población), el rol del DNP, y el sistema único de información cubrirá todo el universo de la 
población más allá de la población vulnerable.  

El papel asignado al DPS reconoce que, a través de sus distintas entidades y programas 
(ANSPE, ICBF, la UARV y Consolidación territorial), esta entidad ya cuenta con la información 
necesaria respecto a las necesidades y ubicación de la población para la focalización de los 
programas. Más aún, gracias a la presencia institucional en territorio y el acompañamiento 
social de UNIDOS, también cuenta con la herramienta operativa para llegar a esta población en 
los territorios. Un ejemplo exitoso de coordinación en la focalización por parte del DPS, es el 
programa de 100.000 viviendas gratis, ejecutado por el Ministerio de Vivienda, Ciudad y 
Territorio (MVCT) pero focalizado por el DPS7 con base en criterios de pobreza. La participación 
del DPS en la selección permitirá articular la oferta, redirigir y unificar esfuerzos hacía las zonas 
rurales, llegar de manera más integrada a las familias, identificar las mejores combinaciones 
según las necesidades de los individuos y sus familias, hacer seguimiento, y definir y anticipar 
trayectorias y transiciones deseables entre programas; todo ello contribuirá a una salida 
sostenible de superación de pobreza en el marco de un desarrollo con enfoque territorial8. Sin 
embargo, dadas las condiciones de los municipios rurales dispersos, el DPS debe agregar a su 
arsenal de instrumentos, la posibilidad de diseñar programas con criterios de focalización por 
territorios, pero con criterios universales, es decir programas en los que todos los residentes en 
ciertas zonas deben ser considerados como sujetos de la política9. 

                                                
6 La experiencia del Registro Único de Afiliados de programas sociales (RUAF) del anterior Ministerio de Protección Social y 
después Min Salud, dejó claro que el mayor reto del sistema es la continua actualización de registros y cruces.  
7 Ver la Ley 1537 de Junio de 2012 y el decreto 1921 de 2012. http://www.100milviviendasgratis.gov.co/ministerio/index.php /marco-
juridico/ 
8 Si bien el DPS queda a cargo de la coordinación deberá incluir los criterios territoriales definidos por el MADR en especial para las 
estrategias de inclusión productiva. 
9 Un punto esencial en el tema de focalización es la necesidad de romper con las divisiones poblacionales que generan inequidades 
al interior de los municipios, como son los proyectos de inversión específicos para población en situación de desplazamiento, y los 
Autos de la Corte que obliga la atención a esta población. Programas de superación de pobreza e inclusión productiva, deberán 

http://www.100milviviendasgratis.gov.co/ministerio/index.php%20/marco-juridico/
http://www.100milviviendasgratis.gov.co/ministerio/index.php%20/marco-juridico/
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Una segunda propuesta, complementaria a la centralización de la focalización y el sistema de 
información, es la creación de un Sistema Nacional de Transferencias Monetarias. Partiendo de 
que un esquema diferenciado de protección social, quizás transitorio, en tanto se cierran 
brechas y se consolidan estrategias de desarrollo rural territorial e inclusión productiva, debiera 
estar articulado con mecanismos de protección del ingreso, es necesario fortalecer el 
componente de transferencias para la población más pobre, incluyendo grupos hasta ahora 
excluidos y no participantes del mercado laboral, como son las mujeres y los adultos mayores. 
Si bien Más Familias en Acción cubre todos los hogares con niños en edad escolar, y Jóvenes 
en Acción cubre los jóvenes en educación media y profesional, faltan mecanismos que 
complementen el ingreso de los ocupados rurales y hogares sin hijos o con hijos mayores de 18 
años, así como de solo adultos mayores, los cuales tienen mayores tasas de pobreza10 y, 
según las tendencias demográficas, mayor presencia en las zonas rurales.  

En este sentido, se propone la creación del Sistema Nacional de Transferencias, a cargo del 
DPS, teniendo en cuenta su experiencia en el tema y montado sobre la plataforma ya existente 
de Más Familias en Acción. El sistema deberá integrar sobre la única plataforma todos los 
programas de complemento al ingreso, incluidos los programas de pagos por servicios 
ambientales o sociales (como los trabajos remunerados por servicios de cuidado de la mujer 
rural que se mostrarán más adelante) y los subsidios al adulto mayor11. Este sistema permitirá, 
por un lado identificar los “paquetes” de protección recibidos por las familias, evidenciando los 
vacíos y/o esfuerzos duplicados, y por otro, aprovechar la ventaja tecnológica de la plataforma, 
generando economías de escala en los pagos y coberturas12. Para esto se deberá expandir, 
con operativos similares de inscripciones, la plataforma de registro e información de MFA. 

Una tercera propuesta esencial para la articulación de los programas y su implementación 
efectiva en los territorios llegando a la población más vulnerable, es el escalamiento en las 
zonas rurales de la Estrategia Nacional de Superación de Pobreza (UNIDOS). Actualmente, la 
cobertura de UNIDOS está concentrada en las zonas urbanas: 60% en las cabeceras, 16% en 
los centros poblados y 24% en la población dispersa. Es necesario, invertir esta relación y 
aumentar la cobertura en las zonas rurales, especialmente en los municipios rurales dispersos 
donde la incidencia de pobreza es mayor13. El sistema de seguimiento y acompañamiento a las 
familias de UNIDOS, mediante los cogestores sociales, es el brazo operativo del DPS, que 
permitirá llegar a esta población más pobre y vulnerable, logrando una intervención simultánea, 
y una adecuada articulación en territorio de los programas sociales, tanto nacionales como 
locales. Será también necesario dotar con más dientes a la estrategia, logrando integrar 

                                                                                                                                                        
tener priorización poblacional y territorial, pero en algunos casos universales, en municipios donde toda la población es vulnerable, 
así después se reporte por separado la población desplazada atendida. 
10 De acuerdo con los cambios demográficos evidenciados en las zonas rurales, cada vez hay mas hogares en etapa de salida (con 
hijos mayores de 18 años), los cuales, una vez los hijos cumplen 18 años y dejan de recibir MFA se quedan sin mecanismos de 
protección y se enfrentan a bajas opciones de formación y escazas opciones de trabajo CEPAL (2014b). También hay un aumento 
generalizado de parejas mayores sin hijos.  
11 Los problemas en el pago de los subsidios del mantenimiento a los jóvenes de quiero estudiar, del nuevo programa “Ser Pilo 
Paga” evidencian la ventaja comparativa que ya tiene el DPS en los procesos de bancarización y pago.  
12 La plataforma permitirá monitorear el ingreso percibido por las familias, sumando las transferencias pero evitando al mismo 
tiempo desincentivos perversos por la duplicidad de programas, al establecer montos superiores a un “techo” establecido y criterios 
progresivos de gradualidad y de promoción. Sin embargo, es importante aclarar que la centralización del pago no es para garantizar 
un ingreso básico universal, sino la suma derivada de los diferentes programas de transferencias a los que la familia sea 
beneficiaria. Los objetivos de cada programa serán independientes y sin eliminar por ejemplo las condicionalidades de MFA. 
13 Por restricciones presupuestales para el 2014-2018, UNIDOS va a concentrar cobertura en el Caribe y el Pacífico. Esta se deberá 
concentrar en zona rural, y se deberá además presupuestar el aumento en cobertura al menos en municipios rurales dispersos.  
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agendas sectoriales para que sea más efectivo como instrumento de gestión de oferta social y 
productiva. El liderazgo del DPS en la selección de beneficiarios será esencial en este punto.  

La propuesta de redistribución geográfica de UNIDOS que actualmente adelanta la ANSPE, es 
un buen punto de partida. Según Angulo (2014), busca redistribuir la cobertura actual (1,4 
millones de familias acompañadas) y/o aumentarla en los municipios más rurales al tiempo que 
en los más pobres, mientras se desmonta gradualmente la estrategia en las grandes ciudades, 
según la disponibilidad y las restricciones de recursos. Este punto de desmonte gradual en las 
ciudades, liberando recursos para invertir en las zonas rurales, es válido para otros programas 
sociales, especialmente las transferencias monetarias, dados los mayores desafíos que 
enfrentan en las zonas rurales.  

Por último, una propuesta transversal para lograr una doble inclusión de la población más pobre 
rural, es la mayor articulación y transición entre los programas de superación de pobreza y 
generación de ingresos, lo que implica una mayor coordinación entre el DPS y el MADR. Si bien 
la estrategia de inclusión productiva se presenta en otro documento, es necesario un 
componente complementario dirigido hacía la población más pobre y vulnerable. Teniendo en 
cuenta que las menores capacidades y el bajo acceso activos de esta población, combinado 
con la falta de infraestructura, bienes públicos y mercados inadecuados a los que se enfrentan, 
dificultan su acceso y éxito en proyectos productivos a gran escala, es necesario el diseño de 
un componente y un acompañamiento especial para esta población que se enfoque en el 
desarrollo de capacidades básicas y generación de ingresos de pequeña escala por parte del 
DPS, al menos mientras se cumplen unas condiciones óptimas para la transición hacía las 
líneas más grandes de inclusión productiva del MADR. En este sentido, el DPS deberá 
garantizar una atención integral a la población pobre y vulnerable (con la atención simultánea 
de estas familias en las diferentes dimensiones posibles por su liderazgo en la focalización) 
pero con criterios  claros de transición y promoción hacía estrategias universales de inclusión 
productiva y generación de ingresos del MADR u otras entidades. Por ejemplo, será necesario 
un acompañamiento adicional a las familias vulnerables por parte del DPS y su acceso 
preferente al Fondo de Desarrollo Rural y demás programas de generación de ingresos del 
Ministerio, como son obras de infraestructura y empleos temporales, al menos mientras superan 
su condición de mayor vulnerabilidad14.  

Una propuesta exitosa en este sentido es seguir el modelo que se está ejecutando en México a 
través de la plataforma del programa mexicano de transferencias condicionadas (Prospera, 
antes Progresa/Oportunidades). De acuerdo con RIMISP (2014) el programa “Territorios 
Productivos”, busca que los beneficiarios del programa de transferencias condicionadas, de 15 
territorios seleccionados, tengan acceso a los programas de fomento productivo ya existentes, 
con un doble objetivo, superación de pobreza y aumento de la productividad de la pequeña 
agricultura, en territorios donde predomina la producción agropecuaria. Una articulación así 
implica el diseño de un programa a gran escala de generación de ingresos por parte del MADR, 
que en articulación con el DPS para la focalización y el acompañamiento integral, incluyendo la 
gestión de oferta de otros sectores, permita incrementar las capacidades de la población pobre 
y vulnerable, y su transición hacia estrategias sostenibles de generación de ingresos. 

                                                
14 En este punto será clave el Registro Único de Productores para  la articulación entre el DPS y el MADR el cual permitirá focalizar 
por pobreza y por actividad agropecuaria. 
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4. Nutrición adecuada y seguridad alimentaria 

Garantizar y promover la nutrición y la seguridad alimentaria15 implica varias estrategias, entre 
ellas las que buscan generar capacidades productivas de los hogares (generación de ingresos), 
que en algunos casos puede estar asociadas a autoconsumo, los programas de acceso a 
mercados, y la suficiencia y disponibilidad de la producción local o externa. La estrategia a gran 
escala de inclusión productiva que permita la generación de ingresos suficientes y sostenibles 
de la agricultura familiar, apoyada por programas de asociatividad, compras públicas de 
productos locales de pequeños productores e inversiones en infraestructura y bienes públicos 
serán esenciales para garantizar una adecuada seguridad alimentaria y nutricional. Esta 
estrategia se analizará en otros documentos de la Misión. 

El primer reto para garantizar la nutrición mínima y la seguridad alimentaria de toda la población 
rural es la adecuada organización institucional para la articulación y coordinación de la oferta de 
las distintas entidades. En este punto es esencial fortalecer la Comisión Intersectorial de 
Seguridad Alimentaria  y Nutricional – CISAN. Esta deberá reforzar la oferta en la zona rural con 
claros mecanismo de alertas tempranas, respuestas ante emergencias y una atención 
diferenciada. En este punto será además esencial la articulación con las Secretarias de 
Agricultura de los Departamentos o entidades que hagan sus veces. 

Para los hogares más pobres, especialmente en las zonas rurales más apartadas, donde los 
problemas son esencialmente de medios económicos y bajo acceso, estos programas deberán 
ser complementados con subsidios a la demanda, ya sea mediante transferencias de ingresos 
mencionados en la sección anterior, o en especie. Esto para garantizar la nutrición adecuada 
mínima como derecho fundamental. Para este último, se recomienda hacer un énfasis y en los 
niños, niñas y adolescentes, mediante los programas de alimentación escolar y los paquetes 
nutricionales complementarios del ICBF. Una primera propuesta es la universalización del 
programa de alimentación escolar, el cual deberá llegar a todos los colegios de las zonas 
rurales y a todos los niveles (no solo primaria), comenzado por los colegios en la zona dispersa 
de los municipios más rurales. 

Se propone, por otra parte, el diseño de un programa de seguridad alimentaria en gran escala 
que permita atender y acompañar a las familias de los municipios rurales y rurales dispersos, 
prioritariamente la población dispersa con alto riesgo de inseguridad alimentaria. Si bien es 
posible partir del Programa de Red de Seguridad Alimentaria (RESA) del DPS, este tendrá que 
ser: (i) rediseñado para abarcar todas las zonas rurales (o municipios priorizados) llegando a 
población dispersa en municipios de baja densidad territorial y con la flexibilidad necesaria para 
adaptarse a las condiciones de los territorios: y (ii) evaluado, para identificar los impactos reales 
del programa y los componentes que se deberían reforzar, como el acompañamiento, talleres 
comunitarios, capital semilla para autoconsumo o capacidad de respuesta institucional, entre 
otros. La focalización y cobertura de este nuevo programa RESA Rural sería con base en los 
                                                
15 La Constitución Política de Colombia establece el derecho a la alimentación equilibrada como un derecho fundamental, por lo 
demás reconocido en los derechos humanos y los Objetivos de Desarrollo del Milenio de la ONU. Aunque la seguridad alimentaria y 
nutricional incluye cuatro componentes (acceso, consumo, disponibilidad, e inocuidad y utilización biológica), este documento hace 
un énfasis en la dimensión de medios económicos que permita el acceso y consumo con el objetivo de garantizar una alimentación 
suficiente, oportunidad y adecuada para toda la población. Dada la alta prevalecía de pobreza extrema y bajo consumo, este es el 
principal problema en Colombia.  
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criterios de ruralidad de la Misión, cruzado con indicadores de pobreza e inseguridad 
alimentaria y articulado con el acompañamiento integral a la población más pobre16. 

Una estrategia adicional transversal es la educación en hábitos saludables. Se propone un 
componente educativo como parte del currículo de todos los colegios rurales17. Este deberá 
escalarse bajo los lineamientos del MEN18 y ser adaptado a las necesidades y condiciones de 
los territorios por los gobiernos locales. En la evaluación de este componente, CRECE (2006) 
mostró resultados positivos en la producción, utilización y consumo de alimentos, además de 
mejoras en los hábitos saludables de los niños y externalidades positivas por intercambios de 
conocimiento entre los niños y jóvenes, las familias y la comunidad.  

5. Educación de calidad para la inclusión social y productiva 
de la población rural y la competitividad  

El acceso a una educación de calidad es la principal herramienta de una estrategia integral de 
desarrollo, en tanto que permite superar la reproducción intergeneracional de la pobreza y la 
desigualdad y generar movilidad social. En este sentido, la educación es un objetivo en sí 
mismo, como parte de la estrategia de derechos sociales para la inclusión social y, a su vez, un 
medio esencial para las estrategias de inclusión productiva y competitividad.  

El avance en este campo debe estar basado en cuatro elementos prioritarios. Tres deberán 
estar dirigidos a solucionar los principales problemas de la educación rural definidos en el 
diagnóstico: analfabetismo, limitada cobertura en educación secundaria y media y en menor 
grado preescolar, y calidad y pertinencia en todos los niveles educativos. El cuarto es una 
estrategia transversal institucional. A ellas se agregan otros elementos, como los subsidios a la 
demanda para la población más vulnerable como incentivo al acceso, y un sistema de 
información y seguimiento. En todas los casos es necesario impulsar estrategias de atención 
diferenciadas según las características de cada territorio, en el mismo marco de desarrollo rural 
con enfoque territorial, teniendo en cuenta la concentración o dispersión de la población y 
posibilidad de transporte escolar. 

Para eliminar el analfabetismo en las zonas rurales se propone crear un programa de 
“Analfabetismo Cero” por parte del MEN19, focalizado por el DPS de acuerdo con las estrategias 
de coordinación y articulación antes presentadas. El programa deberá ser diferenciado según la 
edad de la población articulando los módulos básicos con otra oferta pertinente. Para los 
adultos entre 30 y 50 años, se propone articular los cursos cortos de alfabetización de adultos 

                                                
16 Este programa deberá tener, además, un claro mecanismo de seguimiento y alertas tempranas, y protocolos de emergencia para 
responder a crisis de seguridad alimentaria por cambios climáticos o choques de oferta adversos en el marco de la Comisión 
Interinstitucional de Seguridad Alimentaria. Podría estar a cargo del DPS, en alianza con el MADR. 
17 Un ejemplo exitoso es el modelo de Escuela y Seguridad Alimentaria, de la estrategia de educación rural del Departamento de 
Caldas. El objetivo central de Escuela y Seguridad Alimentaria es integrar contenidos pertinentes y útiles orientados hacia la 
seguridad alimentaria en los currículos de las escuelas de educación básica, mediante un componente teórico y uno práctico para 
promover en los estudiantes el desarrollo de competencias que contribuyan al  mejoramiento de la calidad de vida de las familias 
rurales. Ver Leivobich (2007).  
18 Dada la experiencia de RESA del DPS, el programa podría ser en articulación con el DPS, para el diseño de con un modelo 
nuevo como RESA Escolar que sea parte del currículo de los colegios rurales. 
19 Este es el programa recientemente lanzado por el Ministerio de Educación. 
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con la oferta de certificación de competencias y educación continuada del SENA; y para 
personas entre 15 y 30 años se propone relacionar la apuesta por alfabetización a una 
estrategia complementaria por la nivelación educativa por medio de la articulación del programa 
con los Ciclos Lectivos Especiales Integrados (CLEI) de educación para adultos del MEN. En 
todo caso, la operación del programa en territorio debe ser suficientemente flexible para atender 
a la población rural dispersa, evitando que la oferta quede concentrada en las zonas urbanas de 
más fácil acceso, como normalmente ocurre, dados los requerimientos de grupos de un tamaño 
mínimo. Esta estrategia podrá apoyarse en iniciativas de responsabilidad social del sector 
privado y otras del sector solidario. 

El problema de cobertura en educación secundaria y media es esencialmente el rezago en 
infraestructura educativa, sumado a los mayores costos de funcionamiento y mantenimiento 
asociados a la atención en zona rural dispersa. Se propone la definición de un Plan Maestro de 
Construcción de Infraestructura Rural que tome en cuenta criterios de focalización geográfica, 
según densidades poblacionales, potenciales demandantes de educación en los distintos 
niveles de formación, distancia a centros urbanos para alcanzar economías de escala, 
disponibilidad de docentes, infraestructura vial y posibilidades de transporte escolar. Con estos 
elementos se debe diferenciar las áreas geográficas donde sea posible la reintegración de 
sedes, concentrando todos los niveles en una sede única, de aquellas donde, debido a 
distancias y barreras de acceso, esto no es posible, por lo que es necesario, en todo caso, una 
mejor gestión institucional y una adecuada evaluación y seguimiento20. En ambos casos se 
deberá prestar especial atención a la calidad de los docentes y la infraestructura. En el primer 
caso será necesario, además, implementar un esquema de transporte escolar que combine 
recursos que se integren progresivamente en el Sistema General de Participaciones (SGP) con 
el propósito de facilitar el acceso de la población a dichos establecimientos. 

Dentro del Plan Maestro se proponen tres intervenciones particulares, diferenciadas según las 
características de los territorios: (i) Construir mega-centros de educación para jóvenes rurales. 
Esta infraestructura permitirá unificar en un solo sitio la oferta de educación secundaria, media y 
programas de educación técnica y tecnológica (con la articulación media-técnica) pertinentes al 
contexto rural21. En este punto será clave la articulación del SENA y los Centros Regionales de 
Educación Superior - CERES, bajo los lineamientos del MEN. (ii) Construir internados de alta 
calidad en las zonas rurales dispersas y en territorios priorizados para la construcción de paz. 
Estos internados se priorizarán en aquellas zonas rurales que tienen los niveles de dispersión 
poblacional más altos, razón por la cual no resulta costo eficiente la construcción de sedes a 
nivel municipal o veredal. Estos internados requerían de mayores subsidios a la oferta por parte 
del gobierno y podrán ser administrados por entidades privadas solidarias22. (iii) Construir 
colegios para la promoción de la vocación agrícola y de la empleabilidad para empleos 
agrícolas y no agrícolas relacionados con las cadenas de valor alimentarias del territorio. Por 
último, teniendo en cuenta la participación del sector agropecuario en la generación del empleo 

                                                
20 La posibilidad de crear sedes subsidiarias en la zona rural que dependen de una sede única, nace como respuesta a los 
problemas de acceso, transporte y dispersión, y en la mayoría de los casos ha permitido incrementos en cobertura. 
21 Actualmente estos niveles están fragmentados entre varios centros educativos y es una de las principales razones para la  
deserción de los jóvenes. Esta inversión debe ir acompañada de una inversión en servicio de transporte escolar y alimentación. 
22 Un punto esencial será la regulación de calidad y mejoramiento de los internados existentes, los cuales se encuentran en pésimas 
condiciones de infraestructura y dotación. La dirección del MEN deberá definir los criterios mínimos de calidad y ejercer una 
monitoria esencial sobre los mismos. 
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y la necesidad de contar con una educación de alto nivel con tecnología y desarrollo para el 
“relevo generacional”, se propone la construcción de unos colegios agrícolas localizados en 
municipios claves para el desarrollo productivo agropecuario, que incluyen como mínimo hasta 
educación técnica y tecnológica mediante la articulación media-técnica23.  

El plan de infraestructura incrementará la cobertura  de educación  secundaria, media y superior 
(técnica y tecnológica) en las zonas rurales. Frente a educación superior profesional, distinta del 
SENA, se deberán realizar convenios con universidades (públicas y privadas) para que 
descentralicen la oferta en convenios con sedes más rurales, empezando por los mega-centros 
antes propuestos, como es el caso de Utopía en Yopal con la Universidad de la Salle. Por otro 
lado, deben integrarse los recursos a los jóvenes rurales en los programas de subsidios a la 
demanda como son Jóvenes en Acción, y el nuevo programa de becas del MEN24. 

Frente al tema de cobertura en preescolar, será necesaria una inversión en transición en los 
colegios, donde el grado de ruralidad y la demanda lo permitan, ligado a la creación de aulas y 
reintegración de sedes. Donde esto no sea posible, la estrategia debe descansar sobre la 
expansión de oferta de los Centros de Desarrollo Integral de la estrategia de primera infancia 
que se tratará más adelante, la cual incluye educación inicial y el monitoreo de las transiciones 
necesarias hacía los modelos flexibles de educación, que permiten la entrada de niños menores 
a 7 años, edad mínima en los colegios tradicionales, por lo que son cursos multigrados con la 
metodología flexible, lo que permite incluir transición. En todo caso, se debe profundizar las 
campañas de sensibilización sobre los beneficios de la educación preescolar, de manera que 
los padres opten por participar en los programas en las modalidades familiar o institucional. 
Mayores opciones de transporte pueden incidir en este tipo de elecciones. 

Finalmente avanzar en términos de calidad y pertinencia en la educación rural implica dos 
iniciativas complementarias: por un lado, la homogenización y definición de estándares mínimos 
de calidad en los modelos flexibles y, por otro, una política de formación docente. 

Si bien se debe hacer un esfuerzo por la integración de sedes y la construcción de colegios 
integrados de mayor tamaño, donde sea posible, dada la disponibilidad de docentes, en las 
zonas más rurales más dispersas será necesario una apuesta por fortalecer y mejorar la calidad 
de los modelos flexibles; esto tiene en cuenta, además, que en 2013 un poco más de la mitad 
de todos los estudiantes rurales estaban en algún modelo flexible. Para esto, se propone por un 
lado, aprovechar los desarrollos innovadores de los modelos flexibles, pero regulando el 
portafolio de modelos autorizados, incluso limitando el número (actualmente el MEN tiene 
registrados 23 modelos), privilegiando los que sean más eficientes en términos de cobertura, 
calidad y pertinencia, y, por otro, proveer los recursos para capacitación situada de docentes y 
para la actualización de canastas e insumos pedagógicos (que en muchos casos están 
desactualizados) y demás acciones complementarias necesarias. Los lineamientos del MEN, 

                                                
23 Para la implementación de estos colegios se requiere una acción conjunta entre el Ministerio de Educación Nacional, el SENA y el 
MADR. Estos colegios deberán  integrar aspectos de educación basada en modelos flexibles pertinentes para zonas rurales, 
complementada en la medida de lo posible con producción para autoconsumo de los estudiantes, estrategias de emprendimiento 
rural y oportunidades para diversificación económica dentro de las cadenas de valor alimentarias, prácticas para los jóvenes rurales 
como parte de la articulación media-técnica y planes locales de seguridad alimentaria. 
24 En ambos casos se deberá destinar unos recursos (cupos) específicos para jóvenes rurales, para que estos puedan entrar a las 
universidades en las grandes ciudades en todas las carreras, cubriendo el costo de transporte y otros costos asociados, y 
garantizando el acceso. Al menos mientras se solucionan problemas de oferta y acceso. 
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también deberían buscar integrar todos los ciclos de formación, desde primaria hasta educación 
superior, alrededor de unas competencias laborales generales o “habilidades para la vida” 
(liderazgo, habilidades comunicativas, auto-eficiencia, desarrollo empresarial, entre otras) las 
cuales son a veces más importantes para los resultados del mercado laboral que las 
habilidades cognitivas (Heckman et al., 2006), aprovechando los modelos flexibles e integrar 
proyectos transversales como Proyectos Pedagógicos Productivos25, seguridad alimentaria y 
formación ciudadana. Todo esto se debe llevar a cabo sin eliminar la posibilidad de adoptar un 
currículo único nacional, dado que los conocimientos básicos y la formación en competencias 
no son sustitutos.  

Los modelos flexibles han sido exitosos no solo por su aumento en cobertura ante restricciones 
de infraestructura, docentes y recursos, sino también porque permiten adaptar los currículos 
educativos y las pedagogías a las necesidades específicas de los territorios y las poblaciones, 
acoplarse a temporadas de producción agropecuaria y mayor eficiencia en la articulación de 
otros proyectos transversales y productivos (Sheifelbein, 1999). La evaluación reciente de los 
modelos flexibles del DNP (2014a), evidenció que hay efectos positivos de los modelos 
flexibles, los cuales tienen en promedio menores tasas de deserción que los modelos 
tradicionales rurales y, además, impactos positivos en los resultados de las pruebas donde los 
estudiantes de modelos flexibles en zona rural presentaron mejores promedios que sus 
contrapartes rurales de colegios tradicionales. Sin embargo, hay una alta heterogeneidad en los 
resultados e impactos al interior de los diversos modelos analizados y una brecha de calidad 
importante frente a los urbanos. Según la evaluación, los factores críticos más relevantes son la 
baja disponibilidad de recursos que algunas Secretarias de Educación Certificadas asignan a la 
estrategia, sumado a la poca capacidad de gestionarlos con el sector público y privado y la 
desactualización de las canastas educativas. 

En términos de aumentos en la calidad, el modelo flexible de mayor trayectoria, Escuela Nueva, 
ha mostrado los mayores impactos tanto nacionales como internacionales26. El modelo Escuela 
Nueva es también el modelo pedagógico utilizado por la alianza entre la Federación Nacional de 
Cafeteros y la Gobernación de Caldas para promover la educación rural con excelentes 
resultados en todo el departamento. Aparte de usar la base de escuela nueva, la estrategia 
logra integrar todos los niveles de formación, desde primara hasta superior, bajo la misma 
metodología con el componente de “Universidad en el Campo”27, con énfasis en competencias 

                                                
25 Los Proyectos Pedagógicos Productivos han mostrado impactos positivos en términos de generación de ingresos y asociatividad, 
aumentando también la probabilidad de éxito de los emprendimientos futuros de los jóvenes, además de otros impactos positivos en 
sus familias y la comunidad. Ver CRECE (2002) 
26 Cuando se hizo la apuesta por escalar el modelo en primaria, los estudiantes de tercero y cuarto grado de las zonas rurales 
presentaron mejores resultados que los de las zonas urbanas, exceptuando los de las grandes ciudades capitales, con efectos 
también positivos en asistencia escolar. Ver el Primer Estudio Internacional Comparativo realizado por el Laboratorio 
Latinoamericano de Evaluación de la Calidad de la Educación - LLECE (1998). En la evaluación del DNP (2014), Escuela nueva 
también presenta uno de los mejores impactos, y fue el modelo adoptado recientemente por Vietnam, después de unos pilotos en 
las zonas más dispersas, con excelentes resultados en calidad. 
27 A través de un convenio, tres universidades diseñaron oferta técnica y tecnológica bajo el modelo pedagógico flexible de Escuela 
Nueva, ofreciendo los programas directamente en las escuelas rurales, y con la posibilidad de que los estudiantes continúen con 
estudios profesionales posteriormente en la sede base de las Universidades. Para el 2014, el convenio incluye a las Universidades 
de Caldas, de Manizales y Católica de Caldas. Se ofrecen 6 programas diferentes de técnica y tecnológica. El diseño de los 
currículos y la oferta abierta se basó en las demandas y preferencias de los jóvenes y la vocación productiva y requerimientos de 
los municipios y el sector privado. Ha tenido efectos en el aumento en cobertura, no solo de educación superior (al llevar la oferta a 
los colegios rurales más dispersos), sino también en los niveles anteriores, puesto que actúa como un incentivo para la 
permanencia de los jóvenes en el sistema educativo. De acuerdo con las bases del plan estratégico 2015-2020, la Federación 
Nacional de Cafeteros se ha propuesto escalar este modelo exitoso en los demás territorios cafeteros como eje central para una 
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laborales, y ha mostrado resultados exitosos en mejoras en la calidad y pertinencia de la 
educación, y en la inclusión productiva de los jóvenes. Este modelo puede ser un punto de 
partida para escalar y homogenizar estas intervenciones a nivel nacional, y útil para definir los 
lineamiento necesarios para la integración de ciclos educativos en las zonas rurales.  

La segunda recomendación frente a calidad y pertinencia es poner en marcha una política de 
formación y capacitación de docentes que permita atraer y retener mejores profesionales en las 
zonas rurales y mejorar los instrumentos de evaluación de los mismos28. La formación de 
docentes en los lugares donde están localizados, desarrollada actualmente a través del 
Programa Todos a Aprender y el Programa de Educación Rural con el Desarrollo Profesional 
Situado, debe estar articulada con las metodologías de los modelos educativos flexibles que se 
prioricen en las zonas rurales y como parte de la política de formación docente incluso desde 
las facultades de educación y los colegios normales. Estos últimos deberán reconocer la 
heterogeneidad de las zonas rurales y, por ende, enseñar desde las mismas las metodologías 
flexibles. Esto evitaría la duplicación de esfuerzos, hoy existentes, por parte de las secretarias 
municipales u otros programas en la capacitación en estos modelos a los docentes en los 
colegios rurales. Será también necesario aumentar el salario destinado  a los docentes de las 
zonas rurales y la plena cobertura de costos de transporte en los que incurren los docentes en 
sus actividades educativas, e incluir esquemas contractuales que garanticen tiempo mínimo de 
permanencia en las zonas rurales con incentivos para la promoción y mayores beneficios 
después, atrayendo así a los más capacitados y evitando problemas de selección adversa. 

La estrategia transversal es la creación de una Dirección de Educación Rural de carácter 
permanente dentro del Ministerio de Educación Nacional (MEN), similar al grupo de trabajo 
especializado que se tenía en los años iniciales de ejecución del Programa de Educación Rural 
(PER)29, pero que no dependa solo de financiamiento externo para garantizar su continuidad y 
sostenibilidad, con recursos de funcionamiento por parte del Estado. Esta dirección deberá 
formular los lineamientos y definir las estrategias para la planeación de largo plazo, incluidas la 
puesta en marcha y manejo de la política de educación rural y estrategias transversales como 
los proyectos pedagógicos productivos, y de formación ciudadana, y las de intervención directa 
a la oferta en los colegios rezagados30. 

Mejorar la institucionalidad implica, además, fortalecer e integrar a las Secretarias de Educación 
de los Departamentos para la definición de oferta pertinente según las necesidades de la 
población, la demanda laboral y las apuestas productivas locales. La Dirección de Educación 
Rural deberá fomentar la capacidad institucional local, acompañar el Proyecto Educativos 
Institucional- PEI garantizando la importancia de lo rural, y dar los lineamientos y estándares 
básicos de calidad para la ejecución de políticas planes y programas y la gestión territorial31. Un 

                                                                                                                                                        
educación de calidad hacía la competitividad. Ver bases para el nuevo Plan Estratégico de la caficultura colombiana, adoptado por 
el LXXX Congreso Nacional de Cafeteros. Carta del Gerente. 237.  
28 En lo referente a recomendaciones de evaluación docentes, ver también Barrera-Osorio et al (2012)   
29 Ver al respecto García et al. (2014) y frente a los resultados exitosos de la primera etapa del Programa de Educación Rural 
(PER),  Rodríguez y Sánchez (2009). 
30 La propuesta de una Mesa Intersectorial para la Educación Rural del PND 2014-2018, “Todos por un nuevo país”, es interesante 
para la articulación ente diferentes actores pero deberá de tener un responsable claro dentro del MEN líder de la estrategia rural y a 
cargo de la coordinación y resultados. De ahí la propuesta de una dirección permanente. 
31 La propuesta de dirección permanente en el MEN, debe ir acompañada de un esquema similar en las Secretarías de Educación. 
De acuerdo con el PER, falta en lo territorial una unidad especializada en ruralidad que permita sostenibilidad a las iniciativas que 
se emprenden. Las plantas actualmente son insuficientes incluso para tener un funcionario que se dedique al tema. Desde el MEN, 



LA ESTRATEGIA DE DERECHOS SOCIALES PARA LA INCLUSIÓN SOCIAL DE LA POBLACIÓN RURAL 

25 

complemento esencial es la creación de un sistema de seguimiento y monitoreo que permita 
hacer seguimiento a los estudiantes para su retención en el sistema educativo. Esta plataforma 
deberá estar centrada en la organización institucional territorial, que siga a los alumnos, se 
encargue de ellos, planee las transiciones necesarias entre niveles con la oferta local y ordene 
la oferta ajustada a condiciones de la demanda (niños y jóvenes), dada la alta deserción entre 
niveles educativos. También se involucrará al sector privado, incluidas las organizaciones 
campesinas, tanto en el desarrollo de los programas de formación profesional y su 
implementación, como en la identificación de oportunidades para pasantías. 

Frente a recomendaciones complementarias para incentivar la demanda, es necesario continuar 
y reforzar los incentivos como Más Familias en Acción del DPS y el Programa de Alimentación 
Escolar, que como se menciona en la parte de seguridad alimentaria, debe ser universal, 
cubriendo además todos los niveles en los colegios de las zonas más rurales. 

6. Acceso y modelos flexibles de atención en salud en las 
zonas rurales 

El mayor reto de salud en las zonas rurales es superar las barreras de acceso a las que se 
enfrentan las familias rurales. La normatividad e institucionalidad del sector muestran que los 
problemas de financiación no son el mayor obstáculo para el acceso a la atención en salud, por 
lo que el reto de la política pública es más de gestión y organización de los servicios. Esto 
implica  avanzar en el rediseño de formas de operación del sistema de seguridad social y, en 
particular, reforzar los mecanismos de oferta. La política se debe concentrar, por lo tanto, en 
acercar la oferta y desarrollar modelos de atención y organización institucional alternativos, en 
ambos casos con un adecuado enfoque de salud pública, con énfasis en prevención de 
enfermedades y promoción de la salud32.  

La principal estrategia es fomentar un modelo dual que continúe con los subsidios a la demanda 
en los centros urbanos, pero que fortalezca los subsidios a la oferta en los municipios rurales y 
rurales dispersos. En ausencia de competencia y ante restricciones de oferta por la ausencia de 
economías de escala para atenciones especializadas, la oferta pública (o contratada por el 
sector público) será la única capaz de asegurar la existencia de los servicios. Los subsidios 
deberán ser directos a la oferta con énfasis en los instrumentos de oferta de atención extra-
hospitalaria y móvil, llevando por lo tanto los servicios a la población hasta ahora excluida. Los 
subsidios a la oferta deberán también contar con una asignación geo-referenciada hacia la 

                                                                                                                                                        
habria que ampliar la planta administrativa, incluyendo esta Dirección como área misional de las Secretarías. También se deberá 
revisar el sistema de organización que tienen los establecimientos educativos en las zonas rurales la asociación, o fusión entre 
sedes educativas no resulta muy eficiente en materia administrativa; un rector con 20 sedes rurales a largas distancias no las 
alcanza a administrar, y en ocasiones ni siquiera las conoce. 
32 La mayor complejidad en el perfil epidemiológico de las zonas rurales, que en vez de responder a una transición epidemiológica 
responde más bien una acumulación, debido a que todavía se presentan enfermedades infecciosas y de malnutrición, pero también 
enfermedades crónicas (cardiovasculares y diabetes, por ejemplo) requieren una gran acción de prevención, como eje transversal a 
los modelos flexibles de prestación de servicios con diferentes niveles de atención y sistemas de remisión. 
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población rural por parte de un hospital base33 y ser progresivos frente a las categorías de 
ruralidad.  

Transitar hacía un modelo dual también implica una redistribución de funciones y una revisión 
de los costos. Aquellas actividades que las EPS no puedan cumplir, por ejemplo algunas 
funciones de prevención por la dispersión y la falta de infraestructura, deberán ser 
responsabilidad pública mediante subsidios directos a la oferta, a través de instrumentos como 
los promotores de salud; por ello deberían estar excluidas del costo de los servicios de las EPS, 
para evitar doble contabilidad34. Cuando sea conveniente, los recursos se girarán directamente 
a las entidades que prestan los servicios (IPS), como ya se ha estado haciendo. El esquema 
dual exige, además, una revisión de la canasta de costos de la salud rural, para ajustar la UPC 
(contributiva y subsidiada), teniendo en cuenta los costos de transporte y acompañamiento, las 
actividades extramurales, así como las de promoción y prevención y la prestación de 
incapacidad por salud, actualmente excluidos en el POS. Más aún, estos deberían ser 
diferenciales por regiones según los cálculos de perfiles de riesgos35.  

El Ministerio de Salud, en asocio con las Secretarías de Salud de los Departamentos, deberá 
entonces regular la escala que permita la existencia de un único o de varios oferentes por 
grandes tipos de servicios, y asegurar la integralidad de la cobertura mediante seguros, 
sistemas de remisión y/o de atención descentralizada según distancias a los distintos centros de 
atención de mayor complejidad y grados de ruralidad. En el desarrollo de estos modelos 
flexibles, será necesario adaptar los actuales modelos de aseguramiento a las zonas dispersas, 
como el modelo de Guanía que se menciona más adelante. La experiencia de algunas EPS, 
como las EPS indígenas y algunas que gestionan el régimen subsidiado, muestran innovación y 
operación sostenible, de cuyo análisis se pueden obtener modelos para ser replicados. Unos 
ejemplos de oferta móvil exitosos son los servicios de salud que prestan las unidades móviles 
del ICBF, Patrulla Aérea y Médicos sin Fronteras, que alcanzan a comunidades antes excluidas 
a través de centros móviles, semipermanentes y permanentes, según distancia a la base y 
dispersión de la población (MSF, 2014). Estos modelos alternativos tendrían que 
institucionalizarse y regularse dentro del único, o número limitado de prestadores en zonas 
rurales con subsidios a la oferta para cubrir el mayor costo de los servicios extramurales. Por 
último, si bien la separación que se produjo con la ley 100/93 entre la gestión del sistema (en 
las Secretarías de Salud) y la dirección de la prestación de servicios (hospital o centro de salud, 
según el caso), es razonable a escalas apreciables, en las pequeñas escalas ha producido un 
aumento de costos administrativos y dilución de responsabilidades. Actualmente el régimen 
subsidiado está obligado a contratar el 60% de su operación con prestadores públicos. Una 
reintegración de funciones será pertinente, diferenciando por tamaño de municipios, donde ello 
sea relevante.  

                                                
33 El país ya tuvo una experiencia, en este sentido, mediante la contratación de unidades móviles por prestación de servicios. El 
modelo fracasó porque no era financieramente viable (se pagaba por viaje y no un salario mensual). La propuesta acá presentada 
prevé tener gente contratada de planta que preste tales servicios. 
34 En otros casos, se deberán establecer en los contratos de las EPS indicadores específicos para estos servicios, que pueden ser 
vigilados y monitoreados desde el Ministerio. 
35 Un propuesta en este sentido es implementar encuestas sobre el estado y la necesidades de salud representativas a nivel 
regional para calcular los costos per cápita. Según un estudio realizado por la Universidad Javeriana en alianza con GestarSalud, 
hay altas diferencias en los costos y necesidades regionales que deben reconocerse en la financiación de los distintos agentes del 
sistema. 
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Un punto regulatorio crítico frente al tema de seguridad social en salud, es la segmentación 
institucional de la (poca) población afiliada al régimen contributivo en zonas rurales (19% del 
total de afiliados) y en pequeñas cabeceras. Parece razonable que adicional a los modeles de 
atención, el rediseño institucional limite el número de EPS que pueda actuar en territorios según 
la magnitud de la población y su dispersión, tanto para reducir costos de transacción 
innecesarios, como para tener una mejor distribución de los riesgos entre ellas y redes de 
servicios. Una estrategia de mediano plazo sería una transición gradual hacia una afiliación 
obligatoria y única al régimen subsidiado en todos los municipios de alta ruralidad36. Esto debe 
hacerse en el marco de la visión de largo plazo de un sistema de seguridad social 
independiente del tipo de trabajo o financiación que se discute más adelante. Un cambio 
normativo hacia el giro directo de pagos al prestador, desde un único pagador (FOSYGA), 
logrará mayor autonomía, celeridad y sostenibilidad financiera en las prestadoras en zonas 
rurales. En ambos casos, los resultados de piloto de Guainía con el modelo flexible de SGSSS 
para zona rurales, el cuál habilita una única entidad promotora de salud (EPS) y organiza la red 
de prestadores de servicios asociados, permitirán identificar organizaciones exitosas al menos 
para zonas de baja dispersión, que son los municipios más rurales.  

Una tercera propuesta para acercar la oferta y mejorar la calidad, teniendo en cuenta las 
características epidemiológicas de las comunidades y el énfasis en un componente de atención 
primaria y preventiva en salud, es la recuperación de la tradición de Promotores de Salud (con 
enfoque comunitario y territorial), integrada como parte del modelo de atención en zonas rurales 
y reconocida en sus costos. El enfoque comunitario y territorial es esencial dada la 
heterogeneidad las características epidemiológicas, necesidades de la población y capacidad 
de la oferta. La Regulación del SSGSS y las EPS deberá ser suficientemente flexible a nivel 
local, permitiendo el diseño de instrumentos y respuestas de atención eficientes37. Esto conlleva 
además una reorientación del servicio, donde el sistema busca a las personas y no se espera 
en forma meramente pasiva que estas busquen los servicios. El uso de tecnología para apoyo 
de las promotoras de salud y otro personal de primer nivel de atención debe ser un estrategia 
complementaria esencial. Por ejemplo, ya se han destacado los efectos positivos en promoción, 
prevención y cuidado primario en áreas rurales dispersas a través de mensajes por telefonía 
celular y otros instrumentos como la Telemedicina. Estas nuevas condiciones tecnológicas 
permitirían aumentar la oportunidad en el acceso, condición significativa de la calidad y 
pertinencia del servicio y la protección. Estos servicios deberán también organizarse en redes, 
que bien pueden ser únicas o múltiples, y en cabeza del único proveedor en el caso de las 
zonas más dispersas38 

En cualquier caso, acercar la oferta requiere de desarrollos de infraestructura pública (y en 
donde sea posible comunal o solidaria) capaz de mejorar la capacidad de remisión por 

                                                
36 Esta opción es viable dado que se ha igualado el POS. Falta sin embargo avanzar en hay que pensar como se haría el cruce de 
cuentas y como las EPS del régimen contributivo reintegran las contribuciones de sus afiliados en estas zonas. 
37 Por ejemplo en las zonas rurales dispersas del Pacífico y del oriente, las microscopistas para hacer diagnóstico y tratamiento de 
malaria juegan un papel definitivo, pero se han visto restringidas por el SGSSS y las EPS, que no aceptan diagnósticos sino de 
bacteriólogas. Hoy en día con el desarrollo de tecnología de pruebas rápidas se pueden hacer muchos diagnósticos sin necesidad 
de viajar a centros urbanos y se puede solucionar el problema sin desplazamiento de las personas, ya sea a través de las 
promotoras de salud y los otros servicios extramurales propuestos. 
38 Para lograr mejor calidad de la atención, es deseable la referencia hasta los hospitales universitarios, por su mayor capacidad 
para manejar nuevas tecnologías (TIC y médicas) 
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complejidad, e incrementar la capacidad resolutiva en los niveles más locales, así como los 
procesos para una atención más oportuna.  

Frente al tema de servicios de cuidado a la primera infancia, se debe afianzar y consolidar la 
actual estrategia “De Cero a Siempre” en todo el territorio nacional, para la integralidad de la 
atención a los menores y cerrar las brechas entre las modalidades de atención existentes. La 
expansión de cobertura prioritariamente en áreas rurales es necesaria, haciendo uso de las 
diferentes modalidades, con los Centros que llegan hasta los centros poblados y la modalidad 
familiar para la población más dispersa y distanciada, sin descuidar todos sus componentes – 
cuidado, nutrición, salud y educación inicial. Este último es esencial teniendo en cuenta la 
ausencia de cobertura en preescolar en las zonas rurales. La financiación de este programa 
está básicamente a cargo del presupuesto nacional. Sin embargo, se podría aumentar la 
participación de las cajas de compensación familiar y recursos adicionales de los territorios. 

7. Acceso a vivienda, agua y saneamiento básico 

De acuerdo con el documento de Habitabilidad de la Misión para la Transformación del Campo 
(2014c) las dos principales estrategias para la reducción del déficit de vivienda, –que, como ya 
se señaló, es esencialmente cualitativo— son la profundización del Subsidio de Vivienda de 
Interés Social Rural (SVISR) y la implementación de la Política para el Suministro de Agua 
Potable y Saneamiento Básico en las zonas rurales39. Estas acciones deben ser 
complementadas con una mejoría de la focalización, un sistema de monitoreo y seguimiento y 
la flexibilización de los diversos instrumentos para que sean pertinentes ante las características 
de las zonas rurales. 

En primera instancia para la financiación del cierre de los déficit, se propone modificar la Ley 
546 de 1999 donde se estipula que el 20% de los recursos apropiados para Vivienda de Interés 
Social en el país deben ser destinados a programas de vivienda de interés social rural, pasando 
dicho requerimiento al 40%. Esta proporción es equivalente al déficit habitacional relativo de las 
zonas rurales frente a la urbana y permitiría cerrar la brecha rural-urbana en materia de vivienda 
en veinte años. 

Para garantizar equidad en la aplicación de los instrumentos de política, se propone la definición 
de un mecanismo técnico de asignación del presupuesto de VIS, basado en la información 
oficial sobre déficit habitacional y condiciones de habitabilidad por área, y el rediseño de 
herramientas que funcionan de manera adecuada para el sector urbano pero no para el rural. 
En este último, se propone readecuar la línea Especial de Crédito para VISR con condiciones 
favorables de financiación (tasa, periodos, tipo de beneficiario y población objetivo) y diseñar y 
ejecutar una estrategia para incrementar la oferta del subsidio asignado a través de las Cajas 
de Compensación en zona rural, mejorando las condiciones de su vinculación para que los 
proyectos de vivienda de interés social rural sean rentables. 

                                                
39 Esta es la política definida en el CONPES 3817 (DNP, 2014b).  
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Como estrategia complementaria, es necesario revisar los mecanismos de focalización del 
SVISR. Esto exige revisar el punto de corte de entrada al programa con el objetivo de focalizar 
el programa en las familias más vulnerables, no solo privadas en la dimensión de habitabilidad 
sino con múltiples privaciones sociales, y revisar y adoptar métodos mixtos de selección con el 
fin de focalizar de mejor manera los recursos. En cualquier caso, el DPS deberá liderar la 
focalización de las viviendas dirigidas a la población pobre y vulnerable también en las zonas 
rurales, siguiendo el ejemplo de la focalización de las 100.000 viviendas urbanas pero 
adaptando los instrumentos de focalización a las condiciones rurales y con el acompañamiento 
en territorio de UNIDOS, esta vez en alianza con el MADR y el Banco Agrario y con insumos de 
focalización geo-referenciada donde sea posible.   

Este último punto es esencial para articular las soluciones de vivienda con otras políticas 
sociales en las áreas más rurales, con el objetivo de responder integralmente a las 
particularidades de esta población. Entre estos está el desarrollo de soluciones alternativas de 
agua para consumo humano, saneamiento básico y energía eléctrica para zonas rurales 
dispersas, las cuales se puedan articular con los instrumentos de adjudicación de vivienda 
como el SVISR o los nuevos instrumentos de focalización que surjan.  

Por su parte, los planes locales de mejoramiento de las condiciones de la vivienda deben 
contemplar la posibilidad de realizar mejoras en variables puntuales como pisos, saneamiento 
básico, cocina, etc. Todas las intervenciones contempladas en este apartado deben apuntar a 
reducir variables del déficit cualitativo de vivienda y/u otras privaciones sociales, y estar acordes 
con los estándares mínimos. Deberán también permitir una solución progresiva de la vivienda. 
Esta solución debe ilustrar a los beneficiarios cómo realizar la ampliación y las mejoras en su 
vivienda bajo las normas existentes y garantizando la seguridad de los habitantes. 

Por último, es necesario diseñar un sistema de información, seguimiento y evaluación de la 
política que permita geo-referenciar las soluciones de vivienda entregadas y hacerle 
seguimiento a los hogares beneficiarios. Esto es esencial para temas de acompañamiento y 
estrategias complementarios de superación de pobreza y empoderamiento de la comunidad, en 
articulación con UNIDOS. El sistema de información también deberá crear un banco de 
prototipos, iniciativas exitosas y buenas prácticas, tanto en proyectos de vivienda como en 
soluciones alternativas para la provisión de servicios públicos domiciliarios para áreas rurales 
dispersas. En este punto algunas alianzas del sector público con entidades privadas solidarias 
para la provisión de alternativas innovadoras que han sido exitosas40.  

Frente al cierre de brechas en servicios públicos, es necesario adelantar esfuerzos 
diferenciados. En primer término, un programa de inversión en infraestructura en redes de 
acueducto y alcantarillado, y el desarrollo de la institucionalidad para su operación, en las zonas 
donde la concentración de la población en el territorio lo permita41. En segundo lugar, acelerar 
la cobertura de soluciones unitarias innovadoras, adecuadas y mejoradas para la población 
dispersa. Tercero, es importante lograr la sostenibilidad de la operación de acueductos de 
buena calidad y alcantarillados con bajo número de usuarios, teniendo en cuenta el diseño de 
                                                
40 Un ejemplo exitoso es la Fundación Corona con el banco de proyectos y concurso de innovación Pro Hábitat. Ver: Corona (2013) 
Premio Corona Pro Hábitat 30 años, Bogotá en http://www.corona.com.co/web/Files/Uploads/Corporativo/pdf/L ibroCorona2012.pdf 
41 La actual clasificación reconoce como pequeños prestadores a las instalaciones-empresas que sirven menos de 2.500 usuarios. 
En este grupo, se pueden diferenciar al menos tres grupos (entre 1.000 y 2.500, entre 300 y 1.000, y menos de 300). 

http://www.corona.com.co/web/Files/Uploads/Corporativo/pdf/L%20ibroCorona2012.pdf
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tarifas y subvenciones. Este aspecto es definitivo, porque se estima que estos sistemas 
requieren de subvención a la operación que supera el 50% de los costos corrientes. 

En los casos en que en los municipios de tamaño mediano y pequeño se hicieran concesiones 
del servicio a operadores privados, particularmente en sus cabeceras, se deben establecer e 
incorporar criterios específicos frente a la cobertura y calidad de los servicios en zonas rurales, 
considerando aportes de capital públicos y privados para la inversión. Algunas inversiones 
podrían hacerse para un grupo de acueductos relativamente cercanos, como los sistemas de 
control de calidad y laboratorio. La territorialidad e integralidad de este servicio obliga a que la 
planificación y operación se haga por cuencas, y que se integren  el manejo ambiental de las 
cuencas con los servicios ambientales (el agua en este acaso), e incluso con servicios de riego. 
El líder institucional de este sector, el Viceministerio de Agua del Ministerio de Vivienda (MVCT), 
deberá integrar las actuaciones con las autoridades ambientales (Ministerio de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible –MADS–, y las Corporaciones Autónomas Regionales). 

Dada la importancia de la fuente de financiación, el SGP, la reforma que se hará en 2016 de 
este sistema puede determinar una proporción de los recursos sectoriales que en forma 
obligatoria se destinen a las zonas rurales de los municipios, para evitar que los recursos se 
orienten casi que exclusivamente a financiar los acueductos en las cabeceras. Esto con 
contrapartidas adicionales en caso de algunos municipios priorizados. Por su parte, una de las 
barreras más importantes es la sostenibilidad financiera de la operación de los acueductos. 
Para ello se debe asegurar que la contribución de los usuarios cubra una proporción apreciable 
de esos costos variables (se considera razonable, según la experiencia, que cubra cerca de 
25%), y también que los recursos de los municipios contemplados en el SGP alcancen una 
participación equitativa entre los habitantes y usuarios de las cabeceras y las veredas. 

Frente al tema institucional, será esencial continuar e impulsar la mesa propuesta en el 
CONPES 3810 de coordinación inter-institucional liderada por el MVCT con el fin de determinar 
las acciones para llevar agua potable o mejorada a los hogares rurales en Colombia. Esta 
deberá buscar, además, formas para incluir al sector privado, ya que en diferentes campos de 
este sector y servicios hay espacios especiales para las innovaciones sociales y técnicas 
(tratamiento de aguas) y para esfuerzos en temas de innovación social en la provisión.  

Teniendo en cuenta la importancia de la concentración de la población para la oferta integral de 
servicios sociales, se debe explorar la estrategia de adoptar ciertas decisiones que incentiven la 
concentración de población, especialmente a través de la política de vivienda.  

8. Seguridad social universal como parte del Sistema de 
Protección Social Integral para las zonas rurales 

La protección social ha estado ligada fundamentalmente al mercado de trabajo, que por sus 
deficiencias, expresadas principalmente en la altísima informalidad, han impedido que el empleo 
se traduzca en un mecanismo de protección frente a riesgos relacionados con la falta de 
ingresos, la salud, y el envejecimiento. La extensión de este enfoque a los trabajadores rurales 
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ha sido prácticamente inexistente (Misión para la Transformación de Campo, 2014d; CEPAL, 
2014b). Por esta razón y por las características particulares de las poblaciones rurales incluidos 
los diferentes riesgos que enfrentan, se propone el diseño de un sistema de protección social 
integral que: (i) logre una mejora de las condiciones de trabajo rural, donde se exprese la 
inclusión social y productiva; sin que el empleo constituya el mecanismo exclusivo de acceder a 
protección; (ii) sea universal e independiente del tipo de financiación, lo que significa promover 
mecanismos contributivos, y garantizar también la protección no contributiva; y (iii) contemple 
instrumentos complementarios que promuevan simultáneamente la inclusión y la promoción 
social de la población42.  

Aunque las recomendaciones propuestas tienen un énfasis en la población rural, el diseño de 
un SPS integral y las recomendaciones deberán ir más allá, abarcando a toda la población del 
país. En el futuro Colombia deberá tener como objetivo un sistema de protección social integral 
universal que busque proporcionar a todos los ciudadanos o residentes el mismo 
aseguramiento social, independientemente de su posición ocupacional o de la forma de 
financiamiento de la protección43. Partiendo del hecho que los sistemas contributivos que 
cubren el sector formal son insuficientes, y que tener sistemas contributivos y no contributivos 
que funcionen de manera paralela tampoco es eficiente, un objetivo de más largo plazo será 
transitar gradualmente hacía un sistema integrado44. Una opción es transitar de la dualidad en 
la financiación contributivo-subsidiado hacia un sistema integral universal con una canasta 
básica financiada con impuestos generales y complementado con pagos de los trabajadores, 
independientes o asalariados (que podrían dar lugar a beneficios adicionales). Esto iría alineado 
con la reforma tributaria de 2012 que creó el CREE e incluso en el futuro con la creación de una 
cotización a la seguridad social atada al impuesto a la renta, proporcional al ingreso (con 
algunos elementos posibles de solidaridad), de la cual los trabajadores que cotizan puedan 
deducir los pagos realizados al sistema. 

En el tránsito de un sistema integrado, es necesario reforzar los mecanismos alternativos para 
proteger a la mayoría de la población frente a riesgos relacionados con salud, discapacidad 
laboral, envejecimiento y fluctuaciones de los ingresos, dado que el mercado de trabajo en las 
zonas rurales no ha mostrado una adecuada capacidad incluyente en términos de creación de 
empleos de calidad ni de cobertura contributiva. En este sentido, y dado los avances en materia 
de aseguramiento en salud, la prioridad es avanzar progresivamente (dadas las restricciones 
fiscales) hacia la universalización de una protección mínima, que cubra los adultos mayores sin 
capacidad de pago y que actualmente no reciben pensión, mientras en paralelo se fortalecen 
los sistemas contributivos para garantizar en el largo plazo el acceso y financiación de las 
pensiones.  

La creación gradual de una pensión mínima universal tendría beneficios no solo en los adultos 
mayores y calidad de vida de los hogares rurales, disminuyendo la pobreza y desigualdad, sino 
también externalidades positivas en el empleo rural (Olivera y Zuluaga, 2014). Aunque 
                                                
42 Respecto de la equidad del financiamiento, cabe destacar que en el caso del obtenido por medio de impuestos generales 
depende de la equidad general del sistema tributario del país, mientras que en el sistema contributivo ella está determinada en gran 
medida por los detalles de su diseño y por las bases sobre las cuales se cobra la contribución obligatoria. 
43 Uno de los avances del sistema de salud en Colombia, es la unificación de los planes de beneficios (Plan Obligatorio de Salud, 
POS, contributivo y subsidiado, que ha sido posible por diferentes mecanismos de financiamiento solidario, En la misma dirección 
convendría avanzar frente a los riesgos laborales y de vejez. 
44 Ver al respecto: Ribe et al. (2012). 
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Colombia ha hecho un avance importante con el programa Colombia Mayor, la cobertura es 
insuficiente y el monto del subsidio es demasiado bajo (en promedio $65.000 mensuales). 
Siguiendo ejemplos exitosos como el de Chile, Brasil y Bolivia, todos con pensiones universales 
(CEPAL, 2013), Colombia podría transitar gradualmente hacía una pensión universal. Dadas las 
restricciones de recursos, se propone por ahora aumentar la cobertura del programa Colombia 
Mayor hasta alcanzar primero cobertura universal, y después aumentar el monto del subsidio 
para que sea como mínimo igual a la línea de pobreza rural, se podrá priorizar en una etapa 
inicial a todos los adultos mayores pobres y vulnerables de las zonas rurales45. La focalización y 
expansión de cobertura de Colombia Mayor debería estar a cargo del DPS, en tanto esta 
entidad ya cuenta con la plataforma de inscripción, bancarización y pagos y, como ya se 
mencionó, sería parte del sistema nacional de transferencias. 

Como estrategia paralela se debe fortalecer el componente contributivo de la población que 
actualmente está en edad de trabajar, incluyendo paulatinamente los no asalariados, o 
asalariados parciales, que han estado excluidos tradicionalmente de la seguridad social, con 
modalidades flexibles en pagos e innovando en las maneras de fomentar el ahorro pensional de 
la población informal. Esto debe hacerse sin generar sistemas paralelos ni proporcionar 
incentivos perversos a la inserción laboral. Para esto se recomienda profundizar los 
mecanismos flexibles en el sector rural como son los Beneficios Económicos Periódicos (BEPs) 
que fomentan el ahorro pensional, aumentado su cobertura en zona rural y adaptándose a las 
particularidades de los ingresos de los trabajadores rurales. Se deberá también  materializar las 
propuestas del Ministerio de Trabajo en cuanto a la cotización por días (o semanas, en su 
defecto) para permitir a trabajadores temporales o estacionales acceder a la seguridad social 
tradicional. Estos instrumentos, que como los BEPS o las garantías de pensión mínima cuentan 
con un subsidio público, deben ser administrados por Colpensiones y no en el sistema de 
capitalización.  

Otra alternativa de contribución es la posibilidad de brindar seguridad social a través de 
cooperativas y asociaciones de la población rural como las asociaciones campesinas. Esto 
implicaría establecer una institucionalidad que promocione aseguramientos colectivos frente a 
riesgo, y la promoción de  mecanismos de cotización que tengan en cuenta la estacionalidad de 
la cosecha y los ingresos, o por medio de cotizaciones asociativas y cooperativas. Casos 
exitosos en la provisión de salud y aseguramiento como en el caso de Costa Rica mediante 
cooperativas, pueden proveer además una alternativa a la gestión del sistema para afiliar al 
10% faltante en salud. En cualquier caso, se debe reconocer que el financiamiento contributivo 
no tiene que estar asociado únicamente al estatus laboral de las personas, y que la población 
vulnerable puede ahorrar en el sistema pensional mediante esquemas familiares y tasas 
diferenciales a medida que salen de la pobreza y según su nivel de ingresos (Carrera et al, 
(2010), como parte de un sistema universal, solidario y fiscalmente sostenible.  

Por otra parte, los servicios de las Cajas de Compensación Familiar deberán extenderse hacia 
las zonas rurales. Esto exigirá redefinir las funciones que desempeñen, dejando de lado 
algunas funciones típicamente urbanas (centros recreativos y supermercados), pero reforzando 

                                                
45 Acá la focalización no sería contraria a la universalización, en tanto que tendría como objeto hacer más eficaz la universalización 
de las políticas social ante la escasez de recursos, como forma de asegurar que los servicios sociales lleguen a la población más 
pobre (CEPAL, 2000). 
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otras (por ejemplo, un mayor subsidio familiar o inclusión financiera) y diseñando instrumentos 
totalmente nuevos (contribución a la estabilidad de los ingresos de los habitantes rurales, por 
ejemplo). Algunas donde las Cajas tienen amplia experiencia deben mantenerse otras 
(educación, salud y vivienda), y en algunos casos deben servir como agentes para la ejecución 
de políticas estatales.  

Frente al tema de riesgos laborales, se recomienda el diseño y puesta en marcha de un 
régimen subsidiado de riesgos laborales, que puede estar atado o no al sistema de salud, pero 
que asegure al menos un mínimo de protección para este tipo de trabajadores buscando la 
universalidad también independiente del tipo de empleo. Actualmente los riesgos laborales 
asociados a algunas zonas rurales dispersas46 no están cubiertos por el SGSSS. 

9. El cuidado social en el Sistema de Protección Social 
integral 

El proceso de transición demográfica y la menor participación de las mujeres rurales en el 
mercado laboral, hace necesario diseñar políticas que reduzcan el tiempo de trabajo no 
remunerado que desempeñan las mujeres en actividades de cuidado. Se recomienda diseñar 
políticas que protejan a los adultos mayores, al tiempo que se institucionalizan o se reconocen 
labores asociadas al cuidado social por parte de las mujeres –y con una creciente participación 
masculina en dichas tareas47. Para esto es necesario conformar un pilar de cuidado, como uno 
de los componentes del sistema de protección social. Esto implicará los desafíos de integrar los 
conocimientos y la oferta de instituciones existentes, de vincular estrategias de  protección de 
las familias y de las comunidades para distribuir el trabajo de cuidado entre los servicios de las 
instituciones del Estado y otros servicios privados, y adaptarlos a las condiciones de las zonas 
rurales. 

Una experiencia que permite sacar lecciones para el país es la puesta en marcha de una 
política nacional de economía del cuidado, la “Red Nacional de Cuido y Desarrollo Infantil” de 
Costa Rica, que incluya adulto mayor y niñez. En Colombia el mayor desafío es en adultos 
mayores, siendo que cuidado a la niñez está mucho más desarrollado con la articulación “De 
Cero a Siempre”, a pesar de que falta todavía la expansión de cobertura de los Centros de 
Desarrollo Integral infantiles en las zonas rurales. Para esto, se requiere crear un comité 
intersectorial posiblemente en cabeza del ICBF o Ministerio de Salud, paralelo pero articulado 
con el de primera infancia, con énfasis en tres puntos: (i) creación  de   una  red de instituciones 
de hospedaje, hogares comunitarios, lugares de estancia diurna y espacios de recreación, con 
subsidios cruzados para el acceso, incluido las opciones de red familiar y comunitaria; (ii) 
promoción de redes ciudadanas de cuidado voluntario para adultos mayores, “gestores 
sociales” de cuidado, o transformar estas tareas en trabajos remunerados como parte de la 

                                                
46 Por ejemplo el uso de plaguicidas e insecticidas en los pequeños agricultores, accidente de trabajo (heridas, fracturas, etc.), 
enfermedades que están relacionadas con la ocupación (Leishmaniasis, malaria). 
47 Con la Ley 1413 de 2010 sobre la Economía del Cuidado se hace necesario reconocer la verdadera contribución de las mujeres 
colombianas a la economía través del cuidado. Según los datos del DANE esta representa el 19% del PIB, lo cual es tres veces el 
aporte del sector rural y casi dos veces la contribución de la industria. En Colombia las mujeres dedican 1,6 veces más tiempo que 
los hombres al cuidado de adultos mayores.  
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estrategia de complemento de ingreso de los hogares más pobres; (iii) formación  de capital 
humano especializado en diferentes aspectos del  cuidado  y  según  la  población  a atender 
(menores, adultos mayores y discapacitados). Será necesaria una articulación con las entidades 
locales, para esto, también un posible comité local liderado por los alcaldes que articule la oferta 
en territorio, la cuales en algunos casos ya ofrecen servicios de cuidado, además de posibles 
alternativas con alianzas con entidades privadas solidarias y ONG. 

Adicionalmente, es necesario crear mecanismos que les permitan a las mujeres rurales 
compatibilizar el trabajo productivo con actividades reproductivas y las demás labores del hogar, 
para que esto no implique quedar excluidas del mundo laboral. La institucionalización de un 
sistema de cuidado, debe ir de la mano de la implementación y promoción de políticas activas y 
programas de generación de ingresos específicamente para las mujeres, incluidas las opciones 
de trabajo remunerado por gestores sociales y agentes de cuidado. Esto será parte de la 
estrategia de inclusión productiva, con el programa a gran escala de generación de ingresos, 
pero con componentes específicos para las mujeres en formación de competencias y 
capacitación48. Si bien actualmente existen programas específicos para las mujeres, son de 
baja escala, atomizados y sin ninguna articulación al desarrollo local o transición hacía 
estrategias de inclusión productiva de mayor capacidad (Oxfam, 2012). 

La estrategia debería ser integral, incluyendo el complemento al ingreso a través de MFA, 
acceso a oferta de cuidado como son los Centros de Desarrollo Integral Infantil u otros centros 
infantiles, más los Centros de Adulto Mayor y un programa a gran escala de desarrollo de 
capacidades productivas y fomento de asociatividad para la mujer rural. Un programa así podría 
tener inicialmente como población  objetivo a todas las mujeres inscritas de MFA (2,6 millones) 
empezando por las beneficiarias de la zona dispersa de las grandes ciudades e intermedias que 
cuenten con servicios de cuidado aumentando la oferta en los pilares deficientes como son 
ayuda en el cuidado de personas enfermas y discapacitadas49 y adultos mayores.  

10.  Complementariedades entre inclusión social e inclusión 
productiva  

La alta correlación entre empleo informal, mala remuneración, bajo logro educativo de los 
ocupados y altos indicadores de pobreza, evidencian, como ya se ha mencionado en distintas 
partes del documento, la importancia de políticas dirigidas hacía la inclusión productiva de la 
población que sean complementarias a la inclusión social. Aunque los temas de inclusión 
productiva se analizarán en otro documento, aquí se proponen tres estrategias 
complementarias a la estrategia de inclusión social para reducir la pobreza y la vulnerabilidad y 
como parte de una apuesta por el empleo “digno” de todos los habitantes rurales.  

                                                
48 Actualmente en el Atlántico se esta desarrollando un programa que puede dar tener resultados interesante en los componentes 
específicos para mujeres. Ver Cisoe (2014),  
49 La red  y los servicios de cuidado para personas en situación de discapacidad es casi inexistente. Es necesario, por lo 
tanto,empezar por hacer un registro de personas en situación de discapacidad dado que a la fecha no existe ninguno consolidado y 
único, en parte por la falta de consenso de cómo medir y la definición de discapacidad. 
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La primera es el diseño de una regulación laboral que cobije las distintas formas de trabajo 
rural, garantizando la plena aplicación de las normas laborales al campo pero atendiendo a los 
modelos alternativos de empleo (incluyendo jornaleros, peones, trabajadores cooperativos y 
otros) y a las características particulares de un mercado laboral, que es esencialmente 
estacional y exige en algunos casos, labores que se deben realizar todos los días de la semana 
o a horas tempranas50. La OIT ha evidenciado la necesidad de adaptar los criterios a las 
particularidades específicas del empleo rural y de la actividad agropecuaria. Casos como 
México, Chile y Costa Rica evidencian el éxito de esta política que establece normas 
diferenciales para la protección de los trabajadores rurales. Como en Colombia hasta ahora no 
se ha implementado ninguno, se recomienda revisar y adoptar nuevos convenios sobre lo que 
constituye trabajo infantil (véase el siguiente párrafo), así como las particularidades del trabajo 
rural y el diseño de modalidades de seguridad social que se han analizado en secciones 
anteriores de este documento. Estas políticas de diferenciación y regulación de los contratos, 
deberán acompañarse de una política rigurosa de vigilancia e inspección laboral.  

La revisión de las normas laborales debe incluir una definición de trabajo infantil que no impida 
el desarrollo de Proyectos Pedagógicos Productivos y los programas de jóvenes rurales. Sin 
embargo es esencial continuar en el esfuerzo por erradicar las peores formas de trabajo infantil, 
incluido el trabajo peligroso en el sector agrícola y el trabajo de menores de 15 años que no sea 
clasificado como trabajo ligero51. Dentro del marco de las estrategias sectoriales, se considerará 
explícitamente la presencia de trabajo infantil como un factor de vulnerabilidad dentro de los 
indicadores de pobreza e inseguridad alimentaria a cargo del DPS para la focalización de 
muchas de las intervenciones propuestas como los programas de vivienda y transferencias 
(incluyendo el refuerzo de las condicionalidades de MFA). 

En segundo término, se recomienda que las distintas apuestas sectoriales, como son los 
distintos proyectos sociales o los proyectos locales de vivienda, acueductos y saneamiento 
básico, así como otros programas de apoyo a las zonas rurales (v.gr., infraestructura) prioricen 
el uso de mano de obra local, especialmente joven. Una posible alternativa es la creación de un 
programa de empleo público como parte de un sistema de protección social, ya sea a través de 
esquemas de emergencia (temporales para enfrentar choques) o esquemas de empleo 
garantizado (trabajo como derecho). Algunos países han recurrido a esta estrategia, siendo 
India el más reconocido; dicho programa ha tendido efectos positivos en pobreza y desarrollo 
rural aunque con resultados son heterogéneos por regiones, explicados por diferencias en la 
capacidad institucional52. De acuerdo con la OIT (2014), los países deben tener claridad sobre 
las brechas que quieren reducir con este tipo de programas y hacer un ejercicio de priorización, 
puesto que apostarle a varios objetivos puede ir en detrimento de sus resultados del mismo. 
Una evaluación del programa de empleo temporal creado como resultado del Pacto Agrario 
dará luces sobre el posible desarrollo en mayor escala de programas de este tipo. 

En tercer lugar, es necesario generar opciones de inclusión productiva para los jóvenes rurales, 
mediantes proyectos pedagógicos productivos, prácticas laborales, mejores opciones de acceso 
                                                
50 Esto conlleva reconocer aquí la necesidad de un amplio diálogo social, que incluya, aparte de empleadores y sindicatos, a las 
cooperativas, asociaciones de productores agrícolas, así como de trabajadores rurales, en particular los jornaleros y peones. 
51 Los niños de zonas rurales tienen tres veces más probabilidades de trabajar que los niños de zonas urbanas (UCW, 2010) y el 
sector agropecuario está entre las ramas de actividad que concentran el mayor número de Niños, Niñas o Adolescentes (NNA) 
trabajadores (34,3%). 
52 Respecto al programa de la India, ver  Zepeda et al. (2013). 
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a crédito y acompañamiento para el apoyo a emprendimientos. La alta inactividad de los 
jóvenes rurales, y la migración de estos, en especial de las mujeres, a las ciudades en busca de 
mejores oportunidades, muestran la necesidad de diseñar políticas de formación y 
empleabilidad para los jóvenes rurales. Adicional a los Proyectos Pedagógicos Productivos ya 
mencionados en la sección de educación, se deberán poner en pie, programas de jóvenes 
rurales y buenas prácticas empresariales que permitan acompañar los jóvenes y adolescentes a 
la vida productiva, sin que eso represente para ellos un riesgo o causa de deserción escolar53. 
Con el fin de establecer sinergias con la estrategia de inclusión productiva, se deberán 
desarrollar colaboraciones de los colegios con el sector productivo, para identificar 
oportunidades de pasantías y empleo para los jóvenes. Se debe además involucrar el sector 
privado en el desarrollo e implementación de los programas, en particular en relación con la 
promoción del emprendimiento54. Más aún, la formación profesional y estrategias acá 
propuestas deberán articularse con la estrategia de inclusión productiva para ofrecer a los 
jóvenes acciones integradas que incluyan apoyo para acceder a crédito, a la tierra, a la 
asistencia técnica y al fondo de inclusión productiva. 

11. Aceleración de cierre de déficit, inversión social y 
financiación 

Los déficits de bienes sociales presentan un alto nivel de significancia estadística con el grado 
de ruralidad en los territorios, lo que evidencia que las mismas características de estas zonas 
son factores determinantes en la ausencia de estos bienes de interés social. En efecto y como 
se analiza en el diagnóstico social, mientras que no hay grandes brechas en pobreza por 
ingresos entre la población en cabecera o población dispersa al interior de los municipios 
rurales y rurales dispersos, sí hay grandes brechas en términos pobreza multidimensional. La 
alta dispersión de la población, la ausencia de aglomeraciones (escalas) para la existencia de 
mercados competitivos y la lejanía a las ciudades limitan el acceso a los bienes de interés 
social. 

Como se indica en el Cuadro 1, de acuerdo con las tendencias actuales, la magnitud del 
esfuerzo necesario para el cierre de brechas55 difiere por sector y por grado de ruralidad. 
Aunque la mejora ha sido evidente en todos los sectores, gracias a los mayores niveles de 
inversión social que el país ha adoptado a partir de la Constitución de 1991, el ritmo de mejoría 
en la mayoría de variables es insuficiente para cerrar las brechas rural-urbanas en un tiempo 
satisfactorio. Los mayores logros han sido la mayor penetración en la afiliación a salud, la cual 
ya casi tiene cobertura universal, aunque existen todavía los retos institucionales mencionados 
para garantizar el acceso. Le sigue educación (cobertura), donde el ritmo actual de mejoría es 
suficiente para cerrar las brechas en veinte años en todos los niveles educativos diferentes a la 
educación superior, con crecimientos diferenciales por nivel (4,6% anual para educación 
preescolar con universalidad en 2025; 0,6% anual para primaria con universalidad en 2029; 
                                                
53 Buenas prácticas empresariales a favor de la eliminación del trabajo adolescente peligroso se encuentran por ejemplo en Costa 
Rica. 
54 Esto puede ser a través de la Red Nacional para el Emprendimiento de Colombia, Programa Presidencial Colombia Joven y la 
Asociación de Jóvenes Empresarios, entre otros. 
55 Para el análisis de las tendencias y los costos proyectados ver Cepal (2014a). 
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5,1% para básica secundaria, con universalidad en 2022, y en 2033 en media). La tendencia de 
crecimiento de la cobertura neta de educación superior en las zonas rurales es 8,6% anual 
entre 1997 y 2012. De mantenerse esta tendencia, en 2035 se alcanzaría una cobertura de 
38%. Un crecimiento superior de 10% anual de la cobertura permitiría alcanzar el 50% en veinte 
años. 

Por su parte, las mayores deficiencias y brechas se presentan en nutrición y habitabilidad. En 
materia de nutrición, medida como el número de hogares con desnutrición crónica, la tasa de 
cierre de brecha actual rural urbana deberá pasar de 1,1% a 4,6% anual para cerrar la brecha 
en 2035, y más si se quiere eliminar el número de hogares en esta situación. En vivienda se 
requiere acelerar los logros, ya que son las brechas más amplias y hay una alta correlación con 
el nivel de ruralidad, por lo que llegar a los municipios rurales dispersos será el desafío de 
mayor complejidad. Los logros en servicios domiciliarios son los que deben acelerarse en mayor 
medida, en especial en agua y saneamiento. Cerrar la brecha en términos de acceso a fuentes 
de agua mejorada, implica pasar de un ritmo de mejoría (reducción de déficit) de 0,3 puntos 
porcentuales anuales a uno de 2,5. Al igual que con vivienda, la mayor correlación de esta 
variable con las categorías de ruralidad implica que los costos marginales serán crecientes.  

En todos los sectores, a medida que la política se aleje de las grandes ciudades y los centros 
urbanos en busca de la población más dispersa el desafío y los costos unitarios serán mayores, 
pero así mismo lo serán los impactos.  
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Cuadro 1. Resumen sobre la magnitud e intensificación del esfuerzo para el cierre de brechas 

 Reducción 
anual del 

déficit (2005-
2013) (%) 

Propuesta 
reducción 
anual del 

déficit (2015-
2035) (%) 

Nivel de 
significancia 
con ruralidad 
(correlación) 

Educación 5.0 5.0 ** 

Agua 0.3 2.5 *** 
Alcantarillado y eliminación 
de excretas 

1.5 2.5 *** 

Basuras 4.3 5.0 ** 

Energía 1.0 1.0 *** 

Vivienda 2.5 8.0 *** 

Nutrición 1.1 4.6 Nd 

Salud 5.0 - * 

Pensiones 3.0 6.3 Nd 
Fuente: Tomado del documento de la CEPAL para la Misión (CEPAL, 2014a).  

Nota: El número de asteriscos representa un mayor grado de correlación entre el déficit y el grado  
de ruralidad, y se muestra la tendencia anual de cierre de brechas de 2005 a 2013 y la necesaria  

para cerrar brechas a 2035 

Según las proyecciones de CEPAL, con los costos unitarios de atención por dimensión y las 
tendencias de cobertura, los costos para cerrar la brecha de bienes de interés social en las 
zonas rurales, acelerando la tendencias actuales necesarias, suman en  educación, vivienda, 
agua, saneamiento básico, primera infancia y adulto mayor, 2,9 billones de pesos anuales 
adicionales en promedio durante el periodo 2016-2020 frente a la base 2014, y aumentan hasta  
2035 a 6,1 billones anuales (todas las cifras en pesos constantes de 2014)56. Esto representa 
una inversión promedio anual equivalente al 0,6% del PIB 2014, durante los próximos veinte 
años (Cuadro 2).  

La educación es la dimensión que exigiría mayor incremento entre 2015 y 2035. La inversión 
social se incrementa en gestión y enseñanza (incluido calidad con el programa de Desarrollo 
Profesional Situado para docentes) más que en infraestructura57. Los recursos estimados 
permitirán lograr tasas de cobertura de 100% en preescolar, primaria y secundaria entre 2020 y 
2030. La educación media llegaría a 100% de los jóvenes en 2035. La educación superior 
aumentaría la cobertura hasta 50%, creciendo 38 puntos porcentuales en veinte años. Los 
mayores costos responden a los retos en educación preescolar y secundaria. La educación 
superior necesitará menos recursos inicialmente para ampliar su cobertura, pero crecerán 
significativamente a partir 2025. En 2035 la educación será la segunda dimensión que 
necesitará mayor presupuesto (18%). 

La vivienda digna es la segunda dimensión que exigiría mayor incremento entre 2015 y 2035. Si 
bien, entre 2015 y 2020 la inversión en vivienda representa la mayor inversión, representando el 
55% del total, en los siguientes quinquenios, esta participación se reduce progresivamente; 

                                                
56 Se estima costos crecientes como proporción del PIB teniendo en cuenta la tendencia pasada y la aceleración necesaria para el 
cierre de brecha en 2035 alcanzo universalidad. Esto pensando en un cambio gradual y no con aumentos extremos en el principio.  
57 Los costos de funcionamiento en la educación corresponden a la matrícula, el mantenimiento de la infraestructura, el transporte y 
la alimentación. La calidad por medio de la capacitación a maestros requerirá de menores recursos. 
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siendo un poco más de un tercio de la inversión adicional total en 2035. Por su parte, la 
provisión de agua adecuada y la eliminación de excretas tendrán un avance progresivo llegando 
a una cobertura del 100% si se contemplan las alternativas flexibles e individuales. En 2035, 
70% de los hogares tendrán acceso a acueductos y 50% tendrá acceso a alcantarillado. En 
2030-2035, los servicios de agua y saneamiento representarán 26,6% de los recursos totales 
para  la provisión de bienes públicos rurales. En 2030-2035, los servicios de agua y 
saneamiento representarán 13,1% de los recursos totales adicionales para  la provisión de 
bienes públicos rurales. 

Cuadro 2. Inversión total Anual  
Millones de pesos de 2014 

Variable 2015-2020 2020-2025 2025-2030 2030-2035 

Educación Prescolar  261,192 510,559 551,966 546,211 

Educación Primaria 168,932 167,580 164,215 155,651 

Educación Secundaría 407,439 538,027 542,917 535,387 

Educación Media 114,534 249,681 375,257 534,764 

Educación Superior 102,606 320,564 644,981 1,140,462 

Inversión total anual en Educación 1,054,703 1,786,411 2,279,336 2,912,475 

% de participación del total  37.9% 46.8% 49.3% 50.6% 

Mejoramiento y vivienda nueva 716,086 808,054 984,329 1,222,709 

Provisión de agua mejorada 285,755 352,648 423,450 509,985 

Provisión de eliminación de excretas 467,193 335,084 241,261 309,292 

Provisión de energía eléctrica 57,616 84,367 94,153 105,297 

Inversión total anual en Habitabilidad 1,526,650 1,580,153 1,743,193 2,147,283 

% de participación del total  55% 41% 38% 37% 

Primera Infancia 30,000 78,000 90,000 90,000 

Colombia Mayor 126,052 336,139 475,884 586,149 

Más Familias en Acción 44,806 39,143 32,658 25,286 

Inversión total cuidado y protección al 
ingreso 

200,858 453,282 598,542 701,435 

% de participación del total  7% 12% 13% 12% 

TOTAL BIENES PÚBLICOS SOCIALES 2,782,211 3,819,846 4,621,071 5,761,193 

Institucionalidad (6%) 166,933 229,191 277,264 345,672 

GRAN TOTAL 2,949,144 4,049,037 4,898,335 6,106,865 

% PIB 0.39 0.53 0.64 0.80 

Fuente: Tomado del documento de la CEPAL para la Misión (CEPAL, 2014a). 

Fuera de los recursos anteriores, es necesario identificar la inversión que se requieren para 
asegurar el acceso a otros servicios públicos sociales o estrategias transversales. Entre ellas se 
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cuenta, en primer lugar, la expansión de la estrategia de acompañamiento social de UNIDOS, el 
cual según la propuesta de la ANSPE costaría entre 263,000 y 364,000 millones de pesos 
anuales dependiendo del escenario, lo que implica un aumento 43.000 a 112.000 millones 
adicionales frente a los recursos que tiene la ANSPE en 2015, equivalentes a entre 0,04 y 0,05 
puntos del PIB. Un segundo tema que no está incluido en las estimaciones anteriores, es el 
aumento en los costos unitarios per cápita de educación y salud de atender a las zonas de 
población dispersa. Por ejemplo, es necesario ajustar a la UPC en salud según costos y 
requerimientos diferenciados a las zonas rurales (servicios extramurales y acompañamiento a 
zonas rurales dispersas), ya que el régimen subsidiado prácticamente no discrimina hoy entre 
zonas urbanas y rurales. Según estimaciones de GestarSalud, el aumento necesario sería de 
47% sobre la UPC actual rural (ver Anexo 1). En tercer lugar, la transición hacía las pensiones 
universales costaría entre 0,2 a 0,6 puntos del PIB adicionales al que se tiene cubriendo solo 
adultos mayores pobres y con el monto igual a la línea de pobreza. Según las proyecciones de 
Cepal con los cambios demográficos a 20 años, la transición hacía pensiones universales 
llegarían a costar en promedio 0,17 puntos del PIB anual entre 2016-2020 hasta 1,28 puntos en 
2031-2035. De acuerdo con el estudio citado de Olivera y Zuluaga (2014), estas constarían 0,32 
puntos porcentuales del PIB si son universales a nivel nacional y 0,10 puntos porcentuales si 
son focalizadas por pobreza. Habría que agregar finalmente estrategias como la compensación 
a actividades de cuidado para enfermos y personas en situación de discapacidad, y para la 
protección de los niños y niñas, y de la tercera edad con la institucionalización de una política 
de cuidado.  

Financiar la inversión social adicional (0,6% del PIB promedio anual) para el cierre de brechas 
requiere de ajustes en las fuentes de financiación actuales y nuevos instrumentos. En primer 
término, es necesario ajustar el Sistema General de Participaciones (SGP) con un criterio de 
ruralidad más progresivo que el ya existe como criterio de asignación (para educación y salud), 
para impulsar y asegurar un esfuerzo diferenciado y progresivo hacía las zonas más rurales con 
base en las categorías de ruralidad propuestas por la Misión, sin perjuicio de aumentar la bolsa 
de recursos de propósito general también con un criterio más progresivo hacia las zonas 
rurales. En ningún caso se deben reducir las asignaciones para educación, salud, agua y 
saneamiento; sin embargo, los mayores incrementos en responsabilidades y en recursos, 
deben apoyar las asignaciones de propósito general (no obligatorias pero permitidas y de gran 
impacto social, como vivienda, nutrición, primera infancia, educación inicial, vejez e 
incapacidad, carreteras y comunicaciones). Será necesario definir un porcentaje específico de 
esta bolsa de propósito general para que los departamentos y municipios los inviertan en forma 
exclusiva en sus zonas rurales, y así corregir el sesgo actual de inversiones proporcionalmente 
mayores en las cabeceras municipales. El SGP deberá financiar el 35% de la inversión total 
requerida (ver anexo cuadro 2) 

Actividades comúnmente no contempladas como obligatorias en el SGP como cuidado infantil, 
protección a la vejez más otros temas adicionales, como el mayor presupuesto para Unidos y 
Más Familias en Acción, se deberán financiar con asignaciones adicionales a través del 
Presupuesto General de la Nación. Esta inversión adicional se proyecta en 20% de los recursos 
totales anuales necesarios (ver anexo cuadro 2). La inversión asociada a vivienda se financiará 
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en su gran mayoría con el aumento de 20% a 40% de los recursos destinados a vivienda de 
interés social específicos para vivienda rural58.  

Con el propósito de financiar el desarrollo de infraestructura social y el desarrollo de proyectos e 
innovaciones, sin complejizar aún más el SGP, se propone crear un Fondo Social Rural, con 
estructura y destinación multisectorial para propósitos de inversión, que bien puede 
complementarse con los recursos de libre disponibilidad del SGP, el sistema de regalías, 
recursos propios de los municipios y departamentos, y otras fuentes (organización sociales y 
comunitarias y asociativas, privadas, ONG, etc.). Este fondo puede tener una condición 
temporal (unos diez años), en tanto se logran progresos sustanciales, y se avanza hacia una 
institucionalidad más permanente e integrada. La experiencia nacional del Fondo de 
Adaptación, creado con ocasión de la Ola Invernal 2010-2012, debe orientar el diseño 
institucional del Fondo Social Rural. Entre los elementos importantes está el reconocimiento de 
distintas estructuras locales (no una única y uniforme). Además, para incorporar la flexibilidad y 
las decisiones locales, puede actuar mediante asignaciones globales debidamente planificadas 
e informadas, donde los actores locales determinan periódicamente su destino, sin que tengan 
que estar determinadas sectorialmente en forma inicial. El fondo deberá aportar el 30% de los 
recursos necesarios adicionales anuales. 

En resumen, el cuadro 2 del anexo muestra las fuentes de financiación para los sectores 
determinados59. Los recursos del fondo social se dirigen a la generación y mejoramiento de 
infraestructura, y los recursos locales apoyan el 5% de la financiación total de los sectores. En 
educación, el SGP financia los gastos de operación, gestión y mantenimiento, incluyendo la 
alimentación de los estudiantes, el transporte escolar y el mejoramiento de la calidad educativa. 
El programa Primera Infancia se financia en su mayoría a través de los gastos de propósito 
general en el SGP y los recursos propios del ICBF y otras entidades de orden local. La 
financiación de los sistemas de agua y saneamiento se distribuye entre el fondo social rural 
(50%), las regalías (30%) y el SGP (20%). La ampliación de la red eléctrica recibe recursos del 
Ministerio de Minas y Energía (MME), y del Sistema General de Regalías. Vivienda como ya se 
mencionó se financiará esencialmente con el aumento de recursos de VIS rural. Quedaría por 
fuera los recursos adicionales de salud para el aumento de la UPC rural, y los montos 
adicionales para los programas específicos de Unidos y Más familias en acción, por el 
presupuesto general de la nación; estos dos últimos suman menos de 0,1 puntos adicionales 
del PIB. 

                                                
58 Las estimaciones realizadas por la CEPAL y la MTC para el cierre de brechas en habitabilidad son consistentes y representan el 
rango de acción del gobierno. Por un lado, la CEPAL estima que se requieren cerca de 35,5 billones de pesos para la política de 
habitabilidad y llevar el déficit a niveles cercanos a cero, pero esencialmente con un programa de mejoramiento. Por otro lado, la 
MTC (2014) calcula que se requieren unos 57,9 billones, de los cuáles son esencialmente viviendas nuevas. Ambos escenarios 
representan el monto mínimo o máximo, de inversión requerida, según la combinación final de viviendas nuevas y mejoradas.  El 
aumento de 20 a 40% de VIS rural, permitirá financiar 37,5 billones que representa entre 60 y 100% según las combinaciones de 
mejoramiento y vivienda nueva posibles. El monto faltante será a través de  cofinanciación territorial, y algunos recursos de regalías 
para saneamiento básico. 
59 En SGP se incluye todo lo que se financia por esta vía hoy, más lo que hoy es generalmente inversión pero que se volvería 
recurrente: alimentación y transporte escolar, subsidios de operación (acueducto, saneamiento, -que la verdad todavía no están 
incorporados), y servicios de primera infancia, que bien pueden entrar en una ampliación de recursos con propósito general del 
SGP. La inversión (física) se financiaría con regalías (servicios domiciliarios). Los recursos propios locales, en general, corresponde 
al 5% del costo total.  
En presupuesto nacional, diferente a todo lo anterior, se consignan costos que están hoy a cargo de entidades nacionales, y que 
seguro lo estarán en el futuro, y que en su mayoría son gasto corriente (educación superior- MEN, primera infancia -sobre todo 
ICBF, Colombia Mayor y MinEnergía. 
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Anexos 
Cuadro 1. Costos adicionales a la UPC para modelo rural 

 
Fuente: GestarSalud. Tomando como UPC promedio de las zonas rurales el monto de $628,236  

 
Cuadro 2. Inversión anual promedio* (periodo 2016-2035) por fuente de financiamiento 

 
SGP Regalías 

Fondo 
Social 
Rural 

Recursos 
locales 

Departamento
s  - Municipios 

Presupuest
o Nacional 

Entidades 
nacionales 

Total 
Por 

sector 
(%) 

E
d

u
ca

ci
ó

n
 Básica (6-17) 902,472   36,695 49,430     988,596 23.48 

Preescolar (3-5 
años) 419,326   24,782 23,374 

 
  467,482 11.10 

Superior y 
Formación 
profesional 

      27,608 524,545 
MEN, 
SENA 

552,153 13.11 

Salud  X   X X X MS   0.00 

Nutrición X     X   ICBF + DPS   0.00 

Primera Infancia 28,800   14,400 3,600 25,200 
ICBF - 
Otros 

72,000 1.71 

Colombia Mayor       114,317 266,739 MT - DPS 381,056 9.05 

Vivienda      886,155 46,640   MADR 932,794 22.15 

Agua y 
Alcantarillado 

146,233 219,350 365,584   
 

MVCT 731,167 17.36 

Energía   28,453     56,906 MME 85,358 2.03 

TOTAL 1,496,831 247,803 1,327,615 264,968 873,390  4,210,607 100.00 

Por fuente (%) 35.55 5.89 31.53 6.29 20.74    

Fuente: Tomado del documento de la CEPAL para la Misión (CEPAL, 2014a). 
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Servicios 

sectoriales 

Infraestructura 

sectorial  

Propiedad y/o uso de la 

tierra 

Capacidades 

institucionales 

Territoriales* 

Habitabilidad 

Rural

1. Servicios 
financieros 

2. Protección 
sanitaria 

3. Ciencia, tecnología 
e innovación 

4. Comercialización  
5. Asistencia Técnica 

– AT  
6. Empresarización 
7. Acceso a mercados 

externos 
8. Encadenamientos 

productivos  
 
 

1. Adecuación de 
tierras (riego, 
drenajes, diques, 
embalses, 
reservorios, etc.) 

2. Comercialización y 
logística (cadena de 
frío, centros de 
acopio, mercados 
locales, centros de 
abasto) 

3. Infraestructura de 
transformación 
 

1. Administración de tierras 
del Estado 

2. Acceso a la tierra  
3. Recomposición de 

derechos de propiedad 
(extinción de dominio, 
consolidación de 
microfundios) 

4. Zonas especiales (ZRC, 
ZDE, ZIDRES, resguardos 
indígenas, territorios 
colectivos) 

1. Planeación y 
coordinación 

2. Estructuración 
de proyectos 

3. Priorización de 
inversiones 

4. Ejecución 
5. Seguimiento, 

evaluación y 
control social 

 
*Gubernamentales y  
No-gubernamentales.  

1. Vivienda 
nueva 

2. Mejoramien
to de 
vivienda 

3. Agua 
potable y 
saneamient
o básico 









 

 

Servicios sectoriales Infraestructura sectorial  
Propiedad y/o uso de la 

tierra 

Capacidades 
institucionales 
Territoriales* 

Habitabilidad Rural 

1. Servicios financieros 
2. Protección sanitaria 
3. Ciencia, tecnología e 

innovación 
4. Comercialización  
5. Asistencia técnica  
6. Empresarización 
7.  Acceso a mercados 

externos 
8. Encadenamientos 

productivos  
 
 

1. Adecuación de tierras 
(riego, drenajes, diques, 
embalses, reservorios, etc.) 

2. Comercialización y logística 
(cadena de frio, centros de 
acopio, mercados locales, 
centros de abasto) 

3. Infraestructura de 
transformación 

1. Administración de 
tierras del Estado 

2. Acceso a la tierra  
3. Recomposición de 

derechos de propiedad 
(extinción de dominio, 
consolidación de 
microfundios) 

4. Zonas especiales (ZRC, 
ZDE, ZIDRES, 
resguardos indígenas, 
territorios colectivos) 

1. Planeación y 
coordinación 

2. Estructuración 
de proyectos 

3. Priorización 
de inversiones 

4. Ejecución 
5. Seguimiento, 

evaluación y 
control social 

 
 

1. Vivienda nueva 
2. Mejoramiento de 

vivienda 

 Agua potable y 
saneamiento 
básico

 
Viceministerio de Servicios y Bienes Públicos 

sectoriales 
 

Viceministerio de Desarrollo Rural Territorial
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ACTORES INSTITUCIONALES DEL TERRITORIO 

 
 

 
Secretaría de Agricultura departamental 

 

CMDR y espacios alternativos de 
participación 

 

 Planificación y orientación de las políticas 
sectoriales y de desarrollo rural que son de 
su competencia a nivel territorial.  

 Diseño y formulación de proyectos de 
importancia regional. 

 Gerencia de proyectos de importancia 
regional. 

 Seguimiento y evaluación a la gestión de 
los ejecutores y de los impactos de los 
programas y proyectos. 

 Planeación Participativa  
 Evaluación previa de perfiles y proyectos 

de iniciativa local 
 Priorización de perfiles y proyectos 

 Veeduría y control social de la ejecución de 
los proyectos 

 Seguimiento y evaluación participativa. 
 

 
Unidad Técnica Territorial de Desarrollo 

Rural y Agropecuario 
 

 
Comité  Cogestionado de Decisión Rural  

 
 



 
 Recepción de perfiles y proyectos revisados 

y priorizados por el CMDR reformado 
 Pre-inversión de proyectos 

 Emisión de concepto técnico de los 
proyectos que lleguen listos 

 Administración el Banco de Proyectos 
Regionales 

 Convocatoria de miembros del Comité 
Cogestionado de Decisión  Rural para 
sesionar 

 Presentación de proyectos a consideración 
del Comité Cogestionado de Decisión 
Rural. 
 

 Evaluación, viabilización, aprobación  y 
priorización de los proyectos a ser 
financiados con PGN 

 Autorización de  asignación de recursos a 
programas y proyectos priorizados. 

MADR 
 

Red de Ejecutores locales 
 

 
 Administración del Sistema de 

Acreditación de ejecutores locales. 
 

 

 Ejecución de programas y proyectos. 

 
Fondo de Desarrollo Rural 

 

 Promoción, estructuración y cofinanciación de programas y proyectos de 
desarrollo rural y agropecuario 

 
 Fortalecimiento de la Institucionalidad Territorial 

 Programa de fortalecimiento de las Secretarias de Agricultura. 
 Programa de Apoyo y Acompañamiento en Formulación y Estructuración de proyectos. 
 Programa de Generación de Capacidades Ejecutoras. 

 

 Promoción de la Asociatividad y la Participación 
 Programa de fortalecimiento de Asociaciones Campesinas (productoras y no 

productoras). 
Programa de fomento de la Participación para el Desarrollo Rural. 
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